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El derecho al ambiente equilibrado y adecuado comporta un de-
ber negativo y positivo frente al Estado. Su dimensión negativa se 
traduce en la obligación estatal de abstenerse de realizar cualquier 
tipo de actos que afecten al medio ambiente equilibrado y adecuado 
para el desarrollo de la vida y la salud humana. En su dimensión 
positiva, le impone al Estado deberes y obligaciones destinados 
a conservar el ambiente equilibrado, los cuales se traducen, a su 
vez, en un haz de posibilidades. Claro está que ello no solo supone 
tareas de conservación, sino también de prevención (cfr. STC Nº 
4223-2006-AA). 1

El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del derecho, 
dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a 
desarrollar, tiene especial relevancia la tarea de prevención y, desde 
luego, la realización de acciones destinadas a ese fin. Y es que, si el 
Estado no puede garantizar a los seres humanos que su existencia 
se desarrolle en un medio ambiente sano, estos sí pueden exigir 
del Estado que adopte todas las medidas necesarias de prevención 
que lo hagan posible. En ese sentido, el Tribunal Constitucional 
estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no 
solo es una cuestión de reparación frente a daños ocasionados, 
sino, y de manera especialmente relevante, de prevención de que 
ellos sucedan. 2

De ahí que, el contenido del derecho fundamental a gozar de un 
medio ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida 
de la persona, tal como ha sido reconocido constitucionalmente 
(artículo 2, inciso 22), está determinado por dos elementos a saber: 
(i) el derecho a gozar de ese medio ambiente y (ii) el derecho a que 
ese medio ambiente se preserve.3

1	 Fundamento 12 de la Sentencia del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal 
Constitucional 668/2021

2	 Fundamento 13 de la Sentencia del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal 
Constitucional 668/2021

3	 Fundamento 14 de la Sentencia del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal 
Constitucional 668/2021
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Capítulo I
LA DEMANDA DE AMPARO POR EL DERECHO A UN 
AMBIENTE EQUILIBRADO Y ADECUADO SOBRE 
EL OTORGAMIENTO DE LICENCIA MUNICIPAL EN 
LA INSTALACIÓN DE ESTACIONES Y ANTENAS DE 
TELEFONÍA CELULAR EN EL CALLAO

I.	 Petitorio
Se interpone la Demanda de Amparo con el objeto de que se inaplique el 
procedimiento N° 15 de la Sub Gerencia de Obras Privada establecida en la 
Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad Provincial del Callao con el fin 
de salvaguardar el derecho a la salud, a su integridad moral, psíquica, al libre 
desarrollo y bienestar; a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre, 
al descanso, a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo 
de su vida, participación ciudadana de los habitantes de la Municipalidad 
Provincial del Callao, que se ven amenazados de manera inminente por el 
procedimiento N° 15 de la Ordenanza Municipal 012-2012 que es inconstitu-
cional al omitir la Participación Ciudadana reconocida en el numeral 17 de 
del artículo 2° de nuestra Constitución Política del Perú, así también, omite 
lo que es Certificación Ambiental regulado por el artículo 3° de la Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental- Ley 27446, en razón 
a ello es que solicitamos la incorporación de más requisitos en el Texto Único 
de Procedimiento Administrativos (TUPA) de la Municipalidad Provincial del 
Callao, tales como el Estudio técnicos de Radiación No Ionizante verificando 
que no supere límites máximos permisibles ( y no sólo Cartas de Compromiso), 
la emisión de Certificación Ambiental aprobado por la autoridad competente 
y la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental previo al inicio de instala-
ción de antenas de telefonía, y la Participación ciudadana de los vecinos de 
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la Provincia Constitucional del Callao, con el fin de salvaguardar los dere-
chos de primera generación como son el Derecho a la Vida, a la Salud y los 
derechos de tercera generación como es el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado. En consecuencia, para proteger a los mencionados habitantes 
se solicita se ORDENE:

a)	 A la Municipalidad Provincial del Callao, a fin de que en resguardo del 
derecho a la Salud, a un ambiente sano y equilibrado, a la participa-
ción ciudadana y existiendo una inminente amenaza respecto a tales 
derechos INCLUYA dentro de sus requisitos para la aprobación de 
licencias de funcionamiento de antenas de telefonía en el TUPA de la 
Municipalidad Provincial del Callao los siguientes: La emisión de Certi-
ficación Ambiental expedida por la autoridad competente, siendo éste 
el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, Estudio Predictivo de 
Radiaciones no Ionizantes verificando que éstas no superen el límite 
máximo permisible y sobre todo un Estudio de Impacto Ambiental apro-
bado para recién dar inicio a la ejecución del proyecto, en el presente 
caso sería la aprobación de la instalación de antenas de telefonía en 
la Provincia Constitucional del Callao, así como el derecho a la Parti-
cipación Ciudadana de os habitantes de la zona afectada mediante la 
realización de un taller de participación ciudadana, y la obtención de 
un permiso de la junta vecinal correspondiente.

La participación ciudadana, debe ser por tanto activa en el sentido que 
deben valorarse y ser tomadas en cuenta las opiniones, sugerencias, 
aportaciones u observaciones antes de realizar actividades en el que 
los ciudadanos puedan verse afectados directamente por la falta de 
compromiso y control al momento de otorgarse autorizaciones para 
la instalación de antenas de telefonía. Esta incorporación nos ajena a 
otras Municipalidades que sí exigen tales requisitos para el mismo fin 
(otorgamiento de licencia de funcionamiento de antenas de telefonía), 
como son: la Municipalidad del San Isidro, la Municipalidad de Chiclayo, 
La Municipalidad de Chorrillos, la Municipalidad de Magdalena del Mar).

b)	 Se inaplique el procedimiento N° 15 de la Sub Gerencia de Obras Pri-
vada establecida en la Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad 
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del Callao, en razó que esta disposición otorga silencio positivo para 
el otorgamiento de licencias en la instalación de antenas de telefonía, 
vulnerando así el derecho a la Salud, a su integridad moral, psíquica, 
al libre desarrollo y bienestar, a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del 
tiempo libre, al descanso, a gozar de un ambiente sano y equilibrado y 
adecuado al desarrollo de su vida, participación ciudadana, así como 
también el artículo 31.1.1 de la Ley 27444, Ley de Procedimiento Adminis-
trativo General que nos dice: “Cuando la solicitud verse sobre asuntos 
de interés público, incidiendo en la salud, medio ambiente, recursos 
naturales y la seguridad ciudadana”, solo puede versar el silencio ne-
gativo por incidir en asuntos medioambientales, de salud y seguridad.

Es por ello que en resguardo del derecho a la Salud, a un ambiente 
sano y equilibrado y a la participación ciudadana se debe inaplicar el 
procedimiento N° 15 de la Sub Gerencia de Obras Privadas establecida 
en la Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad del Callao y cum-
pla con aplicar los dispuesto en el artículo 34.1.1 de la Ley 27444, Ley 
de Procedimiento Administrativo General, y la Primera Disposición 
Transitoria Final de la Ley del Silencio Administrativo- Ley N° 29060, 
que establece que se aplica silencio negativo, en los casos en que el 
procedimiento administrativo involucre asuntos de medio ambiente, 
como sería el caso del plazo legal para pronunciarse para el otorga-
miento de autorización o licencia de funcionamiento de antenas de 
telefonía. En tal sentido, solicitamos la inaplicabilidad de la norma antes 
citada, en tanto otorga silencio positivo a la autorización de antenas de 
telefonía y a su vez la incorporación de requisitos indispensables para 
tal aprobación en el TUPA del distrito provincial del Callao para evitar 
sus efectos adversos contra el ambiente producto de la negligencia 
por parte de la Municipalidad Provincial del Callao, al otorgar silencio 
positivo a casos que solo ameritan silencio negativo.

c)	 Además se debe inaplicar el procedimiento N° 15 de la Sub Gerencia de 
Obras Privada establecida en la Ordenanza Municipal 012-2012-Mu-
nicipalidad del Calla que aprueba el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) de la Municipalidad Provincial del Callao 
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por ser inconstitucional al vulnerar el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado por no exigir en el Estudio de Impacto Ambiental lo que 
es Certificación Ambiental, ni control y cumplimiento de los Límites 
Máximos Permisibles de la radiación no ionizantes, y mucho menos el 
ruido de la vibración que ocasionan las antenas de telefonía, así como 
la afectación a la señalización radial, telefónica y televisiva.

Por tanto, solicitamos también se ordene a la citada Municipalidad no 
autorice ninguna licencia de funcionamiento para la instalación de 
antenas de telefonía, en tanto no se hayan incorporado los requisi-
tos antes citados al TUPA de la mencionada Municipalidad, esto a 
efectos de garantizar los derechos constitucionales vulnerados de los 
habitantes del Callao.

II.	 Fundamentos de Hecho

2.1.	 La certificación ambiental y el resguardo del derecho a un am-
biente equilibrado y adecuado

El artículo 3 de la Ley 27446, Ley del Sistema de Evaluación del Impacto 
Ambiental, modificado por el Decreto Legislativo N° 1078, establece que “no 
podrá iniciarse la ejecución de proyectos ni actividades de servicios y comercio 
referidos en el artículo 2 y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o 
local podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas 
si no cuentan previamente con la certificación ambiental contenida en la 
Resolución expedida por la respectiva autoridad competente.” En ese sentido, 
toda actividad productiva o económica, tales como las actividades de los ope-
radores de telefonía celular deben contar previamente a su funcionamiento 
con la certificación ambiental correspondiente.
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Requisitos para la Instalación De Antenas de la Municipalidad Distrital 
de San Isidro y la Municipalidad Provincial del Callao

MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO MUNICIPALIDAD DE PROVINCIAL DEL 
CALLAO

1.	Formulario Oficial de Uso Múltiple (FOM), 
llenado y firmado por el propietario y pro-
fesional responsable, y Hoja de Trámite por 
duplico.

2.	Pago por los Derechos de Revisión Munici-
pal

3.	Comprobante de pago por Derecho de Ser-
vicio de Delegados (CAP, CIP, INDECI, CGB-
VP).

4.	Presentar copia simple de los certificados 
de parámetros urbanísticos y Edificatorios 
vigente (trámite previo).

5.	Copia literal de dominio donde consten 
área linderos, y medidas perimétricas del 
terreno. En caso de ampliaciones, modi-
ficaciones y/o remodelaciones, presentar 
adicionalmente declaratorias de fábrica, 
licencias anteriores y/o finalización de obra 
de la fábrica existente.

6.	En caso de obra en edificaciones que es-
tén bajo el régimen de propiedad exclusi-
va y bajo el régimen de propiedad común, 
presentar Acta de sesión de Junta de pro-
pietarios donde se apruebe y autorice ex-
presamente las obras a ejecutar y presen-
tar Reglamento interno e independización 
(inc. planos)

7.	Memoria justificada de la obra firmada y 
sellada por el arquitecto proyectista.

8.	Fotografías a color tomadas frontalmente 
desde la acera opuesta y vistas longitudi-
nales de la sección de vía pública, con re-
lación a volumetría de inmuebles vecinos y 
sólo para lotes en esquina, grafico de perfil 
urbano existente del frente a evaluarse in-
dicando altura en metros lineales y el nú-
mero de pisos de los volúmenes compro-
metidos.

1. Solicitud dirigida al Sr. Alcalde, señalando 
dirección exacta de la(s) estación(e), an-
tena(s) de celular, radiar(es) u otro simila-
res, debiendo consignar domicilio procesal 
dentro de la Jurisdicción del Cercado del 
Callao o de la Región del Callao.

2. Pago de derecho de trámite
3. Copia de la resolución emitida por el Mi-

nisterio de Transportes y Comunicaciones, 
mediante el cual se otorga concesión al 
Operador para prestar servicios públicos 
de telecomunicaciones, expedida por el Mi-
nisterio o en el caso del Reglamento de la 
Ley de Comunicaciones empresas de valor 
añadido, de la resolución a la que se refiere 
el artículo 33° de la Ley de Telecomunica-
ciones.

4. Memoria descriptiva y planos de ubicación 
detallando las características físicas y téc-
nicas de las instalaciones, suscritos por un 
Ingeniero Civil y/o electrónico según corres-
ponda, ambos colegiados y hábiles en el 
ejercicio

5. El predio donde se instalarán las estructu-
ras, deberá contar con la licencia de cons-
trucción, conformidad de obra y/o declara-
toria de edificación. Debiendo adjuntar la 
documentación sustentatoria.

6. En el caso de estaciones radioeléctricas, se 
presentará adicionalmente:
-	 Declaración Jurada suscrito del Ing. Civil 

responsable de obra, indicando expresa-
mente que las estructuras, esto es la edi-
ficación existente y torre sobre la cual se 
instalará la antena o antenas, reúna las 
condiciones que aseguren su adecuado 
comportamiento en condiciones extre-
mas de riesgos tales como sismos,
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9.	Valorización de la obra a nivel de subparti-
das, con los costos unitarios de mercados 
publicados en medios especializados, ad-
juntando fotocopia de la publicación . Y si 
existiera área de ampliación presupuesto d 
obra en base al cuadro de valores unitarios 
vigente.
Boletas de habilitación Profesional del 
cada especialista (CAP-CIP) y del respon-
sable de obra.
Memoria descriptiva de una cada las es-
pecialistas presentadas, firmadas por los 
proyectistas responsables.
Plano de localización y Ubicación Es. 
1.500, firmado y sellado pro el profesional 
responsable y propietario.
Planos de arquitectura de plantas, cortes 
y elevaciones a escala conveniente, firma-
dos y sellados por el profesional responsa-
ble y propietario.
Planos de especialidades (Estructuras, 
Instalaciones Eléctricas, Mecánicas, Elec-
tro-mecánicas, especiales con tecnología 
de última generación), firmados por el in-
geniero proyectista y propietario a escala 
conveniente.
Declaración Jurada firmada por los pro-
fesionales respetivos y por el propietario, 
bajo responsabilidad, indicándose expre-
samente que la estación a instalar reúne 
las condiciones de seguridad interna y ex-
terna, que no ocasionará ruidos molestos, 
ni causará interferencias en las comunica-
ciones radiales, telefónicas y de televisión.
Copia de autorización expedida por el Mi-
nisterio de Transporte y Comunicaciones 
para la instalación respectiva
Estudio predictivo de radiaciones no ioni-
zantes acreditado por entidad competente.
Estudio de Impacto Ambiental suscrito por 
especialista acreditado y aprobado por la 
entidad competente (Ministerio de Trans-
portes y Comunicaciones).
De ser el caso, para la emisión de licencia, 
adjuntar comprobante de pago por dere-
cho de supervisión de obra.

vientos entre otros, teniendo en cuenta, de 
ser el caso, el sobre peso de las insta-
laciones de la Estación Radioeléctrica 
sobre las edificaciones existentes se 
anexaran Planos y cálculos estructura-
les desde el punto de vista estructural y 
de anclaje a las edificaciones nuevas o 
existentes.

-	 Certificado de habilitación del proyecto 
en original del Ingeniero responsable de 
la obra.

7. Carta de compromiso por la cual, se com-
prometen a tomar las medidas de preven-
ción del ruido, vibraciones u otro impacto 
ambiental comprobado que pudieran cau-
sar incomodidad a los vecinos por las ins-
talaciones o funcionamiento de la estación 
radioeléctrica o radar, así como adoptar 
todas las medidas necesarias a fin de ga-
rantizar que las radiaciones que emita la 
estación radioeléctrica durante su opera-
ción, no excedan los valores establecidos, 
como límites máximos permisibles, según 
lo establecido por D.S. Nº 038-2003-MTC y 
su modificatorias.

8. Carta de compromiso por la cual se obliga a 
retirar las estructuras si, como consecuen-
cia de una queja vecinal, se comprobara 
el no cumplimiento de lo señalado en el 
artículo 23° de la Ordenanza Municipal N° 
000014.

9. Copia legalizada notarialmente del contrato 
suscrito entre el propietario del inmueble y 
el operador.

10. Si se trata de un predio comprendido en 
el Régimen de Unidades Inmobiliarias de 
Propiedad Exclusiva y de propiedad común, 
los operadores deberán presentar copia 
legalizada del acta de la Junta de propie-
tarios autorizando la ejecución de la obra e 
instalación de las maquinarias, estructuras 
o elementos.

11. Si el Operador es propietario del inmueble, 
presentará documento probatorio.

Elaboración propia
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En el presente cuadro podemos observar la notable omisión de varios re-
quisitos fundamentales para la emisión de autorización de licencias para la 
instalación de antenas de telefonía, tales como Estudio predictivo de radia-
ciones no ionizantes acreditado por entidad competente, la intervención de 
profesionales especialistas en asuntos radioeléctricos, arquitectos para el 
estudio del predio donde se deba instalar las antenas, el estudio de impacto 
ambiental aprobado por la entidad competente y a su vez ésta realice la su-
pervisión y posterior fiscalización, etc. En ese sentido no se puede dar por 
aprobado la licencia de instalación de antenas por la simple presentación de 
declaraciones juradas o cartas de compromiso que es lo que exige la Muni-
cipalidad Provincial del Callao sino que debe haber una mayor rigurosidad en 
los requisitos para dar dicha aprobación, en razón de ello el procedimiento 
N° 15 de la Sub Gerencia de Obras Privada establecida en la Ordenanza Mu-
nicipal 012-2012-Municipalidad Provincial del Callao autoriza no efectuar 
supervisiones y/o fiscalizaciones previas para la aprobación de las licencias 
de instalación de antenas de telefonía, esto es les permite operar sin verificar 
previamente si cuentan con las condiciones técnicas y de seguridad nece-
sarias que garanticen el derecho a un ambiente sano y equilibrado, lo que se 
constituye en un inminente peligro para el ambiente, los usuarios, vecinos y 
transeúntes de dicha Municipalidad.

II.	 Fundamentos de Derecho

3.1	 Respecto Omisión de Fiscalización de los límites máximos 
permisibles (LMP) de Radiaciones No Ionizantes (RNI)

El Decreto Supremo 038-2003-MTC regula cuáles son los límites máximos 
permisibles en cuestiones de radiaciones no ionizantes, las obligaciones que 
deben cumplir los solicitantes de concesiones y/o autorizaciones del servicio 
de telecomunicaciones que utilicen espectro radioeléctrico, en ese sentido 
en el artículo 4° del citado Decreto Supremo nos dice: “Los solicitantes de 
concesión o autorización para prestar servicios de telecomunicaciones que 
utilicen espectro radioeléctrico, están obligados a adjuntar a su solicitud un 
Estudio teórico de radiaciones no ionizantes por cada estación radioeléctrica 
a instalar, de acuerdo a los lineamientos que para tal fin dicte el Ministerio de 
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Transportes y Comunicaciones. Los Estudios teóricos de radiaciones no ioni-
zantes a que se hace referencia en el párrafo precedente, estarán autorizados 
por persona natural o persona jurídica previamente inscrita ante el Registro 
que para tal efecto habilitará la Dirección General de Gestión de Telecomu-
nicaciones”. Asimismo, en su artículo 5°que nos habla de Obligaciones para 
los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes, al respecto señala: 
“Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes adoptarán las medidas 
necesarias a efectos de garantizar que las radiaciones que emitan sus estacio-
nes radioeléctricas, no excedan los valores establecidos como límites máximos 
permisibles establecidos en la presente norma.

El incumplimiento de esta obligación configurará una infracción muy grave, 
según lo dispuesto en el Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones.

5.2. Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes que utilicen espectro 
radioeléctrico y cuyas estaciones radioeléctricas se encuentren en los supuestos 
contemplados en el cuadro siguiente, deben realizar semestralmente el monitoreo 
de sus estaciones radioeléctricas de acuerdo a los protocolos que para tal efecto 
dicte el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, a fin de garantizar que 
las radiaciones que sus estaciones emitan no excedan los límites establecidos 
en la presente norma”.

SERVICIO/SISTEMA SE REQUIERE MONITOREO SI:

Servicio de buscapersonas (unidireccional y 
bidireccional).
Servicio de telefonía móvil celular
Servicio troncalizado.
Servicios privados (fijo y móvil)
Sistemas de Acceso Fijo Inalámbrico
Sistemas Multicanales Analógicos y Digitales 
por debajo de 1 GHz
Servicio de Comunicaciones Personales
Sistemas Multicanales Analógicos y Digitales 
por encima de 1 GHz
Estaciones Terrenas pertenecientes al Servi-
cio Fijo por Satélite
Servicio de Radiodifusión

La distancia de la antena a todo punto accesi-
ble por las personas es menor a 10
metros y PIRE mayor a 1230 vatios.
La distancia de la antena a todo punto acce-
sible por las personas es menor a 10 metros y 
PIRE mayor a 1570 vatios.
Ángulo de elevación de la antena menor a 25º 
o potencia del HPA mayor a 25 vatios o diá-
metro de la antena mayor a 3,6 metros.
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Entiéndase por Radiación No Ionizante la que no produce ionización en la 
materia. Cuando atraviesa los tejidos vivos, no tiene la suficiente energía para 
dañar el ADN en forma directa, y por Límite máximo permisible la concen-
tración o grado de elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y 
biológicos que caracterizan a un efluente o a una emisión, que al ser excedido 
puede causar daños a la salud, bienestar humano y al ambiente. Su cumpli-
miento es exigible legalmente. Explicamos ello por la importancia que trae 
consigo, es decir la omisión de límites máximos permisibles de radiación no 
ionizante en los requisitos para la aprobación de instalación de antenas de 
telefonía, puede ocasionar grave daño a la salud si no hay un control y pos-
terior fiscalización de ello, en ese sentido queremos advertir que la entidad 
competente para ello es el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, que 
debe , a través de la Dirección General de Control y Supervisión de Telecomu-
nicaciones, supervisar el cumplimiento de lo establecido en la presente norma 
(D.S 038-2003-MTC), y exigir el respeto por las normas del citado decreto 
en el sentido que los solicitantes, titulares de concesiones radioeléctricas 
cumplan con presentar los estudios teóricos de radiaciones no ionizantes, 
a fin de evitar daños irreparables. Pues como ya nos hemos percatado en el 
caso se supere los límites máximos permisibles, esto puede repercutir de tal 
manera que la población se vea seriamente dañada en cuestión de salud. Por 
tanto, la Municipalidad Provincial del Callao no debería otorgar autorización 
para la instalación de antenas de telefonía sin haber verificado previamente 
a través de la entidad competente, en este caso el Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones (MTC) que no se superen los límites máximos permisibles 
(LMP), y esto debe ser una condición para el otorgamiento de la citada licencia 
de funcionamiento.

3.2	 La omisión del estudio ambiental para la instalación de ante-
nas (Municipalidad provincial del Callao)

La Ley 27446- Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
en su artículo 2° nos dice: “ El ámbito de aplicación de la presente Ley, las polí-
ticas, planes y programas de nivel nacional, regional y local que puedan originar 
implicaciones ambientales significativas; así como los proyectos de inversión 
pública, privada o de capital mixto, que impliquen actividades, construcciones, 



20

Henry Oleff Carhuatocto Sandoval

obras, y otras actividades comerciales y de servicios que puedan causar impactos 
ambientales negativos significativos”. En ese sentido, las empresas de telefonía 
son empresas privadas, por lo que encajan dentro del presente artículo y por 
ende en caso de realizar actividades comerciales deben elaborar previamente 
su estudio de impacto ambiental respecto al área en el que vaya a invertir, en 
el presente caso la instalación de antenas de telefonía.

Asimismo, el artículo 3° de la misma Ley nos dice: “No podrá iniciarse la ejecu-
ción de proyectos ni actividades de servicios y comercio referidos en el artículo 
2 y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local podrá aprobarlas, 
autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas si no cuentan previamente 
con la certificación ambiental contenida en la Resolución expedida por la res-
pectiva autoridad competente.” De ello podemos desprender, que para realizar 
proyectos de inversión, actividades o servicios se debe contar con certificación 
ambiental debidamente aprobada por la entidad competente, en este caso el 
Ministerio de Transportes. En ese sentido, el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado no se está resguardando debidamente aplicando el principio de 
prevención y el principio precautorio previsto en la Ley General del Ambiente, 
con el fin de evitar perjuicios irreparables al ambiente, la salud y vida de las 
personas que usan, transitan o colindan con dichos establecimientos. Es por 
ello que debe exigirse entre los requisitos para la instalación de antenas de 
telefonía que cuente con un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) aprobado.

3.3.	 Respecto al procedimiento de autorización municipal de ins-
talación de antenas (municipalidad provincial del callao)

La Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad Provincial del Callao, que 
aprueba el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) de la Mu-
nicipalidad Provincial del Callo, dispone en el procedimiento N° 15 de la Sub 
Gerencia de Obras Privada la autorización para la instalación de infraestruc-
tura necesaria para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones 
(antenas), estableciendo los siguientes requisitos:

1.	 Solicitud dirigida al Sr. Alcalde, señalando dirección exacta de la(s) 
estación(e), antena(s) de celular, radiar(es) u otro similares, debiendo 
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consignar domicilio procesal dentro de la Jurisdicción del Cercado del 
Callao o de la Región del Callao.

2.	 Pago de derecho de trámite

3.	 Copia de la resolución emitida por el Ministerio de Transportes y Co-
municaciones, mediante el cual se otorga concesión al Operador para 
prestar servicios públicos de telecomunicaciones, expedida por el 
Ministerio o en el caso del Reglamento de la Ley de Comunicaciones 
empresas de valor añadido, de la resolución a la que se refiere el artículo 
33° de la Ley de Telecomunicaciones.

4.	 Memoria descriptiva y planos de ubicación detallando las características 
físicas y técnicas de las instalaciones, suscritos por un Ingeniero Civil 
y/o electrónico según corresponda, ambos colegiados y hábiles en el 
ejercicio

5.	 El predio donde se instalarán las estructuras, deberá contar con la 
licencia de construcción, conformidad de obra y/o declaratoria de 
edificación. Debiendo adjuntar la documentación sustentatoria.

6.	 En el caso de estaciones radioeléctricas, se presentará adicionalmente:

-	 Declaración Jurada suscrito del Ing. Civil responsable de obra, 
indicando expresamente que las estructuras, esto es la edificación 
existente y torre sobre la cual se instalará la antena o antenas, 
reúna las condiciones que aseguren su adecuado comportamiento 
en condiciones extremas de riesgos tales como sismos , vientos 
entre otros, teniendo en cuenta, de ser el caso, el sobre peso de las 
instalaciones de la Estación Radioeléctrica sobre las edificaciones 
existentes se anexaran Planos y cálculos estructurales desde el 
punto de vista estructural y de anclaje a las edificaciones nuevas 
o existentes.

-	 Certificado de habilitación del proyecto en original del Ingeniero 
responsable de la obra.

7.	 Carta de compromiso por la cual, se comprometen a tomar las me-
didas de prevención del ruido, vibraciones u otro impacto ambiental 
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comprobado que pudieran causar incomodidad a los vecinos por las 
instalaciones o funcionamiento de la estación radioeléctrica o radar, 
así como adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar 
que las radiaciones que emita la estación radioeléctrica durante su 
operación, no excedan los valores establecidos, como límites máxi-
mos permisibles, según lo establecido por D.S. Nº 038-2003-MTC y 
su modificatorias.

8.	 Carta de compromiso por la cual se obliga a retirar las estructuras si, 
como consecuencia de una queja vecinal, se comprobara el no cum-
plimiento de lo señalado en el artículo 23° de la Ordenanza Municipal 
N° 000014.

9.	 Copia legalizada notarialmente del contrato suscrito entre el propietario 
del inmueble y el operador.

10.	 Si se trata de un predio comprendido en el Régimen de Unidades Inmo-
biliarias de Propiedad Exclusiva y de propiedad común, los operadores 
deberán presentar copia legalizada del acta de la Junta de propietarios 
autorizando la ejecución de la obra e instalación de las maquinarias, 
estructuras o elementos.

11.	 Si el Operador es propietario del inmueble, presentará documento 
probatorio.

Asimismo, el citado procedimiento de Evaluación Previa establece 
que luego de 30 días hábiles operará el silencio administrativo positi-
vo, esto es, aplica para una materia ambiental y de interés colectivo, 
lo que contraviene el artículo 34.1.1 de la Ley 27444, Ley General de 
Procedimiento Administrativo, que señala que en casos de asuntos 
ambientales solo puede operar el Silencio Negativo, esto es, que de no 
responderse la petición del administrado dentro del plazo establecido 
se tendrá por denegada la solicitud. En ese sentido, la Ordenanza Mu-
nicipal 012-2012-Municipalidad Provincial del Callao, afecta de manera 
directa y gravemente el Derecho a un Ambiente Sano y Equilibrado, 
establecido en el artículo 2, numeral 22 de la Constitución Política del 
Perú, en lo que respecta al procedimiento 15 de la Sub Gerencia de Obra 
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Privada de la citada ordenanza, éste es inconstitucional al desproteger 
el referido Derecho Constitucional, y omitir dar cumplimiento a una 
disposición especial como es el artículo 34.1.1 de la Ley 27444, que es la 
norma específica aplicable al caso, por lo tanto debería ser inaplicado en 
resguardo del Derecho a un Ambiente Sano y Equilibrado. Adviértase, 
que la Municipalidad Distrital de San Isidro, la Municipalidad de Villa 
María del Triunfo y la Municipalidad Provincial de Chiclayo, aplican 
silencio negativo a la autorización para la instalación de antenas de 
telefonía, dando cumplimiento al artículo 34.1.1 de la Ley 27444.

Por otra parte el citado procedimiento administrativo establecido en 
el TUPA de la Municipalidad Provincial del Callao, no toma en cuenta 
en sus requisitos establecidos para el otorgamiento de la licencia de 
funcionamiento de la instalación de antenas, el derecho de participa-
ción ciudadana, como si lo hacen otras municipalidades, tales como la 
Municipalidad Distrital de Villa María del Triunfo, que establece en sus 
requisitos para autorizar la instalación de estaciones de bases celulares 
y unidades remotas en abandono, antenas de comunicaciones parabó-
licas, que las mismas deben contar con una carta notarial que contenga 
la aprobación de los vecinos y/o representantes de la junta vecinal.

Finalmente, el citado procedimiento 15 del TUPA de la Municipali-
dad de San Juan de Lurigancho, no contempla como requisito para 
autorizar la instalación de la antena de telefonía la aprobación de un 
Estudio de Impacto Ambiental, esto es con la certificación ambiental 
correspondiente, como si lo hace el procedimiento de la instalación 
de obras para antenas de la Municipalidad Distrital de San Isidro, que 
exige la aprobación de una estudio de impacto ambiental, así como 
de un estudio predictivo de radiaciones no ionizantes acreditado por 
la entidad competente. En ese sentido, la Municipalidad de San Juan 
de Lurigancho, está desprotegiendo el derecho a un ambiente sano 
y equilibrado de sus vecinos, que se ven expuesto a radiaciones no 
ionizantes generadas por antenas de telefonía o sus estaciones base.
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3.4.	 El procedimiento de certificación ambiental del sector teleco-
municaciones

El artículo 3 de la Ley 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del 
Impacto Ambiental, modificado por el Decreto Legislativo N° 1078, establece 
que “no podrá iniciarse la ejecución de proyectos ni actividades de servicios 
y comercio referidos en el artículo 2 y ninguna autoridad nacional, sectorial, 
regional o local podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o ha-
bilitarlas si no cuentan previamente con la certificación ambiental contenida 
en la Resolución expedida por la respectiva autoridad competente.” En ese 
sentido, toda actividad productiva o económica, tales como las actividades de 
los operadores de telefonía celular deben contar previamente a su funciona-
miento con la certificación ambiental correspondiente. Esta es la razón, por 
la que Municipalidades tales como el ejemplo de la Municipalidad Distrital 
de San Isidro, exige como requisito previo para la instalación de antena de 
telefonía la aprobación previa de un estudio de impacto ambiental, así como de 
un estudio predictivo de radiaciones no ionizantes acreditado por la entidad 
competente, en resguardo de un Derecho a un Ambiente Sano y Equilibrado 
de los vecinos de la citada comuna.

Adviértase, que se entiende por certificación ambiental, lo establecido en 
artículo 12 de la 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 
Ambiental, el cual indica que, culminada la evaluación de los instrumentos 
de gestión ambiental, se elaborará un informe técnico-legal que sustente la 
evaluación que haga la autoridad indicando las consideraciones que apoyan 
la decisión, así como las obligaciones adicionales surgidas de dicha evalua-
ción si las hubiera. Dicho informe será público. Con base en tal informe, la 
autoridad competente, expedirá la Resolución motivada, correspondiente. Y 
agrega que, la Resolución que aprueba el instrumento de gestión ambiental 
constituirá la certificación ambiental, quedando así autorizada la ejecución 
de la acción o proyecto propuesto.

En ese sentido, para cumplir el citado artículo 3 de la Ley 27446, no basta que 
la Municipalidad Provincial del Callao solo pida presentar una simple carta de 
compromiso por la cual, las empresas operadoras de telefonía tan solamente 
se comprometen a tomar las “medidas de prevención del ruido, vibraciones u 
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otro impacto ambiental comprobado que pudieran causar incomodidad a los 
vecinos, así como adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar que 
las radiaciones que emita la estación radioeléctrica durante su operación, no 
excedan los valores establecidos, como límites máximos permisibles, según lo 
establecido por D.S. Nº 038-2003-MTC”. Ya que este documento privado no 
sustituye a un instrumento de gestión ambiental aprobado por la autoridad 
competente, como sería, una declaración de impacto ambiental o un estudio 
de impacto ambiental, que constituye propiamente certificación ambiental. 
La Municipalidad antes citada viene incumpliendo el artículo 3 de la Ley 
27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, que 
exige certificación ambiental a toda actividad productiva antes de iniciarse.

3.5.	 La Ley de Expansión de Telecomunicaciones, Ley No 29022
La Ley 29022 promulgada en mayo del 2007, cuyo objeto es establecer un 
régimen especial y temporal en todo el territorio nacional, especialmente en 
áreas rurales, lugares de preferente interés social y zonas de frontera, para 
la instalación y desarrollo de la infraestructura necesaria para la prestación 
de servicios públicos de telecomunicaciones, al considerar estos servicios de 
interés y necesidad pública como base fundamental para la integración de 
los peruanos y el desarrollo social y económico del país. Sin embargo, La Ley 
del Silencio Administrativo Ley N° 29060 es una ley posterior y especial a 
la Ley antes mencionada, por tanto ésta última es la que debe primar y regir 
en cuando a la aplicación del silencio negativo en asuntos que verse sobre 
medioambiente, salud, recursos naturales, y sobre todo porque son intereses 
difusos lo que están en juego, y por ende se busca priorizar estos intereses 
antes de pensar en la instalación de antenas de telefonía y peor aun cuando 
no se ha dado con todos los instrumentos ambientales que estos requieren.

3.6.	 Silencio negativo aplicable a asuntos de afectación del medio 
ambiente, como sería el caso de instalación de antenas de te-
lefonía

El artículo 34.1.1 de la Ley 27444 establece de manera categórica, que se aplica 
el silencio negativo para asuntos de afectación del medio ambiente, en los 
procedimientos administrativos, como sería el caso de instalación de antenas 
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de telefonía, norma que bien siendo cumplida por las siguientes municipa-
lidades: la Municipalidad Distrital de San Isidro, la Municipalidad de Villa 
María del Triunfo, la Municipalidad Provincial de Chiclayo, sin embargo la 
Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho viene inobservando dicha 
disposición y aplica el Silencio Positivo a los casos de instalación de antena 
de telefonía, con lo cual deja desprotegido el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado de sus vecinos. Adviértase, que la Ley del Silencio Administra-
tivo, Ley N° 29060, en su Primera Disposición Transitoria, Complementaria 
y Final establece que, “excepcionalmente, el silencio administrativo negativo 
será aplicable en aquellos casos en los que se afecte significativamente el interés 
público, incidiendo en la salud, el medio ambiente, los recursos naturales, la 
seguridad ciudadana, el sistema financiero y de seguros, el mercado de valores, 
la defensa comercial; la defensa nacional y el patrimonio histórico cultural de 
la nación, en aquellos procedimientos trilaterales y en los que generen obliga-
ción de dar o hacer del Estado; y autorizaciones para operar casinos de juego 
y máquinas tragamonedas.”

En conclusión, el procedimiento administrativo municipal que aprueba la 
instalación de antenas de telefonía no puede estar regulado por el silencio 
positivo, ya que siendo un tema que afecta directamente el medio ambiente, 
debe aplicarse únicamente el silencio negativo, esto es, que si transcurrido 
el plazo legal para pronunciarse, la autoridad municipal no lo hace, se debe 
entender por denegada la solicitud del administrado conforme el artículo 
34.1.1 de la Ley 27444 y la Primera Disposición Transitoria Complementaria 
Final de la Ley del Silencio Administrativo. Es por ello, que no concebimos 
que el presente procedimiento cuestionado otorgue silencio positivo a una 
situación que solo amerita silencio negativo, su importancia radica principal-
mente en la afectación de intereses difusos, intereses colectivos, derechos 
de los habitantes del Distrito de San Juan de Lurigancho, y derecho de gran 
relevancia en el sentido que se podría ver afectados seriamente la salud del 
sector y generar daños irreversibles, sino se toma conciencia de lo indispen-
sable que es realizar un estudio minucioso previo a la instalación de antenas 
de telefonía en el Distrito del Callao.
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3.7.	 La amenaza cierta e inminente al derecho a la salud de los 
habitantes de la Provincia Constitucional del Callao

El derecho a la salud constituye un derecho constitucional conforme al artículo 
7 de la Constitución, “Todos tienen derecho a la protección de su salud, la 
del medio familiar y la de la comunidad (…), así como el deber de contribuir 
a su promoción y defensa. (…)”. El contenido o ámbito de protección de este 
derecho constitucional consiste en la “facultad inherente a todo ser humano 
de conservar un estado de normalidad orgánica funcional, tanto física como 
psíquica, así como de restituirlo ante una situación de perturbación del mis-
mo”. (STC 1429-2002-HC/TC, FJ 12, segundo párrafo). El derecho a la salud, 
entonces, “se proyecta como la conservación y el restablecimiento de ese 
estado” (STC 1429-2002-HC/TC, FJ 13). Este doble aspecto del derecho a la 
salud se orienta ciertamente a posibilitar un estado pleno de salud. 1

El derecho a la salud se encuentra reconocido en el artículo 7º de la Cons-
titución, según el cual todas las personas tienen el “derecho a la protección 
de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad, así como el deber de 
contribuir a su promoción y defensa”. El derecho a la salud en su dimensión 
de libertad implica la facultad inherente a todo ser humano de conservar un 
estado de normalidad orgánica funcional, tanto física como psíquica y so-
cial, así como de prevenirlo y restituirlo ante una situación de perturbación 
del mismo. En ese sentido, el Estado debe efectuar acciones de prevención, 
conservación y restablecimiento, con la finalidad de que todas las personas 
disfruten del más alto nivel de bienestar físico, mental y social conforme lo 
establece la STC Nº 02480-2008-PA/TC. Recordemos adicionalmente que el 
derecho a la salud mental es parte integrante del derecho a la salud; que le 
permite a la persona humana vivir dignamente.

En ese sentido, se afecta la salud de la población que vive en el distrito de San 
Juan de Lurigancho cuando se la expone a radiación no ionizante, a ruidos 
y vibraciones molestas, derivadas de la instalación de telefonía por parte de 
las empresas de telefonía de manera crónica y por un plazo indeterminado, 
sin ningún tipo de control de esta contaminación, ni medidas de prevención 

1	 F, 1. STC No 7231-2005-PA/TC
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o mitigación efectivas para salvaguardar la salud mental y física de los pobla-
dores afectados. Lo peor es que nunca se ha realizado una medición de los 
límites máximos permisibles de radiación no ionizante, ni la citada instalación 
cuenta con certificación ambiental, ni mucho menos participación ciudadana.

En ese contexto, las entidades demandadas tienen la obligación de brindar las 
condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en 
caso de enfermedades derivadas de la exposición excesiva a los vibraciones y 
ruidos molestos emitidos por la antena de telefonía, así como las radiaciones 
ionizantes que esta pueda emitir, que incluye el acceso igual y oportuno a 
los servicios de salud preventivos, curativos y de rehabilitación. El Estado 
recordemos es garante tanto de la efectiva protección del derecho a la salud 
como de la eficiente prestación del servicio de salud mental tanto público 
como privado (STC N.º 02480-2008-PA/TC, f. 16 y19). Finalmente, recordemos 
que la mejor medicina no es la terapéutica o curativa sino la preventiva, y las 
entidades demandadas tienen obligaciones que están omitiendo debido a lo 
cual la salud y la calidad de vida de las personas expuestas al ruido, vibraciones 
y radiaciones ionizantes de la citada antena, viene deteriorándose.

Advertimos, que se debe tener en cuenta que el Derecho a la Salud, implica 
una obligación del Estado de velar por preservar la misma, y evitar su deterioro 
aprobando planes, instrumentos, y normas técnicas que hagan posible el man-
tenimiento de la salud. En ese sentido, recordemos que los límites máximos 
permisibles (LMP) es: “la medida de la concentración o grado de elementos, 
sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracterizan a un 
efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños a la 
salud, al bienestar humano y al ambiente. Su determinación corresponde 
al Ministerio del Ambiente. Su cumplimiento es exigible legalmente por el 
Ministerio del Ambiente y los organismos que conforman el Sistema Nacional 
de Gestión Ambiental. Los criterios para la determinación de la supervisión 
y sanción serán establecidos por dicho Ministerio”, tal y como lo establece el 
numeral 1 del artículo 32º de la Ley General del Ambiente, Ley 28611. Y no solo 
ello, sino que el LMP debe guardar coherencia entre el nivel de protección 
ambiental establecido para una fuente determinada y los niveles generales 
que se establecen en los ECA. La implementación de estos instrumentos 
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debe asegurar que no se exceda la capacidad de carga de los ecosistemas, 
de acuerdo con las normas sobre la materia de conformidad con el numeral 
2 del artículo 32º de la Ley General del Ambiente.

Si lo anterior, es así, la ausencia de límites máximos permisibles para la conta-
minación ionizante, los ruidos y vibraciones molestos, constituyen una omisión 
flagrante, de las entidades del Estado competentes, en este caso Ministerio 
de Transporte y Comunicaciones (MTC), que no han previsto certificación 
ambiental para el caso de instalación de antenas, ni efectuado la fiscalización 
de la radiación no ionizante producida por la antena de telefonía, objeto del 
presente amparo, todo lo cual afecta la salud y el medio ambiente de las po-
blaciones que habitan en la Provincia Constitucional del Callao.

3.8.	 La amenaza cierta e inminente al derecho a sy integridad mo-
ral, psíquica, al lbre desarrollo y bienestar de los habitantes de 
la Provincia Constitucional del Callao

 Como recuerda la STC N.º 09707-2005-AA/TC, “La Real Academia Española 
ha definido la palabra “desarrollar” como la expresión de acrecentar, dar 
incremento a algo de orden físico, intelectual o moral; en tanto que “bien-
estar” como el estado de la persona en el que se le hace sensible el buen 
funcionamiento de su actividad somática y psíquica. De allí que el inciso 1 
del artículo 2° de la Constitución Política del Perú consagra el derecho a la 
integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar, lo 
que sólo puede ser logrado a través de una actividad que permita desarrollar 
todas las capacidades mentales y psíquicas innatas y para las que una perso-
na está preparada. 2 La misma sentencia señala que “la Asamblea General de 
Derechos Humanos, en su declaración sobre el derecho al desarrollo, según 
Resolución N.º 41/128, de fecha 4 de diciembre de 1986, ha reconocido que 
el derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable, en virtud del cual 
todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en el 
desarrollo económico, social, cultural y político, en el que puedan realizar-
se plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales y 

2	 F, 9. STC No 6128-2005-PA/TC
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puedan contribuir a ese desarrollo y disfrutar de él, toda vez que la persona 
humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el participante activo 
y el beneficiario de él, correspondiendo a los Estados el deber primordial de 
crear condiciones nacionales e internacionales favorables para la realización 
del derecho al desarrollo”. 3

El derecho a la integridad moral defiende los fundamentos del obrar de una 
persona en el plano de la existencia y coexistencia social. Dichos fundamentos 
manifiestan el conjunto de obligaciones elementales y primarias que el ser 
humano se fija por mandato de su propia conciencia, y los condicionamientos 
que ella recibe a través de la educación y cultura de su entorno. Néstor Pedro 
Sagϋes expone que el referido derecho asegura el respeto al desarrollo de 
la vida personal de conformidad con el cuadro de valores que se derivan de 
la libertad de conciencia. 4 En efecto, la integridad moral se liga inescindi-
blemente al atributo de desarrollar la personalidad y el proyecto de vida en 
comunidad conforme a la convicción personal (religión, política, cultura, etc.). 
Debe aclararse que la integridad moral no implica la idea de algo extraño o 
superior a la persona para reconocer su existencia y defender su intangibilidad, 
ya que se funda en el libre albedrío. Empero, es obvio que estos fundamentos, 
en caso del obrar, no deben colisionar con el orden público. En ese orden de 
ideas, el apartado h del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución prohíbe 
toda forma de violencia moral contra una persona. 5 Por otra parte, el derecho 
a la integridad psíquica se expresa en la preservación de las habilidades 
motrices, emocionales e intelectuales. Por consiguiente, asegura el respeto 
de los componentes psicológicos y discursivos de una persona, tales como 
su forma de ser, su personalidad, su carácter, así como su temperamento y 
lucidez para conocer y enjuiciar el mundo interior y exterior del ser humano. 6

La libertad para elegir momentos de silencio, reflexión, e intimidad, en tu 
propio hogar, o conseguir descansar con los silencios correspondientes, se ve 

3	 F, 10. STC No 6128-2005-PA/TC
4	 F, 2.3. STC No 2333-2004-HC/TC
5	 F, 2.3. STC No 2333-2004-HC/TC
6	 F, 2.4. STC No 2333-2004-HC/TC
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constantemente amenazado vulnerado por la contaminación por radiaciones 
no ionizantes, contaminación sonora ocasionada por las vibraciones y ruidos 
molestos que emite la antena de telefonía, especialmente durante la noche, 
y esta imposibilidad afecta no solo a la libertad en sentido estricto, sino el 
derecho a la integridad moral y psicológica, ocasionando no solo estrés sino 
afligimiento, al no poder conciliar el sueño, sin que esté presente la conta-
minación sonora de la citada antena telefonía, lo que flagrantemente afecta 
la dignidad de los vecinos del Asentamiento Humano San Juan Bautista, la 
libertad de desarrollarse, y su bienestar.

No es digno exponer a una población a cargas de contaminación por la radia-
ción no ionizante, contaminación sonora y vibraciones por la instalación de 
la citada antena, sin contar con límites máximos permisibles, ni licencia de 
funcionamiento y mucho menos certificación ambiental, planes de monitoreo 
por contaminación sonora con resultados continuos diarios, ni mensuales, ni 
tomar ninguna medida de prevención, mitigación o compensación. En esas 
condiciones la dignidad, la integridad moral y psíquica de estas poblaciones 
les subordinada a las ventajas de la actividad económica de las empresas de 
telefonía, sin importar las graves afectaciones que las actividades personales, 
familiares, laborales, de descanso, que ocasionan tensión, estrés, y afligimiento.

3.9.	 La amenaza cierta e inminente al goce del derecho a un am-
biente equilibrado y adecuado para el desarrollo de su vida, al 
derecho a la paz y tranquilidad, al disfrute del tiempo libre

Con respecto a la afectación del derecho al medio ambiente, tanto el artí-
culo 2.22 del Constitución como el artículo 37 inc. 25 del Código Procesal 
Constitucional prevén el inicio de una acción de amparo por la afectación 
de este derecho. La STC 2008-0048-2004-PI/TC prevé que el contenido de 
este derecho está determinado por dos elementos: 1) el derecho a gozar del 
medio ambiente y 2) a su preservación. Al respecto, debemos señalar que las 
radiaciones ionizantes son consideradas como un elemento contaminante, 
declarado por la Organización Mundial de la Salud. En ese sentido, el ruido y 
las vibraciones que produce una antena de telefonía instalada en el Distrito de 
San Juan de Lurigancho, las radiaciones ionizantes de las mismas, afectan de 
manera evidente los derechos constitucionales al libre desarrollo y bienestar, 
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a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre, al descanso, a gozar de 
un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de los vecinos.

Recordemos que el derecho a un ambiente sano y equilibrado es reconoci-
do por primera vez en el Principio 1 de la Declaración de Estocolmo sobre 
Medio Humano según el cual “el hombre tiene el derecho fundamental a la 
libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones adecuadas en un medio de 
calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar y tiene 
la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones 
futuras.”7 El derecho a un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el 
pleno desarrollo de la vida, es un derecho por tanto de tercera generación e 
intergeneracional.8 Por otra parte, la Carta Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos de 1981, en cuyo artículo 24 se indica que “todos los pueblos 
tienen el derecho a un satisfactorio medio ambiente favorable a su desarrollo”.9

Por su parte, el TC entiende al ambiente como un sistema; es decir como un 
conjunto de elementos que interactúan entre sí. Por ende, implica el com-
pendio de elementos naturales –vivientes o inanimados– sociales y culturales 
existentes en un lugar y tiempo determinados, que influyen en la vida material 
y psicológica de los seres humanos. Por dicha razón, es objeto de protección 
jurídica y forma parte del bagaje de la tutela de los derechos humanos.10 Y 
aquí, lo más importante, es recordar que el TC ha establecido acertadamente 
que existe una obligación concurrente del Estado y de los particulares de 
mantener aquellas condiciones naturales del ambiente, a fin de que la vida 
humana exista en condiciones ambientalmente dignas. El Estado democrático 
de derecho debe proteger a las personas contra los ataques al medio ambiente 
en el que se desenvuelva su existencia, para permitir que el desarrollo de la 
vida se realice en condiciones ambientales aceptables. El Estado asume la 

7	 Organización de las Naciones Unidas. Informe de la Conferencia de Naciones Unidas sobre 
el Medio Humano. (Estocolmo,1972) Nueva Cork: Naciones Unidas, 1973.

8	 Cfr, Foy , Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 
2003. p.94

9	 Cfr, Foy , Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 
2003. p.93

10	 Exp. N.° 0018-2001-AI/TC
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obligación de abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten el 
medio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida humana.

El papel del Estado no sólo supone tareas de reparación frente a daños 
ocasionados, sino de manera especialmente relevante, de prevención para 
evitar que aquellos no sucedan. Toda persona tiene el derecho irrenunciable 
a vivir en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el pleno desa-
rrollo de la vida, y el deber de contribuir a una efectiva gestión ambiental y de 
proteger el ambiente, así como sus componentes, asegurando particularmente 
la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación de la 
diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
y el desarrollo sostenible del país.11 En ese sentido, es obligación del Estado, 
a través de las entidades competentes, en este caso entidades demandadas, 
aprobar, e implementar la normas técnicas e instrumentos de gestión am-
biental, a fin de que el desarrollo sostenible de la actividad de instalación 
de antenas sea sostenible, y no se afecte el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado de las poblaciones afectadas por las vibraciones que ocasiona esta 
antena instalada en la Provincia Constitucional del Callao, y no se convierta 
en un derecho ilusorio y etéreo.

Advirtamos que el TC ha manifestado, en los Expedientes No 018-2002-AI/
TC y 048-2004-AI/TC; que a partir de una interpretación del artículo 2, 
inciso 22) de la Constitución, se entiende que el derecho fundamental a un 
ambiente sano y equilibrado se encontraba configurado por los siguientes 
elementos: 1) el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado y, 
2) el derecho a que dicho ambiente se preserve. En ese sentido, queda claro, 
que no se puede gozar de una ambiente sano y equilibrado, sin que las auto-
ridades supervisoras y fiscalizadoras cumplan sus deberes funcionales, peor 
aún, no se puede preservar el ambiente, en ausencia de normas técnicas, 
e instrumentos de gestión ambiental apropiados, idóneos y actualizados, 
como ocurre en el caso de la instalación de antenas de telefonía y los ruidos 
molestos y las vibraciones que ésta emite. Así, se constituye en un deber del 
Estado, a través de sus entidades responsables, aprobar las normas técnicas 

11	 El artículo I del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente
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para preservar el ambiente, como son los límites máximos permisibles por 
la radiación ionizante y vibraciones derivadas de la instalación de la citada 
antena, e instrumentos de gestión ambiental idóneos para protegerlo.

El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, comporta la facul-
tad de las personas de poder disfrutar de un ambiente en el que sus elementos 
se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso 
de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de 
la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. Esto 
supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del 
adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad. Evidentemente, 
un ambiente contaminado continuamente, especialmente en horas nocturnas 
y de descanso, por el ruido y vibraciones derivadas de la emisión de las an-
tenas, ante la anuencia, y pasividad de las autoridades competentes, que no 
aprueban las normas técnicas para resguardar el ambiente y la salud pública 
(LMP) ni los instrumentos de gestión ambiental idóneos para mantener la 
calidad del ambiente, acorde con la dignidad de las personas de la provincia 
Constitucional del Callao. No olvidemos que el derecho a la preservación de 
un medio ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para 
los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en las condicio-
nes adecuadas para su disfrute, y ello implica aprobar las normas técnicas 
del caso, y adoptar los instrumentos de gestión ambiental apropiados, tales 
como la actualización del Estudio de Impacto Ambiental, planes de monitoreo 
y control de la emisión de radiaciones ionizantes, planes de epidemiología, y 
planes de compensación económica ambiental del caso.

El Derecho a un Ambiente Sano y Equilibrado, se ve amenazado de manera 
evidente y manifiesta por la contaminación causada por radiación no ionizante, 
los ruidos y vibraciones molestas generadas por la antena de telefonía instalada 
en la Provincia Constitucional del Callao, teniendo como directos responsables 
a las entidades estatales que omiten ejercer sus funciones y a la empresas 
de telefonía, que instalan la citada infraestructura de telecomunicaciones, 
sin contar con certificación ambiental, ni participación ciudadana, ni hacer 
verificar por las autoridades competentes si las radiaciones no ionizantes, 
así como el ruido y las vibraciones, superan los límites máximos permisibles.
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En este caso, en la practica la contaminación por radiación no ionizante, con-
taminación sonora en la Provincia Constitucional del Callao, son un tipo de uso 
que se da de los bienes afectados, ya que no solo les quita valor económico y 
social, sino que los afecta en su estructura y características de habitabilidad 
de una casa habitación, cuyo valor disminuye al no elegir el propietario sus 
momentos de silencio, tranquilidad y paz. Lo propio ocurre con sus señales 
de comunicación, como la televisión, radio, teléfonos fijos y móviles que se 
ven imposibilitados de utilizar de manera óptima por la interferencia que la 
antena instalada en la vivienda citada, ocasiona. En ese sentido, mientras el 
Ministerio de Transporte de Comunicaciones, no realicen la valoración eco-
nómica de estos efectos negativos, los propietarios seguirán viendo perder 
el valor económico de sus propiedades, de ahí, que una medida acorde con la 
protección del derecho a la propiedad implicara no solo realizar la desinstala-
ción y retiro de la citada antena, sino efectuar una compensación económica 
a los propietarios que se han visto afectados por los efectos negativos que a 
lo largo viene produciendo la instalación de la antena en mención.

3.10.	La amenaza cierta e inminente al derecho de participación 
ciudadana

El Principio 1 de la Declaración de Río, que indica que “los seres humanos 
constituyen el centro de preocupaciones relacionadas con el desarrollo sos-
tenible (...), siendo así, es natural que los seres humanos tengan un rol activo 
en las decisiones que se adopten para alcanzar el desarrollo sostenible.” Y más 
adelante se agrega en el Principio 10 de la citada Declaración señala que el 
mejor modo de tratar cuestiones ambientales es con la participación de todos 
los ciudadanos interesados (...) así como la oportunidad de participar en los 
procesos de adopción de decisiones.” Por su parte, el artículo 23, numeral 1, 
inciso a), de la Convención Americana de Derechos Humanos, establece que 
toda persona tiene derecho a participar directamente de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de sus representantes. Finalmente, el artículo 21 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, declara que el derecho 
ciudadano a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio 
de sus representantes libremente escogidos.
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La legislación nacional ha recogido en diversos dispositivos legales el derecho 
a la participación ciudadana así tenemos el Numeral 17 del artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú señala que toda persona tiene derecho a par-
ticipar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social 
y cultural de la Nación. Asimismo, la Ley Nº 28245, Ley Marco del Sistema 
Nacional de Gestión Ambiental, señala que la información de que dispongan 
las autoridades en materia de agua, suelo, aire, flora, fauna y recursos na-
turales en general, así como sobre las actividades o medidas que les afecten 
o puedan afectarlos. Asimismo, existe la obligación de las autoridades del 
Estado de proveer esta información (Artículo 29º).

Por otra parte, el artículo 46º de la Ley General del Ambiente precisa que 
este derecho a participar en la gestión ambiental incluye el derecho de toda 
persona natural o jurídica, en forma individual o colectiva, a emitir opiniones, 
posiciones, puntos de vista, observaciones u aportes en los procesos de toma 
de decisiones de la gestión ambiental y en las políticas y acciones que incidan 
sobre ella, así como en su posterior ejecución, seguimiento y control. Ello 
especialmente relevante en el ámbito del proceso de aprobación de norma-
tividad ambiental, en que la autoridad debe difundir los proyectos de normas 
para consulta ciudadana, y fundamentar la no inclusión de algunos aportes, 
y como no agradecer los que se tomaron en cuenta.

La participación ciudadana en materia ambiental se puede definir como un 
proceso mediante el cual se integra al ciudadano, en forma individual o co-
lectiva, en la toma de decisiones, la fiscalización, control y ejecución de las 
acciones que incumben a la gestión ambiental. Ello permitirá al ciudadano 
ejercer otros derechos, puesto que solo informado puede tener conciencia 
de su realidad, sus oportunidades y su problemática ambiental. A mayor 
participación ciudadana serán mejores y mayores las formas en que se haga 
respetar la realización de otros derechos tales como el derecho a la vida, la 
salud, la integridad, el medio ambiente adecuado al desarrollo de su vida, 
su dignidad. La información y participación garantizan verdaderamente la 
exigibilidad social de otros derechos fundamentales.

La participación ciudadana, debe ser por tanto activa en el sentido que deben 
valorarse y ser tomadas en cuenta sus opiniones, sugerencias, aportaciones u 
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observaciones antes de realizar actividades en el que los ciudadanos puedan 
verse afectados directamente, y más aún si su la salud de éstos está en juego. 
La participación ciudadana lo que busca es que la población tenga una mejor 
percepción de la empresa, de lo que se va a realizar, invertir en su distrito, 
y asimismo mejorar el desempeño ambiental ya que habría un control y se-
guimiento de lo que se realice y así evitarse futuros daños que podrían llegar 
hacer irreversibles.

La importancia de la participación ciudadana radica en conocer el punto de 
vista de terceros, conocer los beneficios y daños, es decir los pro y contras 
que la inversión pública o privada traería consigo, por tanto, la información 
que se le brinde a la comunidad que se verá afectada tiene que ser necesaria, 
idónea, suficiente y oportuna.

Fuente: Guía Metodológica de los Procesos de Consulta y Participación Ciudadana en la 
Evaluación Ambiental en la Evaluación Ambiental y Social en el Subsector Transportes (2006). p. 10
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La ausencia de participación ciudadana se encuentra patente en la ausencia 
de Actas de Audiencias Públicas como parte del Estudio de Impacto Ambiental 
con las poblaciones afectadas por la contaminación por radiación no ionizante, 
ruidos y vibraciones molestos; por lo tanto, al omitir ese derecho dentro de los 
requisitos para la aprobación de antenas de telefonía se estaría incumpliendo 
el artículo 14 de Participación Ciudadana de la Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental. Asimismo no se evidencia de realización 
de Talleres participativos, Visitas Guiadas, Buzones de Sugerencias, Distri-
bución de Materiales Participativos ni ningún otro elemento que indique 
consulta a la población.

Asimismo, advirtamos que la Municipalidad Provincial del Callao en su Orde-
nanza Municipal 012-2012-Municipalidad Provincial del Callao, que aprueba el 
Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA), dispone en el proce-
dimiento N° 15 de la Sub Gerencia de Obras Privada entre sus requisitos para 
la autorización de instalación de infraestructura necesaria para la prestación 
de servicios públicos de telecomunicaciones (antenas), no toma en cuenta el 
derecho de participación ciudadana, como si lo hacen otras municipalidades, 
tales como la Municipalidad Distrital de Villa María del Triunfo, que establece 
en sus requisitos para autorizar la instalación de estaciones de bases celulares 
y unidades remotas en abandono, antenas de comunicaciones parabólicas, 
que las mismas deben contar con una carta notarial que contenga la apro-
bación de los vecinos y/o representantes de la junta vecinal, constituyendo 
ello, participación ciudadana.

3.11.	La amenaza cierta e inminente del derecho a la propiedad de 
los habitantes de la Provincia Constitucional del Callao

El artículo 70º de la Constitución señala que: “el derecho de propiedad es 
inviolable. El Estado la garantiza. Se ejerce en armonía con el bien común 
y dentro de los límites de la ley. A nadie puede privarse de su propiedad si 
no, exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad pública, 
declarado por ley y previo pago en efectivo de indemnización justipreciada 
que incluya compensación por el eventual perjuicio. Hay acción ante el Poder 
Judicial para contestar el valor de la propiedad que el estado haya señalado en 



39

La demanda de amparo por el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado sobre el otorgamiento de licencia…

el procedimiento expropiatorio.” Por otra parte, el artículo 21 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, establece que:

a)	 el derecho a la propiedad consagrado en la Convención garantiza el 
libre ejercicio de los atributos de ésta, entendidos como el derecho de 
disponer de bienes en cualquier forma legal, poseerlos, usarlos e impedir 
que cualquier otra persona interfiera en el goce de ese derecho;

b)	 el derecho a la propiedad abarca todos los derechos patrimoniales 
de una persona, esto es, los que recaen tanto sobre bienes materiales 
como sobre bienes inmateriales susceptibles de valor;

Asimismo, el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
establece que:

1.	 Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar tal uso y goce al interés social.

2.	 Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante 
el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 
interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.

3.	 Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre 
por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.

Recordemos que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso 
Ivcher Bronstein Vs. Perú, Sentencia de 6 de febrero de 2001 (Reparaciones 
y Costas), estableció que el artículo 21 de la Convención Americana reconoce 
el derecho a la propiedad privada. A este respecto establece: a) que “toda 
persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes”; b) que tales uso y goce 
se pueden subordinar, por mandato de una ley, al “interés social”; c) que se 
puede privar a una persona de sus bienes por razones de “utilidad pública o 
de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley”; y 
d) que dicha privación se hará mediante el pago de una justa indemnización. 
Y definió a los “bienes” pueden ser definidos como aquellas cosas materiales 
apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio 
de una persona; dicho concepto comprende todos los muebles e inmuebles, 
los elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial 
susceptible de valor.
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En ese sentido, debemos indicar que existe responsabilidad de los operadores 
de telefonía por ocasionar ruidos y vibraciones molestas, que además causan 
interferencia en las comunicaciones radiales, telefónicas y de televisión, lo 
que ocasiona la incomodidad a los vecinos por la instalación y funcionamiento 
de la estación radioeléctrica de antena de telefonía móvil.
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Capítulo II
LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
SOBRE EL OTORGAMIENTO DE LICENCIA 
MUNICIPAL EN LA INSTALACIÓN DE ESTACIONES 
Y ANTENAS DE TELEFONÍA CELULAR (PLENO 
668/2021)

1.	 Introducción
El 23 de octubre del 2013, IDLADS presentó demanda de amparo contra la 
Municipalidad Provincial del Callao, en la que peticionó se incorpore requisitos 
técnicos ambientales en el procedimiento administrativo para autorizar la 
instalación de antenas de telefonía, como lo son la exigencia de un estudio de 
impacto ambiental y la implementación de la participación ciudadana entre 
los vecinos afectados.

El 06 de noviembre del 2013, el Cuarto Juzgado Civil de la Corte Superior de 
Justicia del Callao declaró improcedente la demanda argumentando que el 
proceso de amparo no era la vía idónea para resolver la controversia planteada 
lo que fue confirmado el 19 de agosto del 2014 por la Sala Civil Permanente 
de la Corte Superior de Justicia del Callao.

A pesar de ello, no se desistió hasta llegar al Tribunal Constitucional que el 25 
de mayo del 2021 advirtió que los requisitos considerados en el procedimiento 
administrativo de la Municipalidad Provincial del Callao para conceder la au-
torización de instalación de estaciones y/o antenas de base celular, radares 
u otros similares en propiedad privada no resultaban acordes al principio 
precautorio y de prevención12 faltando al deber especial de protección de los 

12	 Fundamento 36 de la sentencia del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal 
Constitucional 668/2021
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derechos a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida de las personas y la salud de los vecinos de la provincia constitucional 
del Callao.

En consecuencia, declaró fundada la demanda ordenando que en un periodo 
de 06 meses se suspenda el procedimiento para el otorgamiento de licen-
cias para la instalación de estaciones y/o antenas de base celular, radares 
u otros similares en propiedad privada a efectos de revisarlo y modificarlo 
implementando requisitos técnicos ambientales más rigurosos y específicos.13

En consecuencia, el 03 de febrero del 2022 solicitamos al Pleno del Tribunal 
Constitucional que requiera el cumplimiento de la sentencia a la Municipa-
lidad Provincial del Callao o, de ser el caso, le solicite información respecto 
al grado de cumplimiento avanzado por la demandada.

Posteriormente, el caso se derivó al juzgado de origen, esto es el Cuarto 
Juzgado Civil del Callao, Expediente 03321-2013, Juez Mateo Inga Méndez, 
quien el 05 de mayo del 2023, mediante resolución 13, le dio diez días a la 
Municipalidad Provincial del Callao para que cumpla la sentencia, cuestión que 
ha septiembre del 2024, no ha realizado, por lo que seguiremos insistiendo 
en la ejecución de la sentencia en sus propios términos.

Los efectos a mediano plazo de esta sentencia se pueden observar en la de-
manda de amparo contra la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho, 
acción de similar contenido que fue presentada el 02 de octubre del 2013 
para solicitar que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones cancele la 
autorización del operador de telefonía América Móvil Perú – Claro por instalar 
una antena de telefonía sin certificación ambiental ni participación ciudadana 
y que la Municipalidad de San Juan de Lurigancho demuela la instalación 
ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista.

En ese sentido, el 30 de octubre del 2021 el Segundo Juzgado Constitucio-
nal Transitorio de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró fundada 
la demanda ordenando a la Municipalidad de San Juan de Lurigancho que 

13	 Fundamento 42 de la sentencia del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal 
Constitucional 668/2021
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incorpore la aprobación de un estudio de impacto ambiental como requisito 
en el procedimiento de la Subgerencia de Obras Privadas para la autorización 
e instalación de la infraestructura necesaria para la prestación de servicios 
públicos de telecomunicaciones (antenas) de la Ordenanza a Municipal N° 
176-2009 MDSJL.

2.	 Análisis
Uno de los casos más importantes sobre la problemática de la instalación de 
antenas de telefonía celular se produjo en el 2008 debido a que no contaba 
con la autorización municipal de funcionamiento en el distrito de Sechura. 
Aquí pues, la falta de garantía de la adecuada construcción de la antena, de su 
conveniente instalación de acuerdo a las características del terreno (abundante 
cantidad de médanos en la zona), de su proximidad a viviendas residenciales 
vulnera los derechos a la salud y al medio ambiente adecuado y equilibrado en 
su faz del deber de protección estatal-, desatendiendo no solo la normativa 
nacional o municipal sino obviando las medidas de seguridad que la misma 
contiene a favor de la ciudadanía.14 Acertó, el Tribunal Constitucional cuando 
en dicho caso cuando ordenó a Telefónica del Perú que retire los equipos y 
antena de telefonía celular (torre) bajo apercibimiento de aplicarse los apremios 
establecidos en los artículos 22 y 59 del Código Procesal Constitucional; y 
que se abstenga, en el futuro, de ejecutar obras sin contar con la autorización 
municipal correspondiente. 15 Posteriormente, el 15 de noviembre del 2017, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos emite su Opinión Consultiva 
OC-23/17 sobre medio ambiente y derechos humanos en la cual determina 
que la obligación de prevención de los Estados implica el deber de requerir 
y aprobar estudios de impacto ambiental con participación ciudadana y sean 
garantía del derecho a un ambiente adecuado y equilibrado.

La flexibilización administrativa en las dos primeras décadas del siglo XX nos 
llevó eliminar requisitos formales y materiales para poder facilitar las inver-
siones en los sectores de electricidad, hidrocarburos, minería, transporte 

14	 Fundamento 11 de la STC Exp. N.º 05680-2008-PA/TC
15	 Punto 2 del fallo de la STC Exp. N.º 05680-2008-PA/TC
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y telecomunicaciones lo que sin duda facilitó los trámites administrativos 
pero en no pocos casos debilitó la institucionalidad ambiental como se puede 
observar en los Decretos Supremos No 054-2013-PCM, 060-2013-PCM, las 
leyes 30230, 30327 y las modificaciones a la Ley 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General. En ese contexto, se promueven medidas que facilitan 
la instalación de infraestructura de telecomunicaciones que es interpretada de 
manera inadecuada por la comuna del Callao que con dicho propósito omite 
exigir requisitos necesarios para poder garantizar el derecho a un ambiente 
adecuado y equilibrado como garantizar la participación ciudadana.

Esta es la razón por la que el 23 de octubre de 2013, IDLADS Perú, presenta 
demanda de amparo contra la Municipalidad Provincial del Callao con el fin de 
salvaguardar el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, salud, 
paz y tranquilidad así como a la participación ciudadana y plantea el siguiente 
petitorio: (i) Que se incluya dentro de los requisitos para la aprobación de 
licencias de instalación de estaciones y antenas de telefonía, en el Texto Único 
de Procedimientos Administrativos (TUPA) de la demandada, la emisión de un 
certificado ambiental de la autoridad competente, un estudio predictivo de 
radiaciones no ionizantes que no superen los límites máximos permisibles, 
estudio de impacto ambiental, así como el derecho a la participación ciudadana 
de los habitantes de la zona afectada; (ii) Que se inaplique el procedimiento 
15 de la Subgerencia de Obras Privadas establecida en la Ordenanza Munici-
pal No 012-2012-Municipalidad del Callao, al haber incorporado únicamente 
como requisito —para evitar daño medioambiental y a la salud— una carta de 
compromiso de prevención, así también, al disponer el silencio administrativo 
positivo para el otorgamiento de licencias en la instalación de estaciones y 
antenas de telefonía; y, (iii) Que se ordene a la demandada que no autorice 
ninguna licencia de funcionamiento para la instalación de estaciones y antenas 
de telefonía, en tanto no se hayan incorporado los requisitos antes citados a 
su Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA).

Asimismo, se solicita que la participación ciudadana, debe tanto activa en el 
sentido que deben valorarse y ser tomadas en cuenta las opiniones, sugeren-
cias, aportaciones u observaciones antes de realizar actividades de teleco-
municaciones en el que los ciudadanos puedan verse afectados directamente 
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por la falta de compromiso y control al momento de otorgarse autorizaciones 
para la instalación de antenas de telefonía. Esta incorporación no es ajena a 
otras Municipalidades que sí exigen tales requisitos para el mismo fin (otor-
gamiento de licencia de funcionamiento de antenas de telefonía) como son: la 
Municipalidad del San Isidro, la Municipalidad de Chiclayo, La Municipalidad 
de Chorrillos, la Municipalidad de Magdalena del Mar).16

El Cuarto Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao declaró 
improcedente la demanda por considerar que el amparo no era la vía idónea 
para resolver la controversia planteada, ya que existe una vía jurisdiccional 
ordinaria en la que puede hacer valer su derecho como es el proceso con-
tencioso-administrativo. La Sala Civil Permanente de la Corte Superior de 
Justicia del Callao confirmó la resolución apelada tras considerar que lo que 
pretende el demandante es un control abstracto de la disposición normativa 
cuestionada, con lo cual, lo que corresponde es una demanda de inconsti-
tucionalidad. Admitido en sede judicial el recurso de agravio constitucional 
y, posteriormente, analizado por el Tribunal Constitucional, mediante auto 
del 7 de enero de 2021 dispuso correr traslado de la demanda de amparo y 
del escrito de agravio constitucional a la emplazada, a fin de garantizar su 
derecho de defensa. Así, la Municipalidad Provincial del Callao contestó la 
demanda alegando, básicamente, que esta resulta improcedente dado que la 
norma cuestionada no es una de naturaleza autoaplicativa tal como exige el 
artículo 3 del Código Procesal Constitucional para la procedencia del amparo 
contra leyes. De manera acertada, el Tribunal opina que resulta innecesario 
hacer transitar nuevamente a los demandantes por la vía judicial, más aún, 
si de los actuados se evidencian suficientes elementos de juicio que permi-
tan dilucidar la controversia constitucional, por ello, ha decidido emitir un 
pronunciamiento de fondo en el presente caso.17

16	 Demanda de Amparo del Exp. No 01272-2015-PA/TC. p.2
17	 Fundamento 7 del Pleno Jurisdiccional de los Expedientes 0003-2015-PI/TC y 0012-2015-PI/

TC (acumulados)
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2.1.	 La evolución de la Obligación del Estado de garantizar un am-
biente equilibrado y adecuado

El 12 de marzo del 2020, el Tribunal Constitucional resolvió una acción de 
cumplimiento de IDLADS contra el Ministerio de Producción donde indico 
que “más allá del cumplimiento por parte del demandado de la norma re-
clamada, no puede soslayarse que desde la fecha de entrada en vigencia del 
Decreto Supremo 019-2009-MINAM, Reglamento de la Ley 27446 (el 25 de 
setiembre de 2009), transcurrieron cerca de diez años y desde la interpo-
sición de la demanda (el 25 de octubre de 2012), cerca de siete años; lo que 
generó, además, desprotección en materia ambiental en dicho subsector, 
con lo cual se vieron involucrados los recursos hidrobiológicos contenidos 
en las aguas marinas jurisdiccionales, ríos, lagos y otras fuentes hídricas del 
territorio nacional, yendo, incluso, contra algunos principios que garantizan 
de mejor manera la protección del medio ambiente (principio de prevención 
y principio precautorio). Es así que, todo lo anterior constituye, en su con-
junto, un hecho que amerita estimar la presente demanda, en aplicación del 
segundo párrafo del artículo 1 del Código Procesal Constitucional.” 18 En otras 
palabras, la ausencia de una norma ambiental que establece los parámetros 
dentro de los cuales puede operar una actividad económica puede significar 
una afectación al derecho a un ambiente adecuado y equilibrado y vulnerar 
el principio de prevención.

El 2 de junio del 2020, el Tribunal Constitucional emitió la Sentencia sobre 
la inconstitucionalidad de la Ley de Simplificación de Procedimientos y Pro-
moción de la Inversión, Ley No 30230, en el que analizó la constitucionalidad 
del artículo 19, en el cual se establecía que por tres años el Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) no podría imponer multas a 
infractores ambientales que afectaran el ambiente salvo que se pruebe que 
afecto la salud de las personas, operaba sin instrumento de gestión o una zona 
prohibido. La opinión del colegiado fue controversial pues consideró “que la 
fórmula contenida en el dispositivo materia de impugnación no encierra en sí 
misma un tratamiento que pueda considerarse arbitrario o inconstitucional, 

18	 Fundamento 18 de la Sentencia Exp. N.° 03595-2014-PC/TC
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sino que al revés de ello apunta a estructurar un modelo de comportamiento 
razonable en el ejercicio de la potestad sancionadora de la administración.” 
19 Y agregó: “En efecto, no se trata de postular que el Estado, a través de sus 
organismos competentes tenga que necesariamente castigar como conse-
cuencia inmediata de un comportamiento indebido o contrario a la ley, sino 
que se otorgue la posibilidad de adoptar medidas correctivas a fin de que 
estas puedan ser cumplidas antes de utilizar el máximo poder que se ostenta 
y que no es otro que el sancionador.” 20

“No debe ignorarse que toda política pública, más allá de los intereses o 
bienes que resguarde, debe cumplir una finalidad de suyo pedagógica. Ello 
no se logra colocando sanciones como única posibilidad, sino fomentan-
do comportamientos adecuados y estableciendo fórmulas intermedias que 
sólo de ser desacatadas, es que puedan legitimar una actuación radical y 
definitiva.” 21 “Ello en pocas palabras significa, adentrar a los administrados a 
un comportamiento en pro del respeto del medio ambiente durante lo que 
podríamos denominar una fase estrictamente pedagógica. Transcurrida la 
misma -tres años- ya no podrá alegarse por nadie desconocimiento de la ley 
y las sanciones serán utilizadas en todos sus alcances.” 22

El Tribunal Constitucional pierde de vista la función de la multa en materia 
de protección ambiental que implica retirar el beneficio económico obtenido 
ilegalmente por el infractor producto del incumplimiento de sus obligaciones 
socioambientales23 como sería el monitoreo ambiental o el mantenimiento de 
su infraestructura, así como que el destino de las multas que era la remedia-

19	 Fundamento 8 del Pleno Jurisdiccional de los Expedientes 0003-2015-PI/TC y 0012-2015-PI/
TC (acumulados)

20	 Fundamento 3 de la STC N° 01272-2015-PA/TC
21	 Fundamento 10 del Pleno Jurisdiccional de los Expedientes 0003-2015-PI/TC y 0012-2015-PI/

TC (acumulados)
22	 Fundamento 11 del Pleno Jurisdiccional de los Expedientes 0003-2015-PI/TC y 0012-2015-PI/

TC (acumulados)
23	 “(…) Ningún administrado debe esperar que obtendrá un beneficio si deja de cumplir las leyes 

y/o regulaciones ambientales. En atención a ello, las multas aplicadas por el OEFA tendrán como 
objetivo remover los beneficios (ilícitos) derivados de incumplir la normativa vigente.” Anexo 3 
de la Resolución de Presidencia del Consejo Directivo No 035-2013-OEFA/PCD y anexos.p.17.
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ción de la zona afectada24 y que la imposición de multas no impide el dictado 
de medidas correctivas. A ello se suma que muchos de los administrados 
beneficiados conocían las reglas de juego ambientales desde hace décadas y 
que el enfoque antropocéntrico de la norma cuestionada deja en la impunidad 
los daños reales y potenciales a la diversidad biológica.

Hoy nos recuerda el colegiado que un Estado constitucional no solo garantiza 
la existencia de la persona o cualquiera de los demás derechos que en su 
condición de ser humano y su dignidad le son reconocidos (artículo 1 de la 
Constitución), sino también se le otorga protección frente a los ataques al 
medio ambiente y a su salud ocurridos en el contexto en que su existencia 
se desenvuelve, a fin de permitir que su vida se desarrolle en condiciones 
ambientales aceptables. 25 Por consiguiente, se espera que los diferentes 
poderes del Estado desde sus competencias garanticen el derecho a un am-
biente adecuado exigiendo que los administrados antes de iniciar actividades 
potencialmente contaminantes cuenten con un estudio ambiental y eventual-
mente si es que desconocen sus obligaciones socio ambientales sancionarlos, 
así como remediar los daños ambientales.

El derecho al ambiente equilibrado y adecuado, comporta un deber negativo 
y positivo frente al Estado. Su dimensión negativa se traduce en la obligación 
estatal de abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten al me-
dio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la salud 
humana.26 Como promover la ampliación de actividades aeroportuarias sin 
exigir que actualicen sus estudios de impacto ambiental o monitorear los 
límites máximos permisibles por la contaminación sonora por el sobrevuelo de 
aviones. En su dimensión positiva, le impone al Estado deberes y obligaciones 
destinados a conservar el ambiente equilibrado, los cuales se traducen, a su 
vez, en un haz de posibilidades. Claro está que ello no solo supone tareas 

24	 Cfr, Artículo 21 de la Ley Marco del Sistema de Gestión Ambiental, Ley No 28245.
25	 Fundamento 11 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 

668/2021
26	 Fundamento 12 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 

668/2021
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de conservación, sino también de prevención (cfr. STC Nº 4223-2006-AA).27 
Y ello se puede ver reflejado en la creación de áreas naturales protegidas 
además de fiscalizar el cumplimiento de obligaciones socio ambientales de 
los administrados especialmente en actividades altamente contaminantes.

El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del derecho, dentro de las 
tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, tiene especial 
relevancia la tarea de prevención y, desde luego, la realización de acciones 
destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a los seres 
humanos que su existencia se desarrolle en un medio ambiente sano, es-
tos sí pueden exigir del Estado que adopte todas las medidas necesarias de 
prevención que lo hagan posible. En ese sentido, el Tribunal Constitucional 
estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no solo es 
una cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera 
especialmente relevante, de prevención de que ellos sucedan. 28 Así pues, el 
Estado debe evitar, prevenir y controlar los impactos negativos derivados de 
actividades de infraestructura y extractivos para efectos de garantizar que 
las condiciones necesarias y dignas para el desarrollo de la vida humana y 
otras formas de vida.

De ahí que, el contenido del derecho fundamental a gozar de un medio am-
biente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de la persona, tal como 
ha sido reconocido constitucionalmente (artículo 2, inciso 22), está determi-
nado por dos elementos a saber: (i) el derecho a gozar de ese medio ambiente 
y (ii) el derecho a que ese medio ambiente se preserve. 29 Considero que el 
derecho a gozar de un ambiente adecuado debe ser recalibrado para no 
solo comprender a las personas humanas sino otras formas de vida incluso 
ecosistemas, así como a la protección de la relación espiritual y cultural que 
puede existir con el entorno especialmente en el caso de poblaciones rurales 

27	 Fundamento 12 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

28	 Fundamento 13 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

29	 Fundamento 14 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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e indígenas. En efecto, la clave está en la prevención y control de los impac-
tos naturales y humanos que puedan afectar las condiciones necesarias para 
hacer habitable un ecosistema.

En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio am-
biente equilibrado y adecuado, este derecho comporta la facultad de las 
personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos 
se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso 
de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la 
interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, 
por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado 
para el desarrollo de la persona y de su dignidad. De lo contrario, su goce se 
vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido (cfr. STCs 
Nº 2268-2007-PA, 5503-2014-PA, entre otras). Pero también el derecho en 
análisis se concretiza en el derecho a que el medio ambiente se preserve. El 
derecho a la preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña 
obligaciones ineludibles para los poderes públicos de mantener los bienes 
ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio del Tri-
bunal, tal obligación alcanza también a los particulares y, con mayor razón, 
a aquellos cuyas actividades económicas inciden, directa o indirectamente, 
en el medio ambiente (cfr. STC Nº 0048-2004-AI). 30

En otras palabras, el derecho a gozar de un ambiente adecuado y equilibrado 
no solo comprende garantizar las condiciones necesarias para el desarrollo 
de la personalidad sino además el bienestar de los ecosistemas y en caso 
este se encuentre deteriorado recuperarlo y remediarlo. Existe la obligación 
del Estado y los particulares de prevenir que se degrade del ambiente o sus 
elementos pierdan sus características necesarias para permitir contar con 
un habitad apropiado para el desarrollo de la vida y la población humana.

Y, en cuanto al vínculo existente entre la producción económica y el derecho 
a un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, el Tribunal 

30	 Fundamento 15 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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advierte que este se materializa en función a los siguientes principios (STC 
Nº 0048-2004-AI): 31

a.	 Desarrollo sostenible o sustentable;

b.	 De conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado 
óptimo los bienes ambientales;

c.	 De prevención, que supone resguardar los bienes ambientales de 
cualquier peligro que pueda afectar su existencia;

d.	 De restauración, referido al saneamiento y recuperación de los 
bienes ambientales deteriorados;

e.	 De mejora, en cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los 
bienes ambientales en pro del disfrute humano;

f.	 Precautorio, que comporta adoptar medidas de cautela y reserva 
cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre 
la real dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre 
el ambiente; y,

g.	 De compensación, que implica la creación de mecanismos de re-
paración por la explotación de los recursos no renovables.

El derecho a un ambiente adecuado implica considerar que cualquier actividad 
económica o productiva que pueda afectar al ambiente y la salud debe con-
siderar que existe la obligación de conservar el ambiente en las condiciones 
necesarias para permitir la subsistencia de la vida humana y de los ecosis-
temas no pudiendo poner en peligro la capacidad de resiliencia del entorno. 
La prevención y precaución es clave para poder adoptar medidas necesarias 
por parte del titular de un proyecto y el Estado debiendo eventualmente 
considerar medidas de compensación, restauración y remediación cuando 
se detecten focos de contaminación que pongan en peligro la sostenibilidad 
de los ecosistemas y la salud de las personas.

31	 Fundamento 16 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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2.2.	 El principio precautorio y preventivo en el otorgamiento de li-
cencia municipal para la instalación de estaciones y antenas 
de telefonía celular

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que cuando un Es-
tado debe determinar cuestiones complejas de política medioambiental y 
económica, el proceso de toma de decisiones debe, en primer lugar, incluir 
investigaciones y estudios adecuados que les permitan predecir y evaluar 
con anticipación los efectos de aquellas actividades que puedan dañar el 
medio ambiente e infringir los derechos de los particulares y permitirles 
encontrar un justo equilibrio entre los distintos intereses en conflicto. No 
obstante, respecto específicamente a los estudios de impacto ambiental, el 
Tribunal Europeo solo ha analizado la obligatoriedad y requisitos de los mismos 
cuando estos se establecen en la normativa interna del Estado demandado.32 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido 
que el estudio de impacto ambiental debe ser concluido de manera previa a la 
realización de la actividad o antes del otorgamiento de los permisos necesarios 
para su realización. El Estado debe garantizar que no se emprenda ninguna 
actividad relacionada con la ejecución del proyecto hasta que el estudio de 
impacto ambiental sea aprobado por la autoridad estatal competente. 33 Sin 
embargo, producto del populismo, corrupción y antiecologismo en muchos 
países de la región existe una larga historia de proyectos de inversión que sin 
contar estudios de impacto ambiental fueron ejecutados especialmente en las 
actividades de transporte, comunicación, hidrocarburos, minería, electricidad, 
agricultura, entre otros, que han generado pasivos ambientales producto de 
la falta de adopción oportuna de medidas idóneas para controlar los impactos 
ambientales negativos cuya cuenta deberá saldarse tarde o temprano para 
poder garantizar el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado.

La realización del estudio ambiental en las etapas iniciales de discusión del 
proyecto permite que realmente se exploren alternativas a la propuesta y 

32	 Opinión Consultiva OC-23/27 solicitada por Colombia a la CIDH del 15 de noviembre de 2017. 
Párr. 159. p. 65.

33	 Opinión Consultiva OC-23/27 solicitada por Colombia a la CIDH del 15 de noviembre de 2017. 
Párr. 162. p. 65-66.
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que estas puedan ser tomadas en cuenta. Preferiblemente, los estudios de 
impacto ambiental deben comenzar antes que la ubicación y diseño de los 
proyectos estén decididas, para evitar pérdidas económicas en caso que sea 
necesaria una modificación. En casos en que la autorización para realizar la 
actividad, concesión o licencia ya ha sido otorgada, sin haberse realizado un 
estudio de impacto ambiental, este debe concluirse antes de la ejecución del 
proyecto.34 Se deduce del planteamiento de la Corte IDH que es fundamental 
contar con un estudio de factibilidad del proyecto debidamente socializado, 
el otorgamiento de una concesión transparente y participación ciudadana 
adecuada de las medidas preventivas, compensatorias y mitigadoras que 
contempla el estudio de impacto ambiental con la población impactada así 
como las autoridades competentes en los recursos naturales que afectara 
el proyecto de inversión para de esta forma asegurarse que se controlen al 
máximo los impactos ambientales negativos y no se generen daños ambien-
tales ética y socialmente intolerables e inaceptables.

El IDLADS promueve demanda de amparo a favor de los ciudadanos habitantes 
de la del Callao en contra de la Municipalidad Provincial del Callao, por con-
siderar que su actuación normativa materializada en el procedimiento 15 de 
la Subgerencia de Obras Privadas establecido en el TUPA regulado mediante 
Ordenanza Municipal 012-2012, constituye una amenaza para sus derechos 
a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de 
las personas y a la salud.35 En tal sentido, alega que los requisitos exigidos 
para el otorgamiento de licencia municipal para la instalación de estaciones 
y antenas de telefonía celular, estaciones radioeléctricas y otros similares, 
tal como están regulados en el citado procedimiento 15, no contemplan lo 
dispuesto en leyes especiales de la materia como son la Ley Nº 27446, Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental y el Decreto Supremo 

34	 Opinión Consultiva OC-23/27 solicitada por Colombia a la CIDH del 15 de noviembre de 2017. 
Párr. 162. p. 65-66.

35	 Fundamento 18 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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038-2003-MTC, que establece los límites máximos permisibles de radiaciones 
no inonizantes en telecomunicaciones.36

Por ello, el IDLADS pretende que la Municipalidad Provincial del Callao im-
plemente una serie de requisitos más específicos (vgr. la presentación de un 
certificado ambiental de la autoridad competente, de un estudio predictivo 
de radiaciones no ionizantes que no superen los límites máximos permisi-
bles, de un estudio de impacto ambiental, la participación de los ciudadanos 
de la zona afectada, entre otros), por ser necesarios para la tutela eficaz del 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida de las personas y para la protección de la salud de los vecinos de dicha 
provincia —tal como lo han hecho otros municipios distritales como San 
Isidro, Magdalena del Mar y Chorrillos, ubicados en la misma ciudad de Lima 
y en la Municipalidad Provincial de Chiclayo— ya que su no implementación 
podría generar daños irreparables en los referidos derechos. 37 Por su parte, 
la municipalidad provincial emplazada al contestar la demanda ha señalado, 
básicamente, que esta resulta improcedente porque la norma cuestionada no 
es una de naturaleza autoaplicativa, tal como exige el artículo 3 del Código 
Procesal Constitucional para la procedencia del amparo contra leyes. 38

Advierte el Colegiado que el amparo que se promueve contra normas autoapli-
cativas se da cuando la vigencia de la norma resulta inmediata e incondicio-
nada. En la práctica funcionan como actos, es decir, son normas creadoras 
de situaciones jurídicas inmediatas, sin la necesidad de actos concretos de 
aplicación, que afectan directamente derechos subjetivos constitucionales 
(cfr. STCs Nº 1473-2009-PA, 1535-2006-PA y 1547- 2014-PA, entre otras).39 
En el presente caso la ordenanza cuestionada es de aplicación efectiva e in-
condicionada pues forma parte de los procedimientos administrativos de la 

36	 Fundamento 19 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

37	 Fundamento 20 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

38	 Fundamento 21 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

39	 Fundamento 24 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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comuna demandada y desde su vigencia amenaza el derecho a un ambiente 
adecuado de los habitantes del Callao por su ausencia de medidas de pre-
vención adecuadas.

A propósito de la naturaleza de las normas autoaplicativas, ha distinguido 
dos supuestos en los que procede el amparo contra normas (cfr. STCs Nº 
4677-2004-AA y 1547-2014-PA): (i) Cuando la norma constituye en sí misma 
un acto (normativo) lesivo de derechos fundamentales. (ii) También cuando 
el contenido inconstitucional de una norma inmediatamente aplicable repre-
senta una amenaza cierta e inminente a los derechos fundamentales.40 A este 
respecto, cabe precisar que en el segundo supuesto mencionado no se pone 
en duda el carácter autoaplicativo o autoejecutivo de la norma, sino la forma 
en la que se produce o producirá la afectación. En efecto, en este supuesto 
no se evidencia una afectación concreta, sino una afectación en ciernes; que 
el paso del tiempo o actos futuros concretarían. 41

Contrario a lo alegado por la municipalidad emplazada, el Tribunal Cons-
titucional considera que el procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras 
Privadas establecido en el TUPA regulado mediante Ordenanza Municipal 
012-2012-Municipalidad del Callao es una norma autoaplicativa. Los requisitos 
o condiciones que establece dicha disposición legal son para el otorgamiento 
de un tipo de licencia municipal (licencia para la instalación de estaciones y 
antenas de telefonía celular, estaciones radioeléctricas y otros similares) y 
no para su eficacia como norma. 42 Por consiguiente, la propia vigencia de la 
norma puede amenazar el derecho a un ambiente adecuado y la salud en el 
ámbito de las telecomunicaciones por no observar los principios de preven-
ción y precaución en los requisitos para acceder a un derecho administrativo 
que impacta en el ambiente.

40	 Fundamento 25 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

41	 Fundamento 26 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

42	 Fundamento 27 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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El artículo 67 de la Constitución establece la obligación ineludible del Estado 
de instituir la política nacional del ambiente. Ello implica un conjunto de 
acciones que el Estado se compromete a desarrollar o promover, con el fin 
de preservar y conservar el ambiente frente a las actividades humanas que 
pudieran afectarlo. Tal política nacional —entendida como el conjunto de di-
rectivas para la acción orgánica del Estado a favor de la defensa y conservación 
del ambiente— debe permitir el desarrollo integral de todas las generaciones 
de peruanos que tienen el derecho de gozar de un ambiente adecuado para 
el bienestar de su existencia (artículo 2, inciso 2) y el derecho a la protección 
de su salud (artículo 7). 43 Sin duda, Un Estado Constitucional Ambiental debe 
garantizar el goce efectivo del derecho a un ambiente adecuado para los seres 
humanos, los ecosistemas y otras formas de vida caso contrario puede gene-
rarse graves impactos en el ambiente y la salud de las personas provocando 
deforestación, contaminación de ríos, extinción de especies, propagación de 
enfermedades por zoonosis y acelerando el cambio climático.

La Constitución reconoce competencia en sus artículos 192, inciso 7 y 195, 
inciso 8 a los gobiernos regionales y a los gobiernos locales, respectivamente, 
para promover, desarrollar y regular actividades en materia de salud y me-
dio ambiente; dicha competencia constitucional no puede ser ejercida: (i) al 
margen de las políticas nacionales establecidas con el propósito de garanti-
zar el derecho que tienen todas las personas a poder disfrutar de un medio 
ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de manera 
natural y armónica y, en el caso de que el hombre intervenga, no ocasione 
una alteración sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos 
del medio ambiente; y, (ii) tampoco pueden desarrollarse sin mantener los 
bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute, lo que 
implica, sin duda, adoptar medidas preventivas. 44

El principio precautorio, coadyuva a la preservación del medio ambiente, 
por ello, se aplica ante la amenaza de un daño a la salud o medio ambiente 

43	 Fundamento 29 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

44	 Fundamento 30 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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y ante la falta de certeza científica sobre sus causas y efectos. Si bien el 
presupuesto esencial para la aplicación de este principio es precisamente 
la falta de certeza científica —aun cuando no sea imprescindible demostrar 
plenamente la gravedad y realidad del riesgo—, sí resulta exigible que haya 
indicios razonables y suficientes de su existencia y que su entidad justifique 
la necesidad de adoptar medidas urgentes, proporcionales y razonables.45 
Efectivamente el principio precautorio desde su concepción a principios 
de los años 70 del siglo pasado partía de la premisa de adoptar medidas de 
protección aunque no se contará con información completa o suficiente 
sobre los impactos de una actividad económica, productiva, extractiva o de 
sustancias químicas que no se sabía el impacto que podía tener en la salud 
de las personas y los animales a largo plazo como fue el caso del insecticida 
DDT, el cromo hexavalente, el asbesto, entre otros pero se presumía que 
podía ser graves e irreversibles. Del derecho ambiental norteamericano y 
europeo empezó a migrar al derecho internacional como se evidencia en la 
Declaración de Río de 1992 aunque al Perú llegaría antes mediante el Código 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales de 1990 y se consolidaría en la Ley 
General del Ambiente del 2005.

Pero no siempre la prohibición absoluta de determinada actividad es la única 
vía para alcanzar determinado grado de protección, pues, dependiendo del 
caso, el mismo puede ser alcanzado, mediante la reducción de la exposición 
al riesgo, con el establecimiento de mayores controles y la imposición de 
ciertas limitaciones. 46 Y esto se puede apreciar en la creación de Zonas Re-
servadas, así como las Reservas Territoriales Indígenas o sus ampliaciones o 
propuestas, así como el etiquetado de los productos transgénicos en los cuales 
la ausencia de información no impide que se adopten medidas de protección al 
ambiente y la salud que no necesariamente prohíben las actividades en todos 
los casos, sino que se gradúan de acuerdo a los bienes jurídicos protegidos.

45	 Fundamento 32 del del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

46	 Fundamento 33 del del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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En la actualidad no existe consenso científico en torno a si la radiación eletro-
magnética de la telefonía celular ocasiona daños en la salud de las personas 
y alteran el desarrollo equilibrado del medio ambiente en el que viven. No 
obstante ello, el Estado —a través de sus distintas autoridades entre las que 
están los gobiernos regionales y locales— no puede dejar de adoptar una 
conducta preventiva y precautoria al respecto y disponer medidas que regulen 
la prestación del servicio de telecomunicaciones tomando en consideración 
el posible daño que pueda generar la presencia de estaciones o antenas de 
telefonía celular y otros similares en espacios habitados por personas, a fin 
de garantizar eficazmente la preservación del medio ambiente y de la salud 
de dichos ciudadanos. 47 Por eso es fundamental que para la instalación de 
estos artefactos se cuente con un estudio ambiental que garantice que efec-
tivamente no se sobrepasa los límites máximos permisibles de la radiación no 
ionizante que puede afectar la salud de las personas, pero además que exista 
participación ciudadana puesto que esta actividad puede afectar la belleza 
paisajística y arquitectónica de un distrito.

Más aún, si como ha quedado establecido en la jurisprudencia constitucional, 
tratándose de controversias cuya naturaleza es similar a la aquí planteada, 
las autoridades competentes, así como las municipalidades y el Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones, tienen el deber de cumplir de manera respon-
sable su labor de fiscalización sobre la exposición a la radiación no ionizante 
que generan las estructuras de telefonía celular (cfr. STC Nº 4893-2015-PA). 48

El Tribunal Constitucional advierte que los requisitos para conceder la auto-
rización de instalación de estaciones y/o antenas de base celular, radares u 
otros similares en propiedad privada establecidos en el cuestionado proce-
dimiento 15 regulado por la Municipalidad Provincial del Callao, no resultan 
acordes al principio precautorio y tampoco al de prevención. 49 El requisito 

47	 Fundamento 34 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

48	 Fundamento 35 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

49	 Fundamento 36 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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N˚ 7 consiste en presentar una “carta de compromiso por la cual se obliga a 
tomar las medidas necesarias para la prevención del ruido, vibraciones u 
otro impacto ambiental comprometido que pudieran causar incomodidad a 
los vecinos por las instalaciones o funcionamiento de la estación radioeléctrica 
o radar así como a adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar 
que las radiaciones que emite la estación radioeléctrica durante la operación, 
no excederá de los valores establecidos como límites máximos permisibles”. 
50 Sin duda, ello contraviene el principio 17 de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo que señala que “deberá emprenderse una 
evaluación del impacto ambiental, en calidad de instrumento nacional, res-
pecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de producir 
un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a 
la decisión de una autoridad nacional competente.”

No se puede flexibilizar los procedimientos administrativos al punto de no 
garantizarse el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado exigiendo 
como requisito previo a la instalación de una infraestructura de telecomu-
nicaciones un estudio de impacto ambiental tal como lo exige el artículo 3 
de la Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, Ley No 
27446, que señala “no podrá iniciarse la ejecución de proyectos ni actividades 
de servicios y comercio (…) y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional 
o local podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas 
si no cuentan previamente con la certificación ambiental contenida en la 
Resolución expedida por la respectiva autoridad competente.” Certificación 
ambiental que es una consecuencia derivada del principio de prevención 
que exige adoptar medidas necesarias para controlar los impactos negativos 
generados por las actividades económicas.51

Por otra parte, el requisito N˚ 8 exige presentar una “carta de compromiso 
por la cual se obliga a retirar las estructuras si, como consecuencia de una 
queja vecinal, se comprobara el no cumplimiento de lo señalado en el Art. 

50	 Fundamento 37 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

51	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. Guía de Derecho Ambiental, doctrina, legislación y juris-
prudencia. Jurista Editores. Lima-Perú. 2009. p.49
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23 de la Ordenanza Municipal N˚ 00014”. 52 En otras palabras, la participación 
ciudadana no se realizaba en el Callao antes de instalar una infraestructura que 
genera radiación no ionizante, ruido o puede afectar la belleza paisajística de 
un lugar determinado lo que contraviene el artículo III del Título Preliminar 
de la Ley General del Ambiente que señala: “toda persona tiene el derecho a 
participar responsablemente en los procesos de toma de decisiones, así como 
en la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas al ambiente y 
sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. El 
Estado concerta con la sociedad civil las decisiones y acciones de la gestión 
ambiental.” En efecto la comuna demandada antes de aprobar la licencia para 
instalar una infraestructura de telecomunicaciones debió considerar la opinión 
y aportes de los vecinos afectados por la actividad económica para efectos 
de observar el derecho de participación ciudadana en materia ambiental. 53

Acierta por ello el colegiado cuando señala que “dichas disposiciones expresan 
requisitos generales que no constituyen controles rigurosos ni preventivos 
por parte de la Municipalidad emplazada. Se tratan de meros compromisos, 
acuerdos entre las partes, promesas de que no se producirán situaciones 
que puedan colocar en riesgo a los derechos fundamentales de los habitantes; 
y, de otro lado, tampoco expresan cómo es que se generaría certeza en la 
Municipalidad de que dicho riesgo no se produciría.” 54 En otras palabras, se 
violaba la obligación de contar con instrumento de gestión ambiental antes 
de iniciar actividades económicas que pueden afectar el ambiente o la salud 
de las personas contraviniendo en el proceso el principio de prevención, 
precautorio y de participación ciudadana en la gestión ambiental. 55

Por consiguiente, las exigencias contenidas en los requisitos 7 y 8, tal como 
han sido establecidas, representan, por tanto, una amenaza a los derechos a 

52	 Fundamento 37 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

53	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. Guía de Derecho Ambiental, doctrina, legislación y juris-
prudencia. Jurista Editores. Lima-Perú. 2009. p.32

54	 Fundamento 38 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

55	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. La certificación ambiental en los proyectos extractivos. 
Jurista Editores. Lima-Perú. 2018. p.94
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gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de las 
personas (artículo 2, inciso 22 de la Constitución) y para la protección de la 
salud (artículo 7) de los vecinos de la provincia constitucional del Callao. 56 
En consecuencia, el Tribunal Constitucional considera que la competencia 
reguladora ejercida por la Municipalidad Provincial del Callao a través de la 
citada Ordenanza 012-2012, incumple la exigencia constitucional de que las 
leyes y sus actos de aplicación —de acuerdo a lo establecido en los artículos 
38 y 44 de la Constitución y en virtud al efecto de irradiación de los derechos 
en todos los sectores del ordenamiento jurídico— se realicen conforme a los 
derechos fundamentales e impongan sobre todos los organismos públicos el 
“deber especial de protección” de dichos derechos. 57 Se sigue de todo lo an-
terior, que el gobierno municipal no puede inobservar la legislación ambiental 
vigente para el caso de instalación de infraestructura de telecomunicaciones 
como sería la Ley General del Ambiente, La Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental y su reglamento en donde se consagra la 
obligación de exigir a los titulares de actividades económicas a contar con 
certificación ambiental antes de iniciar sus proyectos de inversión.58

Esta es la razón por la que el colegiado establece que “la Municipalidad Provin-
cial del Callao deberá revisar el procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras 
Privadas establecido en su TUPA (o el símil aplicable actualmente si aquel ya 
no se encuentra vigente) regulado mediante Ordenanza Municipal 012-2012; 
y, atendiendo a los principios de prevención y precautorio, así como al deber 
especial de protección de los derechos a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida de las personas, y a la protección de la salud, 
deberá modificar los requisitos 7 y 8 para el otorgamiento de licencias que 
autorizan la instalación de estaciones y/o antenas de base celular, radares u 
Otros similares en propiedad privada, imponiendo requisitos técnicos más 

56	 Fundamento 39 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

57	 Fundamento 40 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

58	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. Los Principios Ambientales en un Estado Constitucional 
Democrático. Jurista Editores. Lima-Perú. 2018. p.87
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rigurosos y específicos”. 59 Con toda seguridad, ello implicará que se exija al 
titular del proyecto un estudio técnico que garantice que la infraestructura 
de telecomunicaciones no está emitiendo radiación no ionizante ni gene-
rando vibraciones y ruido por encima de los límites máximos permisibles así 
como que cuente con la respectiva certificación ambiental y la participación 
ciudadana correspondiente evitando de manera concreta que se afecte la 
salud, el ambiente y la belleza paisajística/urbanistica de la zona en que se 
desarrolle el proyecto de inversión. 60

Resulta completamente justificado y razonable que “mientras dure el proceso 
de revisión, modificación e implementación normativa ordenado, el mismo 
que no deberá superar los seis (6) meses desde que es notificada la senten-
cia, el procedimiento para el otorgamiento de licencias para la instalación 
de estaciones y/o antenas de base celular, radares u otros similares en pro-
piedad privada, deberá quedar suspendido”. 61 Y ello debido a que la comuna 
demandada no venía garantizando el derecho a un ambiente adecuado y 
equilibrado ni la salud de las personas cuando solamente pedía declaraciones 
o promesas de que el titular del proyecto adoptará las medidas de prevención 
adecuadas para evitar ruidos molestos, radiación no ionizante por encima 
de los límites máximos permisibles así como contar con la aceptación de la 
población cuyos inmuebles pueden perder valor por la instalación de la antena 
o la zona puede perder belleza paisajística o urbanista por la infraestructura 
de telecomunicaciones.

3.	 Conclusiones
La obligación de garantizar los derechos consagrados en la Convención Ame-
ricana conlleva el deber de los Estados de prevenir las violaciones a dichos 
derechos humanos como el derecho a la salud y al ambiente adecuado y 

59	 Fundamento 41 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021

60	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. El procedimiento sancionador ambiental. Jurista Editores. 
Lima-Perú. 2020. p.116

61	 Fundamento 42 del Expediente N° 01272-2015-PA/TC- Pleno del Tribunal Constitucional 
668/2021
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equilibrado.62 En esa línea, el principio de prevención ha implicado que los 
Estados tengan la “responsabilidad de velar por que las actividades realizadas 
dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente 
de otros Estados o de zonas que estén fuera de los límites de la jurisdicción 
nacional”.63 Este principio fue establecido expresamente en las Declaraciones 
de Estocolmo y de Río sobre el medio ambiente y está vinculado a la obliga-
ción de debida diligencia internacional de no causar o permitir que se causen 
daños a otros Estados. 64 En ese sentido, los Estados deben crear mecanismos 
que garanticen la prevención y control de los daños ambientales derivados 
de actividades productivas tales como los estudios de impacto ambiental, los 
límites máximos permisibles, los estándares de calidad ambiental, el orde-
namiento territorial, políticas ambientales sectoriales, entre otras medidas 
que la comuna demandada no consideró como requisitos para autorizar la 
instalación de infraestructura de telecomunicaciones en predios privados.

Ciertamente, la obligación de prevención de daños ambientales en el sector de 
telecomunicaciones es justamente el fundamento de la evaluación y supervi-
sión ambiental así como de las medidas administrativas preventivas dirigidas 
a resguardar el ambiente y la salud de las personas sin que ello pueda ser 
valorado por el administrado como un acto arbitrario sino una consecuencia 
natural de la obligación del Estado de garantizar la preservación y conser-
vación de la calidad de los componentes del ambiente así como el deber del 
particular de no contaminar el ambiente de manera intolerable.

62	 Cfr, Opinión Consultiva OC-23/27 solicitada por Colombia a la CIDH del 15 de noviembre de 
2017. Párr. 127. p. 54.

63	 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3-14 de junio de 1992, Doc. 
ONU NCONP.I51/26/Rev.1 (Vol. 1), principio 2, y Declaración de Estocolmo sobre el Medio 
Ambiente Humano, Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, 
Estocolmo, 5 a 16 de junio de 1972, Doc. ONU A/CONF.48/14/Rev.1, principio 21.

64	 Opinión Consultiva OC-23/27 solicitada por Colombia a la CIDH del 15 de noviembre de 2017. 
Párr. 128. p. 54.
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Anexo 1. Sentencia del Tribunal Constitucional sobre 
el caso del otorgamiento de licencia municipal para la 

instalación de estaciones y antenas de telefonía celular

(Pleno Sentencia 668/2021)
EXP. N.° 01272-2015-PA/TC
CALLAO
INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL DEL AMBIENTE Y EL DESARROLLO SOSTE-
NIBLE PERÚ (IDLADS PERÚ), representado por HENRY OLEFF CARHUATOCTO 
SANDOVAL

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a los 25 días del mes de mayo de 2021, el Pleno del Tribunal Constitucional, 
integrado por los magistrados Ledesma Narváez, Miranda Canales, Blume Fortini, 
Sardón de Taboada y Espinosa-Saldaña Barrera, pronuncia la siguiente sentencia; 
con los abocamientos de los magistrados Ramos Núñez y Ferrero Costa aprobados 
en las sesiones del Pleno de fechas 22 de agosto de 2017 y 3 de junio de 2021, res-
pectivamente, y con la abstención denegada del magistrado Blume Fortini. Asimismo, 
se agregan el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera y los 
votos singulares de los magistrados Miranda Canales, Blume Fortini y Sardón de 
Taboada. Se deja constancia de que los magistrados Ferrero Costa y Ramos Núñez 
votarán en fecha posterior.

ASUNTO
Recurso de agravio constitucional interpuesto por el Instituto de Defensa Legal del 
Ambiente y el Desarrollo Sostenible Perú (IDLADS Perú) contra la resolución de fojas 
110, de fecha 19 de agosto de 2014, expedida por la Sala Civil Permanente de la Corte 
Superior de Justicia del Callao que, confirmando la apelada, declaró improcedente 
la demanda de autos.

ANTECEDENTES
Con fecha 23 de octubre de 2013 (f. 31), don Henry Oleff Carhuatocto Sandoval, en 
representación del IDLADS Perú, presenta demanda de amparo contra la Municipa-
lidad Provincial del Callao y plantea el siguiente petitorio:

(i)	 Que se incluya dentro de los requisitos para la aprobación de licencias de insta-
lación de estaciones y antenas de telefonía, en el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) de la demandada, la emisión de un certificado ambiental 
de la autoridad competente, un estudio predictivo de radiaciones no ionizantes 
que no superen los límites máximos permisibles, estudio de impacto ambiental, 
así como el derecho a la participación ciudadana de los habitantes de la zona 
afectada;
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(ii)	 Que se inaplique el procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas esta-
blecida en la Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad del Callao, al haber 
incorporado únicamente como requisito —para evitar daño medioambiental y a 
la salud— una carta de compromiso de prevención, así también, al disponer el 
silencio administrativo positivo para el otorgamiento de licencias en la instalación 
de estaciones y antenas de telefonía; y,

(iii)	 Que se ordene a la demandada que no autorice ninguna licencia de funciona-
miento para la instalación de estaciones y antenas de telefonía, en tanto no se 
hayan incorporado los requisitos antes citados a su Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA).

Alega que se están vulnerando los derechos a la salud, a la integridad moral y psíquica, 
al libre desarrollo de la personalidad, a la paz y tranquilidad, al disfrute del tiempo libre 
y al descanso, a la participación ciudadana, así como a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado de quienes residen en dicha provincia.

El Cuarto Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao (f. 55), mediante 
Resolución 1, de fecha 6 de noviembre de 2013, declaró improcedente la demanda 
en aplicación del artículo 5, numeral 2, del Código Procesal Constitucional, pues, 
a su juicio, el proceso de amparo no es la vía idónea para resolver la controversia 
planteada, ya que existe una vía jurisdiccional ordinaria en la que puede hacer valer 
su derecho como es el proceso contencioso-administrativo.

La Sala Civil Permanente de la Corte Superior de Justicia del Callao, mediante re-
solución 6, de fecha 19 de agosto de 2014 (f. 110), confirmó la resolución apelada 
tras considerar que lo que pretende el demandante es un control abstracto de la 
disposición normativa cuestionada, con lo cual, lo que corresponde es una demanda 
de inconstitucionalidad.

Admitido en sede judicial el recurso de agravio constitucional y, posteriormente, 
analizado por el Tribunal Constitucional, mediante auto de fecha 7 de enero de 2021 
dispuso correr traslado de la demanda de amparo y del escrito de agravio constitucio-
nal a la emplazada, a fin de garantizar su derecho de defensa. Así, la Municipalidad 
Provincial del Callao, a través del escrito de fecha 24 de marzo de 2021, se apersonó 
a esta instancia constitucional —en las instancias precedentes solicitó se le tenga 
por apersonada al proceso (f.85) y su pedido fue atendido (f. 100)— y contestó la 
demanda alegando, básicamente, que esta resulta improcedente dado que la norma 
cuestionada no es una de naturaleza autoaplicativa tal como exige el artículo 3 del 
Código Procesal Constitucional para la procedencia del amparo contra leyes.

FUNDAMENTOS
Cuestión procesal previa
1.	 De manera previa este Tribunal considera a bien pronunciarse sobre el rechazo 

liminar del cual fue objeto la presente demanda de amparo bajo el argumento 
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de que existe una vía procedimental específica igualmente satisfactoria para 
la protección de los derechos constitucionales invocados (proceso contencioso 
administrativo), por lo que resulta de aplicación lo dispuesto por el artículo 5, 
inciso 2 del Código Procesal Constitucional. Argumento al que se añadió el 
de la Sala Civil Permanente de la Corte Superior de Justicia del Callao, quien 
confirmó la resolución apelada considerando que la pretensión del demandante 
constituye un control abstracto de la disposición normativa cuestionada, por lo 
que su realización debe llevarse a cabo en un proceso de inconstitucionalidad.

2.	 Si bien es cierto, dicha causal de improcedencia referida a la residualidad del 
amparo (artículo 5, inciso 2 del Código Procesal Constitucional) encuentra plena 
justificación en nuestro modelo procesal constitucional, el Tribunal Constitucional 
considera que en el presente caso ha sido aplicada de manera incorrecta. Así, 
al observar los alcances y contenido de los derechos involucrados reclamados 
y, tomando en cuenta que constituye una obligación para el juez constitucional 
prestar una atención preferente a la dilucidación de controversias de este tipo 
(cfr. STCs Nº 4223-2006-AA, 2268-2007-AA, entre otras), es de la opinión que 
existe mérito para emitir un pronunciamiento de fondo.

3.	 En tal sentido, lo que correspondería es declarar el quebrantamiento de forma 
ya que la demanda ha sido erróneamente rechazada en forma liminar. Sin em-
bargo, atendiendo a lo dispuesto en el artículo III del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional y en virtud de los principios de economía y celeridad 
procesal, el Tribunal opina que resulta innecesario hacer transitar nuevamente 
a los demandantes por la vía judicial, más aún, si de los actuados se evidencian 
suficientes elementos de juicio que permitan dilucidar la controversia constitu-
cional, por ello, ha decidido emitir un pronunciamiento de fondo en el presente 
caso.

Petitorio y delimitación del asunto controvertido
4.	 Del escrito y análisis de la demanda, para este Tribunal queda establecido que 

el IDLADS Perú promueve el amparo con el objeto de buscar básicamente 
tutela para los derechos a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de la vida de las personas, así como para la protección de la salud 
de los vecinos de la provincia constitucional del Callao, por lo que su petitorio 
está dirigido a:

(i)	 Que se incluya dentro de los requisitos para la aprobación de licencias 
de instalación de estaciones y antenas de telefonía, en el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos (TUPA) de la demandada, la emisión de 
un certificado ambiental de la autoridad competente, un estudio predictivo 
de radiaciones no ionizantes que no superen los límites máximos permisi-
bles, estudio de impacto ambiental, así como el derecho a la participación 
ciudadana de los habitantes de la zona afectada;
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(ii)	 Que se inaplique el procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas 
establecida en la Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad del Cal-
lao, al haber incorporado únicamente como requisito —para evitar daño 
medioambiental y a la salud— una carta de compromiso de prevención, así 
también, al disponer el silencio administrativo positivo para el otorgamiento 
de licencias en la instalación de estaciones y antenas de telefonía; y,

(iii)	 Que se ordene a la demandada que no autorice ninguna licencia de fun-
cionamiento para la instalación de estaciones y antenas de telefonía, en 
tanto no se hayan incorporado los requisitos antes citados a su Texto Único 
de Procedimientos Administrativos (TUPA).

5.	 A juicio del Tribunal Constitucional, lo que la asociación demandante persigue, 
entonces, es que la Municipalidad Provincial del Callao implemente una serie 
de medidas que, según ella, son necesarias para la tutela del derecho a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de las personas 
(artículo 2, inciso 22 de la Constitución) y para la protección de la salud (artículo 
7) de los vecinos de dicha provincia constitucional —tal como lo han hecho otros 
municipios distritales como San Isidro, Magdalena del Mar y Chorrillos, ubicados 
en la misma ciudad de Lima y en la Municipalidad Provincial de Chiclayo— y 
cuya no implementación podría generar daños irreparables en los referidos 
derechos.

6.	 En tal sentido, el Tribunal Constitucional verificará en el presente caso si el 
procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas establecido en el TUPA 
regulado mediante Ordenanza Municipal 012-2012-Municipalidad del Callao 
cumple o no la exigencia constitucional de que las leyes y sus actos de aplica-
ción —de acuerdo a lo establecido en los artículos 38 y 44 de la Constitución 
y en virtud al efecto de irradiación de los derechos en todos los sectores del 
ordenamiento jurídico— se realicen conforme a los derechos fundamentales e 
impongan sobre todos los organismos públicos el “deber especial de protección” 
de dichos derechos.

Sobre la dimensión objetiva del derecho fundamental a un ambiente equilibrado 
y adecuado en un Estado constitucional
7.	 Los derechos fundamentales tienen una doble dimensión, en el sentido de 

poseer tanto una dimensión subjetiva o referida a los sujetos titulares de estos, 
así como una dimensión objetiva o referida a los bienes o institutos jurídicos 
constitucionales que constituyen su contenido con independencia de sujetos 
titulares. En ese sentido, “lo subjetivo hace referencia al “sujeto” titular, mien-
tras que “lo objetivo” hace referencia al “objeto” de protección. Por tanto, los 
derechos fundamentales son, al mismo tiempo, garantías subjetivas y garantías 
institucionales (cfr. STCs Nº 0976- 2001-AA, 3330-2004-AA, 1470-2016-PHC, 
entre otras).
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8.	 Como garantías subjetivas, los derechos fundamentales protegen posiciones 
jurídicas de derecho subjetivo, es decir, protegen al titular de determinadas 
situaciones jurídicas reconocidas por la Constitución; así, por ejemplo, el dere-
cho a la libertad de expresión, el derecho a la libertad conciencia, el derecho 
a la igualdad, etc. En su dimensión subjetiva, los derechos fundamentales no 
solo protegen a las personas de las intervenciones injustificadas y arbitrarias 
del Estado y de terceros, sino que también facultan al ciudadano para exigir 
al Estado determinadas prestaciones concretas a su favor o defensa; es decir, 
este debe realizar todos los actos que sean necesarios a fin de garantizar la 
realización y eficacia plena de los derechos fundamentales.

9.	 En tanto que, como garantías institucionales, los derechos fundamentales 
protegen determinados contenidos objetivos reconocidos en la Constitución, 
los que constituyen elementos básicos del modelo de Estado constitucional de 
Derecho, excluyéndolos del ámbito de disposición del legislador y de otros po-
deres públicos; así, por ejemplo, la libertad de cátedra, la libertad como instituto, 
etc. El carácter objetivo de los derechos fundamentales radica en que ellos son 
elementos constitutivos y legitimadores de todo el ordenamiento jurídico, en tanto 
que comportan valores materiales o instituciones sobre los cuales se estructura 
(o debe estructurarse) la sociedad democrática y el Estado constitucional.

10.	 En tal sentido, la dimensión objetiva de los derechos fundamentales se traduce, 
por un lado, en exigir que las leyes y sus actos de aplicación se realicen conforme 
a los derechos fundamentales (efecto de irradiación de los derechos en todos 
los sectores del ordenamiento jurídico) y, por otro lado, en imponer, sobre todos 
los organismos públicos, un “deber especial de protección” de dichos derechos. 
Esta vinculación de los derechos fundamentales en los organismos públicos no 
significa que tales derechos solo se puedan oponer a ellos y que las personas 
(naturales o jurídicas de derecho privado) se encuentren ajenas a su respeto. 
En nuestro sistema constitucional, los derechos fundamentales vinculan al Es-
tado y también a los particulares (eficacia vertical y horizontal de los derechos 
fundamentales).

11.	 Ahora bien, en un Estado constitucional no solo se garantiza la existencia de 
la persona o cualquiera de los demás derechos que en su condición de ser 
humano y su dignidad le son reconocidos (artículo 1 de la Constitución), sino 
también se le otorga protección frente a los ataques al medio ambiente y a su 
salud ocurridos en el contexto en que su existencia se desenvuelve, a fin de 
permitir que su vida se desarrolle en condiciones ambientales aceptables, pues, 
como se afirma en el artículo 13 de la Declaración Americana sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, el “derecho a un medio ambiente seguro, sano, [es] 
condición necesaria para el goce del derecho a la vida y el bienestar colectivo”.
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12.	 El derecho al ambiente equilibrado y adecuado, como ya ha tenido ocasión 
de señalar el Tribunal Constitucional, comporta un deber negativo y positivo 
frente al Estado. Su dimensión negativa se traduce en la obligación estatal de 
abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten al medio ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la salud humana. En su 
dimensión positiva, le impone al Estado deberes y obligaciones destinados a 
conservar el ambiente equilibrado, los cuales se traducen, a su vez, en un haz 
de posibilidades. Claro está que ello no solo supone tareas de conservación, 
sino también de prevención (cfr. STC Nº 4223-2006-AA).

13.	 El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del derecho, dentro de las 
tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, tiene especial 
relevancia la tarea de prevención y, desde luego, la realización de acciones 
destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a los seres 
humanos que su existencia se desarrolle en un medio ambiente sano, estos 
sí pueden exigir del Estado que adopte todas las medidas necesarias de pre-
vención que lo hagan posible. En ese sentido, el Tribunal Constitucional estima 
que la protección del medio ambiente sano y adecuado no solo es una cuestión 
de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente 
relevante, de prevención de que ellos sucedan.

14.	 De ahí que, el contenido del derecho fundamental a gozar de un medio ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de la persona, tal como ha sido 
reconocido constitucionalmente (artículo 2, inciso 22), está determinado por 
dos elementos a saber: (i) el derecho a gozar de ese medio ambiente y (ii) el 
derecho a que ese medio ambiente se preserve.

15.	 En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio ambiente 
equilibrado y adecuado, este derecho comporta la facultad de las personas de 
poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan 
e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre 
intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que 
existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute 
no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la 
persona y de su dignidad. De lo contrario, su goce se vería frustrado y el derecho 
quedaría, así, carente de contenido (cfr. STCs Nº 2268-2007-PA, 5503-2014-PA, 
entre otras). Pero también el derecho en análisis se concretiza en el derecho a 
que el medio ambiente se preserve. El derecho a la preservación de un medio 
ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones ineludibles para los poderes 
públicos de mantener los bienes ambientales en las condiciones adecuadas 
para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza también a los 
particulares y, con mayor razón, a aquellos cuyas actividades económicas inciden, 
directa o indirectamente, en el medio ambiente (cfr. STC Nº 0048-2004-AI).
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16.	 Y, en cuanto al vínculo existente entre la producción económica y el derecho a 
un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, recuerda el Tribunal 
que este se materializa en función a los siguientes principios (STC Nº 0048-
2004-AI):

a.	 Desarrollo sostenible o sustentable;

b.	 De conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado óptimo los 
bienes ambientales;

c.	 De prevención, que supone resguardar los bienes ambientales de cualquier 
peligro que pueda afectar su existencia;

d.	 De restauración, referido al saneamiento y recuperación de los bienes 
ambientales deteriorados;

e.	 De mejora, en cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los bienes 
ambientales en pro del disfrute humano;

f.	 Precautorio, que comporta adoptar medidas de cautela y reserva cuando 
exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la real dimensión 
de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente; y,

g.	 De compensación, que implica la creación de mecanismos de reparación 
por la explotación de los recursos no renovables.

17.	 En el presente caso, se analizarán, pues, las cuestiones más relevantes res-
pecto a los derechos fundamentales de la colectividad en juego, estos son, el 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida 
y a la salud, los mismos cuya protección directa está a cargo de la municipalidad 
emplazada.

Análisis concreto del caso
18.	 El IDLADS Perú, conforme a lo establecido por el artículo 40 in fine del Código 

Procesal Constitucional, promueve demanda de amparo a favor de los ciudadanos 
habitantes de la provincia constitucional del Callao en contra de la Municipalidad 
Provincial del Callao, por considerar que su actuación normativa materializada en 
el ya referido procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas establecido 
en el TUPA regulado mediante Ordenanza Municipal 012-2012, constituye una 
amenaza para sus derechos a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de la vida de las personas y a la salud.

19.	 En tal sentido, alega que los requisitos exigidos para el otorgamiento de licencia 
municipal para la instalación de estaciones y antenas de telefonía celular, es-
taciones radioeléctricas y otros similares, tal como están regulados en el citado 
procedimiento 15, no contemplan lo dispuesto en leyes especiales de la materia 
como son la Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impac-
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to Ambiental y el Decreto Supremo 038-2003-MTC, que establece los límites 
máximos permisibles de radiaciones no inonizantes en telecomunicaciones.

20.	 Por ello, el IDLADS Perú pretende que la Municipalidad Provincial del Callao 
implemente una serie de requisitos más específicos (vgr. la presentación de 
un certificado ambiental de la autoridad competente, de un estudio predictivo 
de radiaciones no ionizantes que no superen los límites máximos permisibles, 
de un estudio de impacto ambiental, la participación de los ciudadanos de la 
zona afectada, entre otros), por ser necesarios para la tutela eficaz del derecho 
a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de las 
personas y para la protección de la salud de los vecinos de dicha provincia —tal 
como lo han hecho otros municipios distritales como San Isidro, Magdalena del 
Mar y Chorrillos, ubicados en la misma ciudad de Lima y en la Municipalidad 
Provincial de Chiclayo— ya que su no implementación podría generar daños 
irreparables en los referidos derechos.

21.	 Por su parte, la municipalidad provincial emplazada al contestar la demanda ha 
señalado, básicamente, que esta resulta improcedente porque la norma cues-
tionada no es una de naturaleza autoaplicativa, tal como exige el artículo 3 del 
Código Procesal Constitucional para la procedencia del amparo contra leyes.

22.	 En la jurisprudencia constitucional se tiene establecido que la improcedencia del 
amparo contra normas está circunscrita a los supuestos en los que la norma cuya 
inconstitucionalidad se acusa sea heteroaplicativa, es decir, aquellas normas 
que carecen de eficacia directa frente a las personas o las entidades que se 
encuentran sometidas a su regulación, pues requieren contar necesariamente 
con reglamentación y/o actos de implementación o aplicación (cfr. STC Nº 1547-
2014- PA).

23.	 Dada la naturaleza de las normas heteroaplicativas no podra ́alegarse la existencia 
de una amenaza cierta e inminente de afectación a los derechos fundamentales, 
tal como lo exige el artículo 2 del Código Procesal Constitucional, ni tampoco la 
existencia actual de un acto lesivo de tales derechos. Por ello, la demanda de 
amparo resulta improcedente.

24.	 Sin embargo, sucede lo contrario cuando el amparo se promueve contra normas 
autoaplicativas. La aplicabilidad de este tipo de normas, una vez que han entrado 
en vigencia, resulta inmediata e incondicionada. En la práctica funcionan como 
actos, es decir, son normas creadoras de situaciones jurídicas inmediatas, sin 
la necesidad de actos concretos de aplicación, que afectan directamente dere-
chos subjetivos constitucionales (cfr. STCs Nº 1473-2009-PA, 1535-2006-PA y 
1547- 2014-PA, entre otras).

25.	 El Tribunal Constitucional, a propósito de la naturaleza de las normas autoaplica-
tivas, ha distinguido dos supuestos en los que procede el amparo contra normas 
(cfr. STCs Nº 4677-2004-AA y 1547-2014-PA):
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(i)	 Cuando la norma constituye en sí misma un acto (normativo) lesivo de 
derechos fundamentales.

(ii)	 También cuando el contenido inconstitucional de una norma inmediata-
mente aplicable representa una amenaza cierta e inminente a los derechos 
fundamentales.

26.	 A este respecto, cabe precisar que en el segundo supuesto mencionado no se 
pone en duda el carácter autoaplicativo o autoejecutivo de la norma, sino la forma 
en la que se produce o producirá la afectación. En efecto, en este supuesto no 
se evidencia una afectación concreta, sino una afectación en ciernes; que el 
paso del tiempo o actos futuros concretarían.

27.	 Contrario a lo alegado por la municipalidad emplazada, el Tribunal Constitucio-
nal considera que el procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas 
establecido en el TUPA regulado mediante Ordenanza Municipal 012-2012-Mu-
nicipalidad del Callao es una norma autoaplicativa. Los requisitos o condiciones 
que establece dicha disposición legal son para el otorgamiento de un tipo de 
licencia municipal (licencia para la instalación de estaciones y antenas de tele-
fonía celular, estaciones radioeléctricas y otros similares) y no para su eficacia 
como norma. En consecuencia, no cabe discutir la procedencia del amparo en 
el presente caso; por lo que corresponde ahora verificar si el contenido de la 
norma resulta inconstitucional y representa, por tanto, una amenaza para los 
derechos a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida, y para la salud de las personas que habitan en la provincia constitucional 
del Callao.

28.	 En tal sentido, al Tribunal Constitucional le corresponde verificar si el referido 
procedimiento 15 de la Subgerencia de Obras Privadas establecido en el TUPA 
cumple o no la exigencia constitucional de que las leyes y sus actos de aplica-
ción —de acuerdo a lo establecido en los artículos 38 y 44 de la Constitución 
y en virtud al efecto de irradiación de los derechos en todos los sectores del 
ordenamiento jurídico— se realicen conforme a los derechos fundamentales y 
de que impongan sobre todos los organismos públicos el “deber especial de 
protección” de dichos derechos.

29.	 El artículo 67 de la Constitución establece la obligación ineludible del Estado de 
instituir la política nacional del ambiente. Ello implica un conjunto de acciones 
que el Estado se compromete a desarrollar o promover, con el fin de preservar y 
conservar el ambiente frente a las actividades humanas que pudieran afectarlo. 
Tal política nacional —entendida como el conjunto de directivas para la acción 
orgánica del Estado a favor de la defensa y conservación del ambiente— debe 
permitir el desarrollo integral de todas las generaciones de peruanos que tienen 
el derecho de gozar de un ambiente adecuado para el bienestar de su existencia 
(artículo 2, inciso 2) y el derecho a la protección de su salud (artículo 7).
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30.	 Por ello, cuando la Constitución reconoce competencia en sus artículos 192, 
inciso 7 y 195, inciso 8 a los gobiernos regionales y a los gobiernos locales, 
respectivamente, para promover, desarrollar y regular actividades en materia 
de salud y medio ambiente; dicha competencia constitucional no puede ser 
ejercida (i) al margen de las políticas nacionales establecidas con el propósito 
de garantizar el derecho que tienen todas las personas a poder disfrutar de un 
medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de 
manera natural y armónica y, en el caso de que el hombre intervenga, no ocasione 
una alteración sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos del 
medio ambiente; y, (ii) tampoco pueden desarrollarse sin mantener los bienes 
ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute, lo que implica, sin 
duda, adoptar medidas preventivas.

31.	 Conforme a lo establecido en la Ordenanza 012-2012-Municipalidad del Callao, 
el procedimiento 15 “Autorización de instalación de estaciones y/o antenas de 
base celular, radares u otros similares en propiedad privada” de la Subgerencia 
de Obras Privadas recogido en el TUPA fija los siguientes requisitos para la 
concesión de la correspondiente licencia:

1.	 Solicitud dirigida al Sr. Alcalde señalando dirección exacta de la ubicación 
de la(s) estacione(s), antena(s) de base celular, radare(s) u otros similares, 
debiendo consignar domicilio procesal dentro de la jurisdicción del Cercado 
del Callao o de la Región Callao.

2.	 Pago por derecho de trámite.

3.	 Copia de la Resolución emitida por el Ministerio mediante el cual se otorga 
concesión al Operador para prestar el servicio público de telecomunica-
ciones expedida por el Ministerio o en el caso de las empresas de valor 
añadido de la resolución a que se refiere el artículo 33 de la Ley de Tele-
comunicaciones.

4.	 Memoria descriptiva y planos de ubicación detallando características físicas 
y técnicas de las instalaciones materia de trámite, suscritos por un Ingeniero 
Civil y/o Electrónico o de Telecomunicaciones, según corresponda, ambos 
Colegiados y hábiles en el ejercicio.

5.	 El predio donde se instalarán las estructuras deberá contar con la licencia 
de construcción, conformidad de obra y/o declaratoria de edificación. De-
biendo adjuntar la documentación sustentatoria.

6.	 En caso de estaciones radioeléctricas o para radares o similares, se pre-
sentará adicionalmente: a) Declaración Jurada del Ingeniero Civil colegiado 
responsable de la ejecución de la obra, que indique expresamente que las 
estructuras, esto es, la edificación existente y torre sobre la cual se instalará 
la antena o antenas, reúna las condiciones que aseguren su adecuado 
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comportamiento en condiciones extremas de riesgo tales como sismos, 
vientos, entre otros, teniendo en cuenta, de ser el caso, el sobrepeso de 
las instalaciones de la Estación Radioeléctrica sobre las edificaciones exis-
tentes. Se anexarán planos y cálculos de las instalaciones desde el punto 
de vista estructural y de anclaje a las edificaciones nuevas o existentes.

7.	 Carta de compromiso por la cual se obliga a tomar las medidas necesarias 
para la prevención del ruido, vibraciones u otro impacto ambiental compro-
metido que pudieran causar incomodidad a los vecinos por las instalaciones 
o funcionamiento de la estación radioeléctrica o radar así como a adoptar 
todas las medidas necesarias a fin de garantizar que las radiaciones que 
emite la estación radioeléctrica durante la operación, no excederá de los 
valores establecidos como límites máximos permisibles de radiaciones no 
ionizantes aprobado por DS N˚ 038-2003-MTC y su modificatoria.

8.	 Carta de compromiso por la cual se obliga a retirar las estructuras si, como 
consecuencia de una queja vecinal, se comprobara el no cumplimiento de 
lo señalado en el Art. 23 de la Ordenanza Municipal N˚ 00014.

9.	 Copia legalizada notarialmente del contrato suscrito entre el propietario 
del inmueble y el Operador.

10.	 Si se trata de un predio comprendido en el Régimen de Unidades Inmo-
biliarias de Propiedad Exclusiva y de propiedad común, los Operadores 
deberán presentar copia legalizada del acta de la Junta de propietarios 
autorizando la ejecución de la obra e instalación de las maquinarias, es-
tructuras o elementos.

11.	 Si el operador es el propietario del inmueble presentará documentos pro-
batorios.

32.	 El principio precautorio, como se ha señalado supra, coadyuva a la preserva-
ción del medio ambiente, por ello, se aplica ante la amenaza de un daño a la 
salud o medio ambiente y ante la falta de certeza científica sobre sus causas y 
efectos. Si bien el presupuesto esencial para la aplicación de este principio es 
precisamente la falta de certeza científica —aun cuando no sea imprescindible 
demostrar plenamente la gravedad y realidad del riesgo—, sí resulta exigible que 
haya indicios razonables y suficientes de su existencia y que su entidad justifique 
la necesidad de adoptar medidas urgentes, proporcionales y razonables.

33.	 Pero no siempre la prohibición absoluta de determinada actividad es la única 
vía para alcanzar determinado grado de protección, pues, dependiendo del 
caso, el mismo puede ser alcanzado, mediante la reducción de la exposición al 
riesgo, con el establecimiento de mayores controles y la imposición de ciertas 
limitaciones.
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34.	 En la actualidad no existe consenso científico en torno a si la radiación electro-
magnética de la telefonía celular ocasiona daños en la salud de las personas y 
alteran el desarrollo equilibrado del medio ambiente en el que viven. No obstante 
ello, el Estado —a través de sus distintas autoridades entre las que están los 
gobiernos regionales y locales— no puede dejar de adoptar una conducta pre-
ventiva y precautoria al respecto y disponer medidas que regulen la prestación 
del servicio de telecomunicaciones tomando en consideración el posible daño 
que pueda generar la presencia de estaciones o antenas de telefonía celular y 
otros similares en espacios habitados por personas, a fin de garantizar eficaz-
mente la preservación del medio ambiente y de la salud de dichos ciudadanos.

35.	 Más aún, si como ha quedado establecido en la jurisprudencia constitucional, 
tratándose de controversias cuya naturaleza es similar a la aquí planteada, 
las autoridades competentes, así como las municipalidades y el Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones, tienen el deber de cumplir de manera respon-
sable su labor de fiscalización sobre la exposición a la radiación no ionizante 
que generan las estructuras de telefonía celular (cfr. STC Nº 4893-2015-PA).

36.	 En el presente caso, el Tribunal Constitucional advierte que los requisitos para 
conceder la autorización de instalación de estaciones y/o antenas de base celular, 
radares u otros similares en propiedad privada establecidos en el cuestionado 
procedimiento 15 regulado por la Municipalidad Provincial del Callao, no resultan 
acordes al principio precautorio y tampoco al de prevención.

37.	 El requisito N˚ 7 consiste en presentar una “carta de compromiso por la cual se 
obliga a tomar las medidas necesarias para la prevención del ruido, vibraciones 
u otro impacto ambiental comprometido que pudieran causar incomodidad a los 
vecinos por las instalaciones o funcionamiento de la estación radioeléctrica o 
radar así como a adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar que 
las radiaciones que emite la estación radioeléctrica durante la operación, no 
excederá́ de los valores establecidos como límites máximos permisibles”. En 
tanto que el requisito N˚ 8 exige presentar una “carta de compromiso por la cual 
se obliga a retirar las estructuras si, como consecuencia de una queja vecinal, 
se comprobara el no cumplimiento de lo señalado en el Art. 23 de la Ordenanza 
Municipal N˚ 00014”.

38.	 Como puede observarse, dichas disposiciones expresan requisitos generales 
que no constituyen controles rigurosos ni preventivos por parte de la Municipa-
lidad emplazada. Se tratan de meros compromisos, acuerdos entre las partes, 
promesas de que no se producirán situaciones que puedan colocar en riesgo a 
los derechos fundamentales de los habitantes; y, de otro lado, tampoco expresan 
cómo es que se generaría certeza en la Municipalidad de que dicho riesgo no 
se produciría.
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39.	 Las exigencias contenidas en los requisitos 7 y 8, tal como han sido establecidas, 
representan, por tanto, una amenaza a los derechos a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de las personas (artículo 2, inciso 
22 de la Constitución) y para la protección de la salud (artículo 7) de los vecinos 
de la provincia constitucional del Callao.

40.	 En consecuencia, el Tribunal Constitucional considera que la competencia 
reguladora ejercida por la Municipalidad Provincial del Callao a través de la 
citada Ordenanza 012-2012, incumple la exigencia constitucional de que las 
leyes y sus actos de aplicación —de acuerdo a lo establecido en los artículos 
38 y 44 de la Constitución y en virtud al efecto de irradiación de los derechos 
en todos los sectores del ordenamiento jurídico— se realicen conforme a los 
derechos fundamentales e impongan sobre todos los organismos públicos el 
“deber especial de protección” de dichos derechos. Efectos de la sentencia en 
el presente caso

41.	 La Municipalidad Provincial del Callao deberá revisar el procedimiento 15 de 
la Subgerencia de Obras Privadas establecido en su TUPA (o el símil aplicable 
actualmente si aquel ya no se encuentra vigente) regulado mediante Ordenanza 
Municipal 012-2012; y, atendiendo a los principios de prevención y precautorio, 
así como al deber especial de protección de los derechos a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de las personas, y a la protec-
ción de la salud, deberá modificar los requisitos 7 y 8 para el otorgamiento de 
licencias que autorizan la instalación de estaciones y/o antenas de base celular, 
radares u otros similares en propiedad privada, imponiendo requisitos técnicos 
más rigurosos y específicos.

42.	 Mientras dure el proceso de revisión, modificación e implementación normati-
va ordenado, el mismo que no deberá superar los seis (6) meses desde que 
es notificada la presente sentencia, el procedimiento para el otorgamiento de 
licencias para la instalación de estaciones y/o antenas de base celular, radares 
o tros similares en propiedad privada, deberá quedar suspendido.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú,

HA RESUELTO
Declarar FUNDADA la demanda de amparo, debiendo la demandada proceder con 
arreglo a lo dispuesto en los fundamentos 41 y 42 supra.

Publíquese y notifíquese. SS.
LEDESMA NARVÁEZ
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
PONENTE LEDESMA NARVÁEZ
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Anexo 2. Sentencia de primera instancia que declara fundada la 
acción de amparo por vulneración de los derechos de los usuarios 

de San Juan de Lurigancho con la instalación de antenas de 
telefonía sin certificación ambiental.

Instalación de antenas sin certificación ambiental en 
San Juan de Lurigancho

Infraestructura de Estación Base para Celulares-Móviles de la empresa América 
Móvil Perú (Claro) instalada en una vivienda del Asentamiento Humano San 
Juan Bautista, frente al penal San Pedro-Ex Lurigancho (mayo, 2021).
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EXPEDIENTE N° 26902-2013-0-1801-JR-DI-09

ÓRGANO JURISDICCIONAL Segundo Juzgado Constitucional Transitorio de Lima

MATERIA Acción de amparo

DEMANDANTES Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Soste-
nible – IDLADS

DEMANDADO •	 Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho
•	 Ministerio de Transportes y Comunicaciones
•	 América Móvil Perú SAC - Claro

SENTENCIA

RESOLUCIÓN N° CATORCE
Lima, treinta de octubre
del año Dos Mil Veintiuno.

ANTECEDENTES: Oídos los informes orales de los abogados de la parte deman-
dante y demandada.

Con la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Constitucional por Ley N° 
31307 y encontrándose el expediente en Despacho expedito para emitir sentencia.

Resulta de autos que a fojas 01 a 75 el INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL DEL AM-
BIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE DEL PERÚ – IDLADS – PERU, representado 
por HENRY OLEFF CARHUATOCTO SANDOVAL, interpone demanda de amparo 
contra el MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES - MTC, PROCU-
RADOR PÚBLICO DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES, la 
MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE LURIGANCHO, el PROCURADOR 
PÚBLICO DE LA MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE LURIGANCHO 
Y AMÉRICA MOVIL PERU SAC., a fin que nuestra Judicatura ordene lo siguiente:

a)	 Que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones - MTC cancele la autorización 
otorgada por no contar el operador de telefonía con certificación ambiental, ni 
licencia de funcionamiento, ni contar con la participación ciudadana, afectando 
el derecho al medio ambiente sano y equilibrado.

b)	 Que la Municipalidad de San Juan de Lurigancho realice la demolición y destruc-
ción de la obra privada (antena de telefonía) efectuada por la empresa América 
Móvil Perú – Claro, ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. 
A, Lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho, por carecer de certificación 
ambiental, licencia de funcionamiento y participación ciudadana

c)	 Que América Movil Perú – Claro, retire la instalación de la citada antena de 
telefónica del inmueble ubicado en el Asentamiento Humano San Juan Bau-
tista Mz. A, Lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho, al frente del penal 
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San Pedro – Ex Lurigancho, por carecer de certificación ambiental, licencia de 
funcionamiento y participación ciudadana.

d)	 Que, las autoridades adopten medidas preventivas, mitigadoras, compensatorias 
y fiscalizadoras, para mitigar los impactos negativos que ocasionan las radiacio-
nes y vibraciones de una antena de telefonía, instalada y mimetizada en forma 
de torreón dentro de una casa de 5 pisos, ubicada en el Asentamiento Humano 
San Juan Bautista mz. A, lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho.

Alega, vulneración de los derechos constitucionales a la salud, a su integridad moral 
y psíquica, al libre desarrollo, a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre, 
al descanso a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida, 
participación ciudadana y a la propiedad, todas previstas en la Constitución Política 
del Perú.

II.	 EXPOSICIÓN POSTULATORIA EXPRESADA POR LAS PARTES:
Del demandante. –
Funda su pretensión en las citas legales que hace mención, así como en el hecho 
que, la recurrente con fecha 14 de mayo de 2013, recibe la denuncia de diversos 
pobladores del Asentamiento Humano San Juan Bautista de fecha 14 de mayo de 
2013 del descubrimiento de una antena de telefonía, instalada y mimetizada en forma 
de torreón dentro de la casa de 5 pisos, 2 de las cuales ocultan la parte superior de 
la antena, la cual está ubicada en el ubicada en el Asentamiento Humano San Juan 
Bautista Mz. A, Lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho. Dicho Asentamiento 
Humano se encuentra ubicado en el Departamento de Lima, en el Distrito de San 
Juan de Lurigancho, en el Sector Canto Grande, calificado como permanente, según 
Resolución N° 067-94-MLM/ SMDU de fecha 05 de abril de 1994.

Es así, que el Instituto IDLADS PERÚ, pone a conocimiento de diversas entidades 
del Estado y entre ellas, solicita a la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, brinde 
información sobre la licencia de funcionamiento de antena de telefónica, ubicada en 
una construcción privada, en el Asentamiento Humano San Juan Bautista mz. A, Lote 
5, calle Tauria frente al Penal San Pedro 8 ex Lurigancho) - San Juan de Lurigancho, 
la misma que comunica a la recurrente, mediante oficio N° 032-2013-SGOP- GDU/
MDSJL, que no se ha emitido ninguna autorización para la instalación de la infraes-
tructura de antenas de telecomunicaciones por parte de alguna empresa de telefonía, 
además no existe expediente administrativo en trámite en el inmueble ubicado en 
el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. A, Lote 5, calle Tauria - San Juan 
de Lurigancho.

Luego, con fecha 13 de junio de 2013, el director General de Concesiones en Co-
municaciones del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, mediante oficio N° 
20704-2013- MTC/27, informa de la instalación de una estación de base de la empresa 
AMERICA MOVIL PERÚ desde el 29 de febrero de 2012, haciendo mención que la 
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instalación no requiere de obtención de permisos de instalación y operación, sino 
solamente de la comunicación de la instalación por partes de las empresas conce-
sionarias. Asimismo, preciso que no se ha verificado si la medición de los niveles de 
radiación no ionizantes (RNI) cumple con los límites máximos permisibles, advirtiendo 
que son competencias exclusivas de las municipalidades distritales, el normar, regular 
y otorgar autorizaciones, de derechos, licencias, realizar la fiscalización de construcción 
de estaciones radioeléctricas y tendidas de cables de cualquier naturaleza.

También hace alusión que existe omisión de las autoridades competentes en fiscali-
zar y autorizar antenas de telefonía celular, no obstante, no contar con certificación 
ambiental, ni haber realizado un procedimiento de participación ciudadana, es decir, 
ninguna autoridad se encarga de resguardar el derecho a la salud, a su integridad 
moral y psíquica, al libre desarrollo, a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 
libre, al descanso a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de 
su vida, participación ciudadana y a la propiedad de los habitantes Asentamiento 
Humano San Juan Bautista del Distrito de San Juan de Lurigancho.

De las codemandadas. –
Admitida a trámite la demanda y corrido el traslado mediante Resolución N° 01, de 
fecha 16 de diciembre de 2013.

El procurador público del Ministerio de Transportes y Comunicaciones se aper-
sona y contesta la demanda y negándola en todos sus extremos ( fojas 78 a 104), 
sosteniendo que conforme a lo establecido en el numeral 1 del artículo 127° del TUO 
del Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 020-2007-MTC establece que las estacione s radioeléctricas en tanto 
utilicen una banda asignada con carácter de uso exclusivo para un área determina-
da, no requieren de obtención de permisos de instalación por parte del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones, sino solo la comunicación de su instalación por parte 
de las empresas concesionarias.

Agrega que el demandante cita vulneración de varios derechos, sin embargo, no 
acompañan un estudio que establezca los niveles de exposición a los campos elec-
tromagnéticos, tampoco acredita qué poblador o conjunto de pobladores seha visto 
afectado su salud, integridad física o moral, no existiendo indicios razonables, ni 
suficientes que denoten la existencia de riesgo contra los bienes jurídicos protegidos 
al libre desarrollo y bienestar, a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre, al 
descanso, a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, al desarrollo de su vida, 
participación ciudadana, a la propiedad de los habitantes del Asentamiento Humano 
San Juan Bautista.

El procurador público Municipal a cargo de los asuntos judiciales de la Munici-
palidad Distrital de San Juan de Lurigancho, se apersona y contesta la demanda 
y negando que la municipalidad no ha vulnerado los derechos que alega el deman-
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dante (fojas 106 a 117), asimismo indica que la demanda deviene en improcedente, 
existiendo otra vía, como la contencioso administrativo, es más, no se ha acreditado 
que se ha amenazado o vulnerado el núcleo constitucionalmente protegido de los 
supuestos derechos.

América Móvil Perú SAC (AMV), representada por Luis Fernando Quijada Sotelo, se 
apersona y contesta la demanda (fojas 130 a 197) argumentando que, no ha vulnerado 
derechos que alega el demandante; señalando que el citado procedimiento 15 del 
TUPA de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, no contempla como requisito 
para autorizar la instalación de una antena de telefonía la aprobación de un estudio 
de impacto ambiental, acorde el artículo 3°de la Ley N° 27446.

Asimismo, hace referencia que el demandante responsabiliza al Ministerio de Trans-
portes y Comunicaciones de una omisión flagrante al no haber regulado normativa-
mente que las empresas de telefonía móvil, para instalar una antena, debe presentar 
un estudio de impacto certificación ambiental, conforme lo dispone el artículo 3°de 
la Ley N° 27446.

Siendo así, lo que solicita debe ser visto en un proceso de cumplimiento, por lo que 
el proceso de amparo deviene en improcedente.

Agrega, que no existe responsabilidad de AMV porque cumplió con el TUPA de la 
Municipalidad de San Juan de Lurigancho, y respecto a las radiaciones electromag-
néticas de las antenas de telefonía se acreditó ante el MTC que se encuentra por 
debajo de los límites permisibles de radiación no ionizante, en consecuencia, no hay 
riesgo de afectación a la salud o al medio ambiente, por tanto cumple con el principio 
precautorio recogido en el artículo 5 del Decreto Supremo N° 039-2007 – MTC.

III.	 ANÁLISIS DEL CASO:
PRIMERO: Del Proceso Constitucional de Amparo.-De acuerdo al artículo 200° 
inciso 2 de la Constitución, el amparo procede contra el hecho u omisión, por parte de 
cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza derechos consti-
tucionales distintos a los tutelados por el hábeas corpus y al hábeas data, siendo su 
finalidad la de proteger tales derechos, reponiendo las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación, como establece el artículo 1° del Nuevo Código 
Procesal Constitucional, Ley N° 28237.

SEGUNDO: La factibilidad de tramitar la pretensión de la actora vía amparo. -La 
parte actora ha alegado la violación de sus derechos constitucionales a la salud, a su 
integridad moral y psíquica, al libre desarrollo, a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del 
tiempo libre, al descanso a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo 
de su vida, participación ciudadana y a la propiedad

1)	 El derecho a la Salud del artículo 7°de la Constitución Política del Perú).

2)	 Derecho a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar 
(inciso 1) del artículo 2°de la Constitución Política del Perú.



82

Henry Oleff Carhuatocto Sandoval

3)	 Derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así 
como gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida del 
artículo 22°de la Constitución Política del Perú).

4)	 Al Derecho a la participación ciudadana del artículo 31 de la Constitución Política 
del Perú).

5)	 A la propiedad (inciso 16) del artículo 2°de la Constitución Política del Perú).

Los cuales podrán ser protegidos por el amparo de conformidad el artículo 44° del Nue-
vo Código Procesal Constitucional, por lo que corresponde entrar al fondo del asunto.

Además, el cuestionamiento a resoluciones judiciales se tramita a través de la vía 
constitucional del amparo.

TERCERO: Materia controvertida.- Luego de analizar los fundamentos que sustentan 
la demanda y lo expuesto en la contestación de la misma, se puede establecer que 
la controversia gira en torno a lo siguiente:

1.	 Determinar si la antena instalada por la empresa América Móvil Perú – Claro, 
ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. A, Lote 5, del Distrito 
de San Juan de Lurigancho cumple con el Límite Máximos Permisible-LMP de 
radiación no ionizante.

2.	 Establecer si el Ministerio de Transportes y Comunicaciones-MTC regula la 
exigencia de una certificación de impacto ambiental para la instalación de una 
antena.

3.	 Establecer si en el TUPA de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho debe 
incorporar el estudio de impacto ambiental como requisito para la instalación 
de una antena de radiación no ionizante.

4.	 Determinar si la parte demandante ha presentado pruebas o evidencias que la 
empresa América Móvil Perú – Claro con la instalación de la antena de telefonía 
en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. A, Lote 5, del Distrito de San 
Juan de Lurigancho ha ocasionado un impacto ambiental negativo en dicho lugar.

5.	 Señalar si la parte demandada ha tenido en cuenta para seguir con el desarrollo 
de sus actividades el artículo 5.2 del Decreto Supremo Nº 038-2006-MTC03 tal 
como lo indica el Oficio N° 1102 6-2009-MTC/27 de fecha 10 de junio de 2009.

6.	 Establecer si para la conservación y preservación del medio ambiente estaría la 
empresa privada dispuesta a someterse a una continua y permanente supervisión 
por parte del Ministerio de Transportes y Comunicaciones.

Además, ordenar que las autoridades adopten medidas preventivas, mitigadoras, 
compensatorias y fiscalizadoras, para mitigar los impactos negativos que ocasionan 
las radiaciones y vibraciones de una antena de telefonía, instalada y mimetizada en 
forma de torreón dentro de una casa de 5 pisos, ubicada en el Asentamiento Humano 
San Juan Bautista mz. A, lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho.
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CUARTO: Sobre el Derecho Constitucional a la Salud y su relación inseparable 
con el Derecho a la Vida.-El derecho a la salud reconocido en el artículo 7 de la 
Constitución no puede ser entendido como una norma que requiere de desarrollo legal 
para su efectividad, siendo así podemos afirmar que posee una doble dimensión, tal 
como lo señala el Tribunal Constitucional en la sentencia 03599-2007-AA/TC:

“(…) a) El derecho de todos los miembros de una determinada comunidad de no 
recibir por parte del Estado un tratamiento que atente contra su salud y b) El derecho 
de exigir del Estado las actuaciones necesarias para el goce de parte de los ciuda-
danos de servicios de calidad en lo relacionado a la asistencia médica, hospitalaria y 
farmacéutica. (…) A lo señalado debemos añadir que el derecho a la salud invocado 
por el demandante es considerado por este Tribunal como un derecho fundamental 
por su relación inseparable con el derecho a la vida, esto en uso del criterio de cone-
xidad. Así el derecho a la salud podrá ser exigido vía proceso de amparo cuando se 
encuentre vinculado de forma directa e inmediata con otros derechos fundamentales 
(el derecho a la vida, a la integridad física, etc.). Siendo ello así creemos necesario 
mencionar que son elementos esenciales del derecho a la salud: a) Su definición; Debe 
ser entendido como un indiscutible derecho fundamental. b) Los beneficiarios; Debe 
estar reconocido para toda persona humana, tutelando de manera especial la salud 
de aquellas personas con pronóstico no favorable de curación o aquellas otras que 
se encuentren en situaciones especiales (adultos mayores, minorías étnicas, mujeres 
embarazadas en abandono. c) Acceso al servicio; Debe garantizar la igualdad de 
oportunidades en el acceso al servicio de la salud y d) La calidad de servicio; Debe 
garantizar un obrar adecuado y un estándar mínimo en la actuación de las entidades 
prestadores (privadas o públicas) del servicio de salud”.

Asimismo, el Tribunal Constitucional ha determinado en el Expediente Nº 02945-
2003- AA/TC, que:

“(…) la noción de Estado social y democrático de derecho concreta los 
postulados que tienden a asegurar el mínimo de posibilidades que tornan 
digna la vida y, en esas circunstancias, se impone principalmente a los 
poderes públicos la promoción de esas condiciones. La vida, entonces, 
ya no puede entenderse tan solo como un límite al ejercicio del poder, 
sino fundamentalmente como un objetivo que guía la actuación positiva 
del Estado. Dichos postulados propenden la realización de la justicia que 
avala los principios de dignidad humana y solidaridad y traspasa el re-
ducido marco de la legalidad con el que se identificaba la noción clásica 
de Estado de derecho. Ahora el Estado está comprometido a invertir los 
recursos indispensables para desarrollar las tareas necesarias que le 
permitan cumplir con el encargo social de garantizar el derecho a la vida, 
la libertad, la seguridad y la propiedad privada.
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Nuestra Constitución Política de 1993 ha determinado que la defensa de 
la persona humana y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado; la persona está consagrada como un valor supe-
rior, y el Estado está obligado a protegerla. El cumplimiento de este valor 
supremo supone la vigencia irrestricta del derecho a la vida, pues este 
derecho constituye su proyección; resulta el de mayor connotación y se 
erige en el presupuesto ontológico para el goce de los demás derechos, 
ya que el ejercicio de cualquier derecho, prerrogativa, facultad o poder no 
tiene sentido o deviene inútil ante la inexistencia de vida física de un titular 
al cual puedan serle reconocidos.
La salud es derecho fundamental por su relación inseparable con el derecho 
a la vida, y la vinculación entre ambos derechos es irresoluble, ya que la 
presencia de una enfermedad o patología puede conducirnos a la muerte 
o, en todo caso, desmejorar la calidad de la vida. Entonces, es evidente la 
necesidad de proceder a las acciones encaminadas a instrumentalizar las 
medidas dirigidas a cuidar la vida, lo que supone el tratamiento orientado 
a atacar las manifestaciones de cualquier enfermedad para impedir su 
desarrollo o morigerar sus efectos, tratando, en lo posible, de facilitar los 
medios que al enfermo le permitan desenvolver su propia personalidad 
dentro de su medio social.
El derecho a la salud comprende la facultad que tiene todo ser humano 
de mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como mental, 
y de restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad 
orgánica y funcional de su ser, lo que implica, por tanto, una acción de 
conservación y otra de restablecimiento; acciones que el Estado debe 
proteger tratando de que todas las personas, cada día, tengan una mejor 
calidad de vida, para lo cual debe invertir en la modernización y fortaleci-
miento de todas las instituciones encargadas de la prestación del servicio 
de salud, debiendo adoptar políticas, planes y programas en ese sentido”.

QUINTO: Sobre el Derecho a su integridad moral, psíquica y física y a su libre 
desarrollo y bienestar. -
Este derecho se encuentra contemplado en la Constitución Política de 1993 del 
siguiente modo:

Por su parte, la doctrina señala que el contenido de la integridad psíquica es el 
siguiente65:

65	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. 
Ob. Cit. p. 120
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•	 El temperamento, conformado por el conjunto de características psicosomáticas 
con base bioquímica y genética y que dan características especiales a Ia forma 
de ser de la persona.

•	 El carácter o forma de ser, que son las ideas, convicciones y actitudes. Son las 
que hacen que la persona sea de una cierta manera, conformando su idiosin-
crasia.

•	 La personalidad, que es el conjunto conformado por el temperamento y por el 
proceso de culturación, es decir, de crecimiento en un ambiente social y familiar 
determinado.

Todo cuanto acaba de referirse tanto en relación a las capacidades como de conte-
nidos, se encuentra protegido por la integridad psíquica. Del mismo modo como no 
se puede privar a Ia persona de sus posibilidades psíquicas, tampoco se le puede 
intentar modificar en su carácter, temperamento y personalidad66.

La integridad moral es el aspecto estrictamente espiritual de Ia persona, en donde 
residen sus convicciones religiosas, filosóficas, morales, políticas, sociales, ideoló-
gicas y culturales. Con esto nos referimos a todo aquello que hace a la persona un 
ser físico, emotivo e intelectual y que le da un valor trascendente de ser humano, 
ubicado en una determinada manera y establecido con ideas propias sobre sí misma 
y el mundo que le rodea67.

El Derecho al Libre Desarrollo y Bienestar.- La Constitución Política 1993 establece:

“Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho: “(...) a su libre desarrollo y bienestar”

Cada persona tiene la libertad de elegir los más diversos detalles de su vida según 
su libre albedrio68.

El derecho al libre desarrollo de la personalidad ha sido conceptualizado del siguiente 
modo:

“El libre desarrollo de la persona significa la plena realización del individuo 
como ser humano. Supone (...) el ejercicio de una facultad que reconoce 
a cada persona la posibilidad de hacer uso de todas sus potencialidades 
físicas, intelectuales y morales en su propio beneficio, con Ia finalidad de 
alcanzar un nivel de vida cualitativamente mejor. Es el derecho de todo 
ser humano a lograr la realización de su personalísimo proyecto de vida, 
lo que es de imposible concreción si no se goza de los bienes materiales 

66	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. 
Oh. Cit. p. 120.

67	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. 
Ob. Cit. p. 121.

68	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. 
Ob. Cit. p. 130.
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y espirituales indispensables para una existencia digna y compatible con 
la condición humana”69.

El libre desarrollo de la persona implica la independencia radical de todo ser humano 
para obrar sin ser interferido en la elección de su propio plan de vida. Es decir, de-
sarrollar libremente la personalidad con el mínimo posible de restricciones70. Lo que 
protege este derecho entonces no es otra cosa que la autonomía de Ia persona en 
la construcción y realización de su plan de vida:

“El libre desarrollo de la personalidad no es otra cosa que autonomía 
personal: la independencia radical de todo ser humano para obrar sin ser 
interferido al elegir su propio plan de vida y al adherirse a sus ideales de 
existencia. Desarrollar libremente la personalidad consiste en ejercer, con el 
mínimo posible de restricciones, la llamada libertad general de actuación”71.

La realización del propio plan de vida es algo que entonces, atañe única y exclusi-
vamente a la persona y sólo a ella. Por tanto, cualquier objetivo meta que se plantee 
la persona debe provenir de ella:

“(...) la libertad es un medio de realización y, como tal, es una potestad 
teleológicamente determinada. Tiene que ver con la realización y la inte-
gridad de cada ser humano en el sentido que, sólo siguiendo sus propios 
designios, cada persona se realizará mejor en el mundo”72.

El impacto que genera este derecho es trascendental en la construcción social, puesto 
que a la sociedad no le cabe otro rol que respetar las manifestaciones y opciones que 
explicita la persona como expresiones de sus personales opciones en su plan de vida:

“Este derecho protege a la persona en dos aspectos complementarios: el 
primero, en mantener sus potencialidades coma tales, es decir, establece 
el derecho de que no se le cierren posibilidades de desarrollo desde hoy 
en adelante dentro de la sociedad. El segundo, en tomar las acciones que 
Ia conduzcan a desarrollarse dentro del cumplimiento de sus deberes y de 
los límites que imponen las leyes”73.

69	 MESÍA, Carlos. Ob. Cit. p. 98.
70	 MESÍA, Carlos. Ob. Cit. pp. 98-99.
71	 MADRID-MALO GARIZÁBAL, Mario. Derechos fundamentales. Santafé de Bogotá: 3R Editores, 

1997. p. 122.
72	 RUBIO CORREA, Marcial. Estudio de la Constitución Política de 1993. Lima: PUCK Fondo 

Editorial, 1999. T. 1. pp. 433-434.
73	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. 

Ob. Cit. p. 128
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“Por su naturaleza, el libre desarrollo de la persona implica la independencia 
radical de todo ser humano para obrar sin ser interferido en la elección de 
su propio plan de vida. Es decir, desarrollar libremente la personalidad con 
el mínimo posible de restricciones”74.

Al respecto, también tenemos que la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha 
reconocido la naturaleza y alcances de este derecho:

“14. [ ] El derecho a libre desarrollo garantiza una libertad general de 
actuación del ser humano en relación con cada esfera de desarrollo de Ia 
personalidad. Es decir, de parcelas de libertad natural en determinados 
ámbitos de la vida, cuyo ejercicio y reconocimiento se vinculan con el con-
cepto constitucional de persona como ser espiritual, dotada de autonomía y 
dignidad, y en su condición de miembro de una comunidad de seres libres”75.

SEXTO: Sobre el Derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre 
y al descanso, así como gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al de-
sarrollo de su vida.- Tal como lo establece la Constitución de 1993 en el artículo 2 
inciso 22, de acuerdo con ello se reconoce que el contenido esencial de dicho derecho 
se encuentra determinado por dos elementos: 1) el derecho a gozar del ambiente 
equilibrado y 2) el derecho a que dicho ambiente sea preservado. De acuerdo a la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional la primera manifestación (el derecho a 
gozar del medio ambiente) implica la facultad de las personas de poder disfrutar de 
un medio ambiente en el que el conjunto de sus elementos se desarrollen e interrela-
cionen de manera natural y armónica, y en el caso de que el hombre intervenga, dicha 
intervención no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe 
entre sus elementos; lo cual supone por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, 
sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad76.

En cambio, en su segunda manifestación (la preservación del medio ambiente) 
implica obligaciones ineludibles para los poderes públicos y la sociedad en su con-
junto, orientadas todas ellas a mantener los bienes ambientales en las condiciones 
adecuadas para su disfrute. De ese modo, el derecho a un ambiente equilibrado y 
adecuado comporta un deber negativo y positivo frente al Estado, deber que en su 
dimensión negativa se traduce en la obligación del Estado de abstenerse de realizar 

74	 MESÍA, Carlos. Derechos de la persona. Dogmática constitucional. Lima: Fondo Editorial del 
Congreso del Peí, 2004. pp. 98-99.

75	 STC. Exp. N° 2868-2004-AA/TC del 24 de Noviembre de 2004. En: BERNALES BALLESTEROS, 
Enrique; EGUIGUREN PRAELI, Francisco y RUBIO CORREA, Marcial. Ob. Cit. p. 129.

76	 REYNOSO ECHEVARRÍA, Jeandira. La minería y el derecho a un medio ambiente equilibrado y 
adecuado. Análisis a propósito de la STC N° 00316-2011-PA/TC. En: Revista Jurídica del Perú. 
Trujillo: Editora Normas Legales. N° 138. [78-92]. Agosto del 2012. p. 86.
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cualquier tipo de actos que afecten al medio ambiente, mientras que, en su dimen-
sión positiva, le impone deberes y obligaciones destinadas a conservar el ambiente 
equilibrado, lo que supone tareas de conservación y prevención ante afectaciones a 
dicho “ambiente equilibrado”77.

La consagración constitucional de este derecho de tercera generación reclama un suje-
to más amplio de los derechos humanos, lo que remite a la necesaria universalización 
a la que la idea de ellos hace referencia, en la medida en que los también llamados 
“derechos humanos de solidaridad” tienen su origen en los límites a la disponibilidad 
de los recursos a favor de su conservación para las futuras generaciones78.

Dichos derechos surgen para superar la falsa disyuntiva entre la libertad e igualdad, 
tratando de atender a las condiciones que posibilitan los demás derechos y que 
podrían resumirse en las siguientes concepciones: a) el derecho a un ambiente 
ecológico sano, b) el derecho al respeto al patrimonio común de la humanidad, c) 
el derecho al desarrollo y d) el derecho a la paz. En su ámbito sería res comunes 
(bienes comunales) que son aquellos a los que todos tienen derecho al uso y por 
tanto, nadie tiene derecho al abuso79.

Referente al Derecho al medio ambiente equilibrado y adecuado.- Atendiendo 
que “El inciso 22 del artículo 2° de la Constitución Po lítica del Perú reconoce el de-
recho fundamental de gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de 
la vida de la persona. El Tribunal Constitucional en el expediente N° 0964-202-AA/
TC Lima, señala:

“(…) Se trata, en principio, y como se desprende de la ubicación de su 
reconocimiento, de un derecho subjetivo de carácter constitucional, cuyo 
titular es el ser humano considerado en sí mismo, con independencia de su 
nacionalidad o, acaso, de ciudadanía. Sin embargo, no sólo es un derecho 
subjetivo, sino que se trata también de un derecho o interés de carácter 
difuso, puesto que es un derecho que lo titularizan todas y cada una de 
las personas (…) ( f.j.8 )
Sin embargo, la Constitución no sólo garantiza que el hombre se desarrolle 
en un medio ambiente equilibrado, sino también alude a que ese ambiente 
debe ser “adecuado para el desarrollo de la vida humana”, lo que se tra-
duce en la obligación del Estado, pero también de los propios particulares, 
de mantener las condiciones naturales del ambiente a fin de que el ser 
humano viva en condiciones ambientalmente dignas. En efecto, en el 
Estado democrático de derecho de nuestro tiempo ya no sólo se trata de 

77	 Reynoso Echevarria, Jeandira. Ob. Cit. p. 86.
78	 Reynoso Echevarria, Jeandira. Ob. Cit. p. 86.
79	 Reynoso Echevarria, Jeandira. Ob. Cit. p. 86.
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garantizar la existencia de la persona o cualquiera de los demás derechos 
que en su condición de ser humano le son reconocidos, sino también de 
protegerla de los ataques al medio ambiente en el que esa existencia se 
desenvuelve, a fin de permitir que su vida se desarrolle en condiciones 
ambientales aceptables, pues, como se afirma en el artículo 13 de la Decla-
ración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas, el “derecho 
a un medio ambiente seguro, sano [es] condición necesaria para el goce 
del derecho a la vida y el bienestar colectivo (…) ( f.j.9 )
Tal derecho al ambiente equilibrado y adecuado participa tanto de las 
propiedades de los derechos reaccionales como de los derechos presta-
cionales. En su faz reaccional, éste se traduce en la obligación del Estado 
de abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten el medio 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida humana. ( 
f.j.10)” ( Subrayados nuestros).

Es decir, que la necesidad de mejorar las prestaciones de servicios públicos no se 
puede entender afectando el derecho al medio ambiente equilibrado y adecuado, ya 
que todos tenemos la obligación de cuidar el medio ambiente, como lo señalan la 
normatividad nacional e internacional.

SÉPTIMO: Sobre el Derecho a la participación ciudadana.-El derecho a la par-
ticipación ciudadana se encuentra previsto en la Constitución Política en el artículo 
31°, dentro de los derechos políticos.

“Artículo 31°. - Los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos 
públicos mediante referéndum; iniciativa legislativa; remoción o revocación 
de autoridades y demanda de rendición de cuentas. Tienen también el dere-
cho de ser elegidos y de elegir libremente a sus representantes, de acuerdo 
con las condiciones y procedimientos determinados por ley orgánica. Es 
derecho y deber de los vecinos participar en el gobierno municipal de su 
jurisdicción. La ley norma y promueve los mecanismos directos e indirectos 
de su participación. Tienen derecho al voto los ciudadanos en goce de su 
capacidad civil. Para el ejercicio de este derecho se requiere estar inscrito 
en el registro correspondiente. El voto es personal, igual, libre, secreto y 
obligatorio hasta los setenta años. Es facultativo después de esa edad. La 
ley establece los mecanismos para garantizar la neutralidad estatal durante 
los procesos electorales y de participación ciudadana. Es nulo y punible 
todo acto que prohíba o limite al ciudadano el ejercicio de sus derechos. 
(*)”. (subrayado es nuestro).
En la legislación interna se encuentra la Ley de los Derechos de Partici-
pación y Control Ciudadanos, Ley Nº 26300.
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OCTAVO: Sobre el Derecho Constitucional a la Propiedad.- El Derecho a la Pro-
piedad es un Derecho Fundamental que se encuentra reconocido en el artículo 70° de 
la Constitución Política del Perú, el cual guarda una estrecha relación con la libertad 
personal, pues a través de la propiedad se expresa la libertad económica que tiene 
toda persona en el Estado social y democrático de derecho; en efecto, la propiedad 
garantiza la existencia e integridad (corporal o incorporal) para el propietario80, así 
como la participación del propietario en la organización y el desarrollo de un sistema 
económico-social. De ahí que el citado artículo 70° de la Constitución reconozca que 
el derecho de propiedad es inviolable y tiene plena garantía por parte del Estado.

Así, en sentencias recaídas en los Exp. N° 03258-20 10-PA/TC y el N° 05614- 2007-
PA/TC, el Tribunal Constitucional ha reafirmado el presente derecho fundamental al 
sostener que “el derecho de propiedad faculta a su titular para usar, gozar, explotar 
y disponer de ella, siempre y cuando, a través de su uso, se realice la función social 
que le es propia. De ahí que el artículo 70° de la Constitución precise que el derecho 
de propiedad se “ejerce en armonía con el bien común”. Y no solo esto; además, 
incluye el derecho de defender la propiedad contra todo acto que tenga efectos de 
privación en la integridad de los bienes protegidos (…) En este orden de ideas, como 
ya este Tribunal lo ha señalado en la sentencia recaída en el expediente N.º 05614-
2007-PA/TC, el derecho de propiedad se caracteriza, entre otras cosas, por ser: a) 
un derecho pleno, en el sentido de que le confiere a su titular un conjunto amplio de 
atribuciones que puede ejercer autónomamente dentro de los límites impuestos por 
el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; y, b) un derecho irrevocable, en el 
sentido de reconocer que su extinción o transmisión depende de la propia voluntad 
del titular y no de la realización de una causa extraña o del solo querer de un tercero, 
salvo las excepciones que prevé expresamente la Constitución Política…En conse-
cuencia, el goce y ejercicio del derecho de propiedad solo puede verse restringido 
en los siguientes supuestos: a) estar establecidas por ley; b) ser necesarias; c) ser 
proporcionales, y d) hacerse con el fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad 
democrática. En conclusión, el derecho de propiedad solamente puede ser materia 
de restricciones por las causas y finalidades señaladas en la propia Constitución”.

Asimismo, habrá que tener presente que la propiedad privada se basa en la idea un 
disfrute individual, en forma exclusiva y excluyente, mientras que el dominio público 

80	 Para el autor Luís Castillo Alva, en virtud de la dimensión subjetiva o de libertad del derecho 
de propiedad se reconocen un conjunto de facultades de acción y de disposición a favor del 
titular; mientras que en su dimensión objetiva o prestacional, el poder público adquiere una 
serie de deberes de promoción del pleno ejercicio de este derecho. Asimismo, tal autor sostiene 
que el derecho a la propiedad deberá ejercerse en armonía con otros derechos fundamentales 
y bienes constitucionales y, en particular, acorde a su función social. Obra Colectiva “Código 
Procesal Constitucional Comentado”, Jhonny Tupayachi Sotomayor (Coordinador), Biblioteca 
Peruana de Derecho Constitucional, Edit. ADRUS, Lima 2009, Pág. 426 a 427.
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de la propiedad se sujetará a un disfrute comunitario por toda la sociedad, confor-
me a la política pública de primacía del bien común; con ello, el dominio público se 
fundará casi principalmente, conforme al fin general que administra el Estado para 
el beneficio colectivo, mas no para el disfrute individual81. Con tal razón, la presente 
diferencia condicionará a que la propiedad privada se proteja mediante la cláusula 
de inviolabilidad, protección de los particulares y las inversiones, mientras que el 
dominio estatal carecerá absolutamente de tales fines, pues no será considerada 
propiedad en sentido estricto82.

Por ello, a través de la sentencia recaída en el Exp. N° 6251-2013-PA/TC, el referido 
colegiado ha señalado –dentro del contenido esencial al derecho a la propiedad- que:

“Cuando nuestra Constitución garantiza la inviolabilidad de la propiedad 
privada y señala que debe ser ejercida en armonía con el bien común y 
dentro de los límites legales, no hace más que referirse a la función social 
que el propio derecho de propiedad posee en su contenido constitucional-
mente protegido (…). Esta función social explica la doble dimensión del 
derecho de propiedad y determina que, además del compromiso del Estado 
de proteger la propiedad privada y las actuaciones legítimas que de ella 
se deriven, pueda exigir también un conjunto de deberes y obligaciones 
concernientes a su ejercicio, en atención a los intereses colectivos de la 
Nación (…). En consecuencia, el contenido constitucionalmente protegido 
del derecho de propiedad no puede determinarse únicamente bajo la 
óptica de los intereses particulares, como lo enfocan los demandantes, 
sino que debe tomarse en cuenta, necesariamente, el derecho de propiedad 
en su dimensión de función social”.

NOVENO: Sobre el Principio Precautorio.- Es necesario resaltar que dicho principio 
fue recogido por el Derecho Internacional del Medio Ambiente, adoptado por nuestro 
derecho interno en la Ley General del Ambiente en el artículo VII del Título Prelimi-
nar “Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta 
no deben utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces y 
eficientes para impedir la degradación del ambiente.

Según el Tribunal Constitucional en el Fundamento 18 del Exp. Nº 0048-2004-PI/TC, 
se entiende por Principio Precautorio la adopción de medidas de cautela y producción 
de reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la real 
dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente.

81	 GONZALES BARRON GUNTHER, “Amparo Constitucional en Defensa de la Propiedad”, Edit. 
GACETA JURIDICA, Lima, mayo, 2018, Pág. 84 a 85.

82	 ÍDEM, Pág. 85
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En el plano ambiental, el Principio precautorio comporta una medida de prevención 
Según la Ley Marco del Sistema de Gestión Ambiental en el Art. 5 de los Principios 
de Gestión Ambiental.

k. “Aplicación del criterio de precaución, de modo que cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para impedir la degradación 
del ambiente”.

El TC también ha dicho en la STC No 3510-2003-PA-TC que El “principio precauto-
rio” o también llamado “de precaución” o “de cautela” se encuentra estrechamente 
ligado al denominado principio de prevención. Este exige la adopción de medidas 
de protección antes de que se produzca realmente el deterioro al medio ambiente. 
Aquel opera más bien ante la amenaza de un daño a la salud o medio ambiente 
y la falta de certeza científica sobre sus causas y efectos. Es justamente en esos 
casos en que el principio de precaución puede justificar una acción para prevenir el 
daño, tomando medidas antes de tener pruebas de este. (STC N.º 9340-2006-PA/
TC, f.4). El mencionado colegiado establece así que, como elemento esencial del 
principio de precaución, la falta de certeza científica para aplicarlo, aun cuando no 
sea imprescindible demostrar plenamente la gravedad y realidad del riesgo, sí resulta 
exigible que haya indicios razonables y suficientes de su existencia y que su entidad 
justifique la necesidad de adoptar medidas urgentes, proporcionales y razonables. 
(subrayado nuestro).

DÉCIMO.- Sobre el principio de prevención.- Tribunal ha establecido en la STC 
N°O 01206-2005-AA/TC que: “(...) este principio de prevención se desprende de la 
faz prestacional inherente al derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, 
lo que ha sido concretizado por el legislador ordinario. En tal sentido, es ineludible el 
deber del Estado de prevenir adecuadamente los riesgos ante los cuales se encuentra 
el ecosistema, así como los daños que se pueden causar al ambiente como conse-
cuencia de la intervención humana, en especial en la realización de una actividad 
económica. Más aún, el principio de prevención obliga al Estado a ejecutar acciones 
y adoptar medidas técnicas que tengan como fin evaluar los posibles daños que se 
pueda ocasionar al medio ambiente”.

En la Sentencia STC N° 4893-2015 hace alusión al principio de prevención y el 
principio precautorio.

“Es del caso advertir que, si bien el principio de prevención y el principio 
precautorio están íntimamente relacionados, existe una distinción entre 
ambos. En ese sentido, Jiménez de Parga y Maseda manifiesta que: “ [...] 
la prevención se basa en dos ideas-fuerza: el riesgo de daño ambiental 
podemos conocerlo anticipadamente y podemos adoptar medidas para 
neutralizarlo. Por el contrario, la precaución, en su formulación más radical, 
se basa en las siguientes ideas: el riesgo de daño ambiental no puede ser 
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conocido anticipadamente porque no podemos materialmente conocer los 
efectos a medio y largo plazo de una acción. La posibilidad de anticipación 
es limitada e imperfecta al estar basada en nuestro grado o estadio de 
conocimientos científicos, los cuales son limitados e imperfectos” (…)”

DÉCIMO PRIMERO.- Sobre el desarrollo sostenible.- Es necesario plasmar la 
definición del desarrollo sostenible, la Comisión Mundial sobre el medio ambiente 
y Desarrollo de las Naciones Unidas, conocida como la Comisión Brundtland en un 
informe definió el desarrollo sostenible como aquel proceso donde se asegura la 
satisfacción de las necesidades humanas del presente sin poner en peligro la capa-
cidad de las generaciones futuras para atender sus propias necesidades y por ende 
involucra la utilización de recursos, la dirección de inversiones y la orientación de los 
cambios tecnológicos e institucionales que acrecienten el potencial actual y futuro de 
los recursos naturales, en aras de atender las necesidades y aspiraciones humanas83.

La sustentabilidad referida al uso de bienes ambientales importa una afirmación de 
un deber de cuidado -para los prójimos y para quienes aún no han nacido-, y la pro-
hibición de hacer un ejercicio abusivo o contrario a su fin ambiental. De ese modo, el 
derecho a un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo implica al mismo 
tiempo de preservarlo84.

Es decir, el desarrollo sostenible nos inmiscuye a todos, por lo que considero nece-
sario plasmar dichas definiciones porque en dicho proceso emplazan a Instituciones 
del Estado y a la empresa privada.

DÉCIMO SEGUNDO. - Sobre el Caso Concreto.- El demandante indica que se 
adopten medidas preventivas, mitigadoras, compensatorias y fiscalizadoras , para 
mitigar los impactos negativos que ocasionan las radiaciones y vibraciones de una 
antena de telefonía, instalada y mimetizada en forma de torreón dentro de una casa 
de 5 pisos, ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. A, Lote 5, del 
Distrito de San Juan de Lurigancho, porque vulnera los derechos constitucionales a la 
salud, a la integridad moral y psíquica, al libre desarrollo, a la paz, a la tranquilidad, al 
disfrute del tiempo libre, al descanso a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de su vida, participación ciudadana y a la propiedad, todas previstas en 
la Constitución Política del Perú.

Mientras las demandadas señalan:

•	 El procurador público del Ministerio de Transportes y Comunicaciones se 
apersona y contesta la demanda y negándola en todos sus extremos ( fojas 78 
a 104), sosteniendo que conforme a lo establecido en el numeral 1 del artículo 

83	 LAMADRID UBILLUS, Alejandro. Ob. cit. p. 71
84	 LORENZETTI, Ricardo Luis. Teoría del derecho ambiental. Bogotá. Pontificia Universidad 

Javeriana y Editorial Temis, 2011. P.48.
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127 del TUO del Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones, apro-
bado por el Decreto Supremo N° 020-2007-MTC establece que las estaciones 
radioeléctricas en tanto utilicen una banda asignada con carácter de uso ex-
clusivo para un área determinada, no requieren de obtención de permisos de 
instalación por parte del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, sino solo 
la comunicación de su instalación por parte de las empresas concesionarias.

Agrega que el demandante cita vulneración de varios derechos, sin embargo, no 
acompañan un estudio que establezca los niveles de exposición a los campos 
electromagnéticos, tampoco acredita qué poblador o conjunto de pobladores 
ha visto afectado su salud, integridad física o moral, no existiendo indicios ra-
zonables, ni suficientes que denoten la existencia de riesgo contra los bienes 
jurídicos protegidos al libre desarrollo y bienestar, a la paz, a la tranquilidad, 
al disfrute del tiempo libre, al descanso, a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado, al desarrollo de su vida, a la participación ciudadana, a la propiedad 
de los habitantes del Asentamiento Humano San Juan Bautista.

•	 El procurador público Municipal a cargo de los asuntos judiciales de la 
Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho, se apersona y contesta 
la demanda y negando que la municipalidad haya vulnerado derechos que alega 
el demandante (fojas 106 a 117), asimismo indica que la demanda deviene en 
improcedente, existiendo otra vía, como la contencioso administrativa, es más, 
no se ha acreditado que se ha amenazado o vulnerado el núcleo constitucio-
nalmente protegido de los supuestos derechos.

•	 América Móvil Perú SAC (AMV), representada por Luis Fernan Quijada So-
telo, se apersona y contesta la demanda (fojas 130 a 197) argumentando que, 
no ha vulnerado derechos que alega el demandante; señalando que el citado 
procedimiento 15 del TUPA de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, 
no contempla como requisito para autorizar la instalación de una antena de 
telefonía, la aprobación de un estudio de impacto ambiental, acorde el artículo 
3°de la Ley N° 27446.

Asimismo, hace referencia que el demandante responsabiliza al Ministerio de Transpor-
tes y Comunicaciones de una omisión flagrante al no haber regulado normativamente 
que las empresas de telefonía móvil, para instalar una antena, deben presentar un 
estudio de impacto certificación ambiental, conforme lo dispone el artículo 3°de la 
Ley N° 27446.

Siendo así, lo que solicita debe ser visto en un proceso de cumplimiento, por lo que 
el proceso de amparo deviene en improcedente.

Agrega que no existe responsabilidad de AMV porque cumplió con el TUPA de la Mu-
nicipalidad, y respecto a las radiaciones electromagnéticas de las antenas de telefonía 
se acreditó ante el MTC que se encuentra por debajo de los límites permisibles de 
radiación no ionizante, en consecuencia, no hay riesgo de afectación a la salud o al 
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medio ambiente, por tanto, cumple con el principio precautorio recogido en el artículo 
5°del Decreto Supremo N° 039-2007 – MTC.

DÉCIMO TERCERO.- Respecto al Ministerio de Transportes y Comunicaciones.-
Primigeniamente se debe tener presente que el Tribunal Constitucional cita en reiterada 
jurisprudencia los artículos 38° y 44° de la Constitución: Como efecto de irradiación 
de los derechos en todos los sectores del ordenamiento jurídico.

Artículo 38. “Todos los peruanos tienen el derecho de honrar al Perú y de proteger 
los intereses nacionales, así como respetar, cumplir y defender la Constitución y el 
ordenamiento jurídico de la Nación”. (subrayado nuestro ).

Artículo 44. “Son deberes primordiales del Estado: defender la soberanía nacional; 
garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la población de las 
amenazas contra su seguridad; promover el bienestar general que se fundamente en 
la justicia y en el desarrollo integral equilibrado de la Nación (…)”. (Subrayado nuestro).

Por lo que se entiende que el Estado tiene deberes primordiales de defensa, de ga-
rantizar, de proteger y promocionar sobre todo el respeto irrestricto de los derechos 
fundamentales.

Es así, que el artículo 67° de la Constitución Polí tica del Perú “El Estado determina 
la política nacional del ambiente (…)”.

El Texto Único ordenado del Reglamento General de la Ley General de Telecomuni-
caciones, numeral del 1 del artículo 127señala que:

“No será necesario solicitar permisos para instalar y operar equipos de 
telecomunicaciones para la prestación del servicio público concedido, 
cuando se trate de: Estaciones radioeléctricas que utilizan una banda 
asignada con el carácter de uso exclusivo para un área determinada.
(…). Sin perjuicio de lo señalado, los concesionarios que se encuentren 
comprendidos en los alcances del numeral 1) del presente artículo, con 
excepción de las estaciones radioeléctricas terminales que se instalen en 
el lado del cliente, presentarán al Ministerio antes de instalar la estación, 
lo siguiente: a) Información técnica sobre dicha estación, de acuerdo al 
formato aprobado por el órgano competente del Ministerio. b) Estudio 
teórico de radiaciones no ionizantes, de acuerdo al formato que apruebe 
el órgano competente del Ministerio, de encontrarse la estación en alguno 
de los supuestos contemplados en el artículo 5.2 del Decreto Supremo 
Nº 038-2003-MTC y sus modificatorias. Las estaciones ubicadas en las 
proximidades de las estaciones de control y Radiogoniometría deberán 
sujetarse a lo establecido en la normativa correspondiente. Asimismo, 
deberán cumplir con las normas técnicas de protocolos de medición, res-
tricciones radioeléctricas en áreas de uso público y demás normas que 
emita el Ministerio. Es obligación de los concesionarios el obtener de los 
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demás organismos públicos, las autorizaciones que resulten exigibles para 
proceder a la instalación y construcción respectivas”.

Decreto Supremo N° 038-2003- MTC y modificado DS. N ° 038-2006-MTC.
“El artículo 5.1 “Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes adoptarán 
las medidas necesarias a efectos de garantizar que las radiaciones que emitan sus 
estaciones radioeléctricas, no excedan los límites máximos permisibles establecidos 
en el Decreto Supremo Nº 038-2003-MTC. El incumplimiento de esta obligación 
configurará una infracción muy grave, según lo dispuesto en el Reglamento General 
de la Ley de Telecomunicaciones.

Asimismo el artículo 5.2 “Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes que 
utilicen espectro radioeléctrico y cuyas estaciones radioeléctricas se encuentren en 
los supuestos contemplados en el cuadro siguiente, deben realizar el monitoreo de 
sus estaciones radioeléctricas anualmente de acuerdo a los protocolos que para tal 
efecto dicte el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, a fin de garantizar que 
las radiaciones que sus estaciones emitan no excedan los límites establecidos en 
la presente norma

El artículo 6.- El Ministerio de Transportes y Comunicaciones, a través de la Dirección 
General de Control y Supervisión de Telecomunicaciones, supervisará el cumplimiento 
de lo establecido en la presente norma. Esta supervisión podrá ser realizada direc-
tamente por la referida Dirección General o a través de las entidades inspectoras 
previstas en el Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones.

De autos se observa que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones envía el Oficio 
N° 20704-2013-MTC/27 de fecha 13 de junio de 2013 al demandante ( fojas 19 a 20), 
donde hace mención al numeral 1 del artículo 127° del TUO del Reglamento General 
de la Ley de Telecomunicaciones “establece, que las estaciones radioeléctricas, en 
tanto utilicen una banda asignada con el carácter de uso exclusivo para un área 
determinada, no requieren de la obtención de permisos de instalación y operación 
por parte del MTC, sino solamente una comunicación de sus instalación por parte 
de la empresa concesionarias”, es decir, América Móvil Perú SAC comunicó sobre 
la instalación de una estación en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz. 
A, Lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho, con fecha 29 de febrero de 2012.
Asimismo precisó que la Dirección General de Control y Supervisión de Comuni-
caciones del Ministerio de Transportes y Comunicaciones realizará la inspección 
técnica de los niveles de radiaciones no ionizantes RNI y cuyos resultados lo haría 
de conocimiento posteriormente.

Sin embargo, no obra en autos documento alguno que acredite que dicha supervisión 
se haya realizado, dado que sería la forma idónea para demostrar el cumplimiento 
del artículo 5.2 del Decreto Supremo Nº 038-2006-MTC03 con lo cual se evidencia el 
incumplimiento por parte de la Dirección General de Control y Supervisión de Comu-
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nicaciones del mencionado ministerio de informar los resultados de la medición de los 
niveles de radiaciones no ionizantes de la empresa en mención, consecuentemente, 
no se acredita que la antena instalada por América Móvil Perú SAC en el Asentamiento 
Humano San Juan Bautista Mz. A, Lote 5, del Distrito de San Juan de Lurigancho 
esté siendo monitoreada anualmente tal como señala la norma.

DÉCIMO CUARTO. - Respecto a la Municipalidad Distrital de San Juan de Lu-
rigancho.
A fin de analizar respecto de las atribuciones de la Municipalidad tenemos:

Según el numeral 8 del artículo 195° de la Constitución del 1993 “(…) son competentes 
para “Desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, salud, 
vivienda, saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los recursos naturales 
(…)”, es decir, la municipalidad es la encargada de regular las actividades de salud 
y ambientales (negrita nuestro)

Ahora, la Ley Orgánica de Municipalidades en su artículo 73° y 75°se encuentran 
descritas las materias de su competencia y las funciones municipales.

Analizando la Ordenanza Municipal N° 176-2009 MDSJL :- Ordenanza Municipal 
N° 176-2009 MDSJL, que aprueba el texto único de procedimientos administrativos 
(TUPA) de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, dispone en el procedimiento 
N° 15 de la Subgerencia de Obras Privadas la autori zación para la instalación de 
infraestructura necesaria para la prestación de servicios públicos de telecomunica-
ciones (antenas), estableciendo los siguientes requisitos:

1.	 Hoja de trámite debidamente llenado y firmado por el propietario y/o solicitante.

2.	 Carta Simple del Operador solicitando otorgamiento de la autorización.

3.	 Copia de la resolución emitida por el Ministerio de Transportes y Comunicacio-
nes, mediante el cual se otorga concesión al Operador para prestar servicios 
públicos de telecomunicaciones.

4.	 De ser el caso memoria descriptiva y planos de ubicación detallando las ca-
racterísticas físicas y técnicas de las Instalaciones, suscritos por un Ingeniero 
Civil y/o Electrónico o de telecomunicaciones según corresponda, adjuntando 
el certificado de habilidad vigente.

5.	 En el caso de estaciones radioeléctricas, se presentará adicionalmente:

•	 Declaración jurada suscrita del Ing. Civil responsable de obra, indicando la 
seguridad estructural de la edificación existente y torre done se instalará 
la antena o antenas. Para tal fin se anexarán.

•	 Planos y cálculos estructurales considerando los anclajes a las edificaciones 
nuevas o existentes.

•	 Certificado de habilitación del proyecto en original del Ingeniero responsable 
de la obra.
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6.	 Carta de compromiso por la cual, se comprometen a tomar las medidas de 
prevención del ruido, vibraciones u otro impacto ambiental comprobado que 
pudieran causar incomodidad a los vecinos, así como adoptar todas las me-
didas necesarias a fin de garantizar que las radiaciones que emita la estación 
radioeléctrica durante su operación, no excedan los valores establecidos, como 
límites permisibles, según lo establecido por el D.S. N° 038-2003-MTC. (subra-
yado nuestro)

7.	 Comprobante de pago por derecho de trámite correspondiente.

Con lo que se observa que las disposiciones son generales, no existiendo controles 
rigurosos, no existe prevención para no afectar los derechos fundamentales de los 
pobladores. El punto 6 es insuficiente para garantizar los derechos fundamentales de 
los habitantes, constituyéndose una amenaza a los derechos establecidos en el inciso 
22) del artículo 2 de la Constitución y, por ende, del derecho a la salud establecida 
en el artículo 7°de la Constitución.

DÉCIMO QUINTO. -América Móvil Perú SAC
Decreto Supremo N° 038-2003- MTC y modificado DS. N ° 038-2006-MTC.
Límites máximos permisibles
Artículo 3.- Aprobación de Límites Máximos Permisibles de Radiaciones No Ionizantes 
en Telecomunicaciones Apruébese y adóptese como Límites Máximos Permisibles 
de Radiaciones No Ionizantes en Telecomunicaciones, los valores establecidos como 
niveles de referencia por la Comisión Internacional de Protección en Radiaciones No 
Ionizantes – ICNIRP. Dichos límites máximos permisibles se encuentran en la tabla.

Es así, que en su escrito de contestación de demanda indica AMV que ha cumplido 
con acreditar ante el MTC que las radiaciones no ionizantes de su antena se encuen-
tran por debajo de los límites máximos permisibles, esto es, ( fojas 138 a 152) que 
obra en autos el oficio N° 11026 – 2009 – MTC/2 7 de fecha 10 de junio del 2009, 
informando a AMV sobre la recepción del DMR/CE/N 193/09 el 24 de marzo del 2009 
que contiene el informe técnico de las instalaciones radioeléctricas entre las que se 
encuentra la antena ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista mz. A 
lote 5 San Juan de Lurigancho, obra en autos como medio probatorio para efectos 
de contrastación; consecuentemente no habría riesgo de afectación a la salud o al 
medio ambiente, dado que estaría cumpliendo con el principio precautorio por lo 
que no tendría motivo por el cual se pretendería la remoción o el desmontaje de la 
mencionada antena, ya que, se le estaría afectando derechos como a la propiedad y 
a la libertad de empresa, así como también estaría afectando el derecho a una libre 
comunicación, una infraestructura en telecomunicaciones más adecuada o sostenible 
en aras a la modernidad del país, entre otros; sin embargo, como ya se ha sustentado 
ut supra que bajo el principio precautorio conjuntamente con el principio de preven-
ción que están íntimamente relacionados contemplan que tanto el riesgo de daño 
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ambiental no puede ser conocido de manera anticipada porque es imposible conocer 
los efectos a mediano y largo plazo de una acción, pues, la posibilidad de anticipación 
no es perfecta, ya que, es limitada al estar basada en investigaciones constantes y 
avances científicos, los cuales por su propia naturaleza son limitados e imperfectos.

Sin embargo, como empresa privada no puede ser ajena a las normas ambientales 
que rigen dentro del Estado, por lo que se reitera lo señalado por el Tribunal Cons-
titucional en la STC No 3510-2003-PA-TC que El “principio precautorio” o también 
llamado “de precaución” o “de cautela” se encuentra estrechamente ligado al deno-
minado principio de prevención. Este exige la adopción de medidas de protección 
antes de que se produzca realmente el deterioro (…) ante la amenaza de un daño a 
la salud o medio ambiente.

En ese sentido, se debe evaluar en qué medida la satisfacción de un derecho median-
te un principio afecta el ejercicio de otro derecho. Y en aplicación al caso concreto, 
se debe demostrar si efectivamente la empresa privada afecta la salud y derechos 
conexos, a lo que en mérito a los informes técnicos ya aludidos y presentados por 
esta parte que han sido valorados y por los cuales se aprecia que no se afecta los 
mencionados bienes jurídicos, no obstante ello, no impide que las acciones de la 
empresa emplazada deba contar con una permanente evaluación técnica y científica 
tal como señala el artículo 5.2 del Decreto Supremo Nº 038-2006- MTC03 a fin de 
fiscalizar el cumplimiento a fin de garantizar que las radiaciones que sus estaciones 
emitan no excedan los límites establecidos en dicha norma en aras de la protección 
de la salud y derechos conexos.

Al respecto, en la doctrina encontramos a Villaverde Menéndez que nos dice “La 
exigencia de necesidad o intervención mínima, que consiste en la medida limitativa 
debe ser necesaria e imprescindible para alcanzar el fin perseguido con el límite, en 
el sentido de que no debe existir otro medio menos oneroso para lograrlo. La medida 
restrictiva no solo debe ser idónea material y funcionalmente para limitar el derecho 
en razón de su fundamento; además de entre las posibles maneras de imponer la 
menos restrictiva, solo cabe elegir la forma o medio que resulte menos gravosa para 
alcanzar dicha finalidad”85. Por consiguiente, es necesaria una continua fiscalización 
y supervisión de las antenas instaladas por las empresas privadas con respecto a los 
Límites Máximos Permisibles de Radiaciones No Ionizantes en Telecomunicaciones, y 
el cumplimiento de los valores establecidos como niveles de referencia por la Comisión 
Internacional de Protección en Radiaciones No Ionizantes – ICNIRP.

Si bien es cierto, América Móvil Perú SAC aduce que ha cumplido con lo dispuesto 
por el Decreto Supremo 038–2003–MTC sobre los Límites Máximos Permisibles de 
radiaciones ionizantes en telecomunicaciones en virtud al Oficio N° 11026–2009–MTC 

85	 Villaverde Menéndez, I.,y otros Teoría General de los Derechos Fundamentales en la Consti-
tución Española de 1978, óp.cit.,pág. 147.



100

Henry Oleff Carhuatocto Sandoval

27, sin embargo, conforme a su modificatoria con el Decreto Supremo 038–2006– 
MTC, en el artículo 5°dispone lo siguiente:

Artículo 5.- Obligaciones para los titulares de concesiones o autorizaciones 
vigentes
5.1 Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes adoptarán las 
medidas necesarias a efectos de garantizar que las radiaciones que emitan 
sus estaciones radioeléctricas, no excedan los límites máximos permisibles 
establecidos en el Decreto Supremo Nº 038-2003-MTC. El incumplimiento 
de esta obligación configurará una infracción muy grave, según lo dispuesto 
en el Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones.
5.2 Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes que utilicen 
espectro radioeléctrico y cuyas estaciones radioeléctricas se encuentren 
en los supuestos contemplados en el cuadro siguiente, deben realizar el 
monitoreo de sus estaciones radioeléctricas anualmente de acuerdo a los 
protocolos que para tal efecto dicte el Ministerio de Transportes y Comuni-
caciones, a fin de garantizar que las radiaciones que sus estaciones emitan 
no excedan los límites establecidos en la presente norma.
Razón por la cual América Móvil Perú SAC como empresa privada que 
brinda servicio de telefonía móvil celular se encuentra en la obligación de 
sujetarse a dicha normativa por lo que mediante el presente proceso no lo 
ha acreditado fehacientemente, dado que, el monitoreo de sus estaciones 
radioeléctricas se deben realizar anualmente a fin de garantizar que las 
radiaciones que sus estaciones emitan no excedan los Límites Máximos 
Permisibles establecidos en la norma, sin embargo, no se visualiza dicha 
supervisión.

DÉCIMO SEXTO: Sobre costas y costos del proceso. - De conformidad con el 
artículo 28°del Nuevo Código Procesal Constitucional prescribe que:

“Si la sentencia declara fundada la demanda, se impondrán las costas 
y costos que el Juez establezca a la autoridad, funcionario o persona 
demandada”

Ahora bien, al haberse declarado fundada la demanda, le corresponderá a la 
parte demandante la exigibilidad del pago costas y los costos procesales según 
corresponda.
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DECISIÓN
Por las razones expuestas e impartiendo Justicia en nombre de la Nación.

SE RESUELVE:
1.	 Declarar FUNDADA la demanda de amparo interpuesta por el INSTITUTO DE 

DEFENSA LEGAL DEL AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE – IDLADS 
PERÚ, representado por HENRY OLEFF CARHUATOCTO SANDOVAL contra 
el MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES - MTC, el PRO-
CURADOR PÚBLICO DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICA-
CIONES, la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE LURIGANCHO, 
el PROCURADOR PÚBLICO DE LA MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN 
JUAN DE LURIGANCHO Y AMÉRICA MOVIL PERÚ SAC. al haberse vulnerado 
sus derechos reconocidos en la Constitución Política del Perú.

En consecuencia:

1.1.	LA MUNICIPALIDAD DE SAN JUAN DE LURIGANCHO, deberá revisar 
el procedimiento N° 15 del TUPA de la Subgerencia de Obras Privadas para la 
autorización e instalación de la infraestructura necesaria para la prestación de 
servicios públicos de telecomunicaciones (antenas) de la Ordenanza a Municipal 
N° 176-2009 MDSJL y si ya no se encuentra vigente en el que se encuentre 
aplicable a la fecha con la aprobación de un estudio de impacto ambiental, 
acorde el artículo 3°de la Ley N° 27446.

1.2.	El MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES, a través de 
la Dirección General de Control y Supervisión de Telecomunicaciones, debe 
supervisar el cumplimiento de lo establecido en el artículo 6 del D.S. N° 038-
2003- MTC y modificatoria DS. N° 038-2006-MTC.

1.3.	AMÉRICA MOVIL SAC deberá someterse a las medidas adoptadas por 
el Decreto supremo 038-2003- MTC y su modificatoria Decreto Supremo N° 
038-2006-MTC a fin de ser supervisado continuamente para su estricto cumpli-
miento de los Límites Máximos Permisibles de Radiaciones No Ionizantes en 
Telecomunicaciones, con los valores establecidos como niveles de referencia 
por la Comisión Internacional de Protección en Radiaciones No Ionizantes – 
ICNIRP a fin de mitigar los impactos negativos que ocasionan las radiaciones 
y las vibraciones de una antena de telefonía en la vida, salud y el cuidado del 
medio ambiente.

1.4.	ABONAR las costas y costos procesales.

2.	 NOTIFÍQUESE la presente sentencia a las casillas electrónicas de las partes 
procesales, conforme está dispuesto en el artículo 11° del Nuevo Código Procesal 
Constitucional –Ley N° 31307 que se encuentra vigente desde el 24 de julio de 
2021.
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Anexo 3. Sentencia de segunda instancia que declara fundada la 
acción de amparo por vulneración de los derechos de los usuarios 

de San Juan de Lurigancho con la instalación de antenas de 
telefonía sin certificación ambiental.

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA
TERCERA SALA CONSTITUCIONAL

Expediente: 26902-2013-0-1801-JR-CI-02
Demandante: IDLASDS PERU
Demandado: Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho y otros
Materia: Proceso de Amparo

RESOLUCIÓN N° 4
Lima, 10 de noviembre de 2022.-

VISTOS:
Habiéndose analizado y debatido la causa, conforme lo prescriben los artículos 131° 
y 133° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este Colegiado integrado por los jueces 
superiores: Paredes Flores, quien interviene como ponente, Velarde Acosta, y Salazar 
Mendoza, emiten la siguiente decisión judicial.

RESOLUCION MATERIA DE GRADO:
Es materia de grado ante este Colegiado Superior la sentencia contenida en la resolu-
ción N° 14 del 30 de octubre de 2021 [fs 391 a 411], que resolvió declarar: FUNDADA 
la demanda de amparo interpuesta por el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y 
Desarrollo Sostenible - IDLASDS Perú, al haberse vulnerado sus derechos recono-
cidos en la Constitución Política del Perú; en consecuencia:

•	 LA MUNICIPALIDAD DE SAN JUAN DE LURIGANCHO, deberá revisar el 
procedimiento N° 15 del TUPA de la Subgerencia de Obras Privadas para la 
autorización e instalación de la infraestructura necesaria para la prestación de 
servicios públicos de telecomunicaciones (antenas) de la Ordenanza a Municipal 
N° 176-2009 MDSJL y si ya no se encuentra vigente en el que se encuentre 
aplicable a la fecha con la aprobación de un estudio de impacto ambiental, 
acorde el artículo 3° de la Ley N° 27446

•	 El MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES, a través de la Di-
rección General de Control y Supervisión de Telecomunicaciones, debe supervisar 
el cumplimiento de lo establecido en el artículo 6° del D.S. N° 038- 2003- MTC 
y modificatoria DS. N° 038-2006-MTC.

•	 AMÉRICA MOVIL SAC deberá someterse a las medidas adoptadas por el Decreto 
supremo 038-2003- MTC y su modificatoria Decreto Supremo N° 038-2006-MTC 
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a fin de ser supervisado continuamente para su estricto cumplimiento de los 
Límites Máximos Permisibles de Radiaciones No Ionizantes en Telecomunica-
ciones, con los valores establecidos como niveles de referencia por la Comisión 
Internacional de Protección en Radiaciones No Ionizantes – ICNIRP, a fin de 
mitigar los impactos negativos que ocasionan las radiaciones y las vibraciones 
de una antena de telefonía en la vida, salud y el cuidado del medio ambiente.

•	 ABONAR las costas y costos procesales.

FUNDAMENTOS DE LOS RECURSOS DE APELACIÓNES86

El Procurador Público del Ministerio de Transportes y Comunicaciones – en 
adelante, MTC-, sustenta su recurso de apelación [fs 446 a 451], argumentado, en 
resumen, lo siguiente:

I.	 Que, los medios probatorios adjuntados por la entidad demandante a su escrito 
de demanda, no acreditan que la instalación de la antena de telefonía celular se 
haya efectuado sin cumplir con respetar la normatividad correspondiente, por 
cuanto, no recurrió previamente a la autoridad administrativa para corroborar 
si la empresa demandada contaría o no con las autorizaciones respectivas; en 
consecuencia, las afirmaciones son solo eso, sin sustento alguno que la corro-
bore.

II.	 Que, si bien es cierto que desde una perspectiva constitucional del mercado y 
de las libertades económicas no se puede soslayar determinados elementos 
constitucionales, como la persona humana y su dignidad, las libertades econó-
micas que la Constitución reconoce, la observancia ineludible de las normas y 
procedimientos legales, el respeto al medio ambiente, entre otras, también es 
verdad que el demandante no acreditó, en modo alguno, que los demandados 
hayan transgredido normas para la instalación de la antena celular en el predio 
ubicado en el distrito de San Juan de Lurigancho, - en adelante, SJL-.

III.	 Que, el demandante, no adjuntó informe técnico alguno que acredite que, en 
concreto, la instalación de la antena cuestionada constituya una amenaza o haya 
causado un daño en la salud de los vecinos de dicha urbanización; por ello, 
si bien el presupuesto esencial para la aplicación del principio precautorio es 
precisamente la falta de certeza científica, sí resulta exigible que haya indicios 
razonables y suficientes de su existencia y que su entidad justifique la necesidad 
de adoptar medidas urgentes, proporcionales y razonables.

IV.	 Que, no existe siquiera informes técnicos que acrediten el riesgo que se de-
nuncia, por lo que una decisión en el sentido de ordenar el desmantelamiento 
de la antena cuestionada sería una medida irrazonable y desproporcionada. 

86	 Es de acotar que la Municipalidad de San Juan de Lurigancho no interpuso apelación contra 
la sentencia contenida en la resolución N° 14.
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Nada obsta para que se disponga la realización permanente de mediciones 
de la exposición radioeléctrica de la población, a fin de que se garantice la no 
afectación de los derechos fundamentales al medio ambiente y a la salud; de 
conformidad con el artículo 5.1 del D.S. Nº 038-2003-MTC.

V.	 Que, América Móvil Perú S.A.C. comunicó de la instalación de una estación 
radioeléctrica ubicada en el AAHH San Juan Bautista del distrito de SJL para la 
prestación del servicio público de comunicaciones personales. Solicitó el per-
miso de instalación y operación de una estación radioeléctrica ubicada en dicho 
asentamiento, por lo que, mediante Resolución Directoral N° 219-2009-MTC/27, 
se aprobó el permiso de operación e instalación de 90 estaciones radioeléctri-
cas; por consiguiente, al no haberse acreditado la vulneración de los derechos 
constitucionales invocados por el demandante, entonces es de concluirse que 
la presente demanda resulta infundada.

VI.	 Que, el juzgador no ha tenido en cuenta que, para estimar favorablemente la 
demanda de amparo, previamente debió acreditarse la vulneración de los de-
rechos constitucionales invocados por el demandante, el cual no se encuentra 
acreditado, entonces es de concluirse que la presente demanda resulta infundada, 
sin perjuicio que emita las recomendaciones que considere pertinente.

La empresa América Móvil Perú SAC –en adelante, empresa demandada-, sustenta 
su recurso de apelación [fs 466 a 496], argumentado, en resumen, lo siguiente:

a)	 Que, cumplió con el procedimiento (incluyendo requisitos) para instalar la infraes-
tructura de telecomunicaciones, sobre la cual versa la presente controversia, 
en ese sentido, se debe tener en cuenta lo previsto por la Ley N° 29022 (Sexta 
Disposición Complementaria, artículos 4 y 5), y el artículo 127° del TUO del 
Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones - D.S. N° 020-2007-MTC, que 
establece que dicha instalación no requiere de permisos de instalación, sino 
únicamente la presentación ante el MTC de la información técnica sobre estación 
y estudio teórico de radiaciones no ionizantes.

b)	 Que, mediante la Carta N° DMR/CE/N°193/09, presentó la documentación exigida 
para la referida instalación, y con la que cumplía con los máximos permisibles 
de radiación no ionizante. Asimismo, obtuvo la aprobación automática de la 
referida instalación por parte de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho - 
en adelante, MSJL-, con la presentación del formulario único de instalación de 
infraestructura de telecomunicaciones. Además, la OMS y el MTC descartaron 
que dicha instalación afecte el derecho constitucional al medio ambiente sano 
y equilibrado como al de la salud.

c)	 Que, respecto a que la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho, 
-en adelante, MDSJL-, debió incluir en su TUPA el requisito de la certificación 
ambiental al amparo del artículo 3° de la Ley N° 27446; sin embargo, es ello es 
falso, por cuanto la Ley N° 29022 es la única norma especial que regula lo que 
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las municipalidades pueden o no requerir para la referida instalación, y esta 
no establece como requisito la certificación de impacto ambiental, por lo que, 
la demandante pretende obligar a la referida municipalidad cambiar su TUPA, 
en ese sentido, debe hacerlo a través de un proceso de cumplimiento contra la 
municipalidad, y no a través de este amparo.

d)	 Que, si de ordena que el MTC realice procedimientos administrativos para 
acreditar las supuestas afectaciones denunciadas, se está ratificando que existe 
una vía previa que no fue agotada.

e)	 Que, se afirma que no está acreditado que el MTC haya cumplido con realizar 
procedimientos de fiscalización a posteriori a la instalación; sin embargo, ello 
no fue denunciado en el proceso, en el que la afectación fue la instalación de 
una antena en SJL que afectaba el derecho a la salud, medio ambiente sano 
y equilibrado. En ningún momento, se afirmó en la demanda que el MTC no 
realizó fiscalización a posteriori de la infraestructura instalada.

f)	 Que, se puso en evidencia que la demandante no tiene interés para iniciar el 
proceso de amparo, sino que debe recurrir a la vía administrativa para requerir 
al MTC que inicie el procedimiento administrativo de fiscalización y sanción a 
América Móvil Perú SAC.

g)	 Que, su accionar no afecta el derecho al medio ambiente sano y equilibrado ni 
el de salud, por cuanto la OMS y el MTC han ratificado que la infraestructura de 
telecomunicaciones no vulnera tales derechos, la existencia de un procedimiento 
establecido por Ley y su cumplimiento garantizan la adecuada instalación de la 
infraestructura de telecomunicaciones, y el Tribunal Constitucional ha señalado 
cuando existen informes técnicos, no se puede alegar que existe una vulneración 
al medio ambiente y que no se afecta el contenido constitucionalmente protegido.

h)	 Que, no se vulneró el principio precautorio, en el presente caso no se aplica 
porque se cumplió con la presentación de los informes científicos que demuestran 
ampliamente el cumplimiento de los estándares nacionales e internacionales, 
y la infraestructura cuestionada no excede los límites máximos permisibles de 
radiaciones no ionizantes y todo ello no ha sido analizado en el referido principio.

FUNDAMENTOS DE LA SALA:
CONSIDERANDO:
PRIMERO: Que, el recurso de apelación tiene por finalidad que el órgano jurisdic-
cional superior examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución 
que les produzca agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o 
parcialmente; así, expuesto los agravios y empleando el principio de limitación en 
materia impugnatoria que guarda plena correlación con el principio de congruencia 
procesal, el órgano revisor al resolver la impugnación solo debe avocarse y pronun-
ciarse sobre los agravios formulados por las partes al proponer sus recursos, sin 
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emitir decisión sobre aquellos aspectos no denunciados por ellas, salvo que se trate 
de errores graves que hayan generado una actividad procesal nula, siendo aplicable 
el aforismo tantum devolutum quantum appelatum.

SEGUNDO: Que, el artículo II del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Consti-
tucional, establece que son fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar 
la vigencia efectiva de los derechos constitucionales reconocidos por la Constitución 
y los tratados de derechos humanos, así como los principios de supremacía de la 
Constitución y fuerza normativa.

TERCERO: Que, el proceso de amparo tiene por objeto la protección de los derechos 
constitucionales frente a la vulneración o amenaza por cualquier particular, autoridad 
o funcionario estatal, con excepción de aquellos derechos que son protegidos por el 
habeas corpus (libertad individual y derechos conexos) y el habeas data (derecho de 
acceso a la información pública y derecho a la autodeterminación informativa); así, 
ETO CRUZ señala que: “El amparo es un proceso constitucional autónomo de tutela 
de urgencia de derechos fundamentales, distintos a la libertad individual, y cuyo 
fin es reponer a la persona en el ejercicio del derecho ius-fundamental amena-
zado o vulnerado producto de «actos lesivos» perpetrados por alguna autoridad, 
funcionario o persona”87(Negrita y subrayado nuestro) y EGUIGUREN PRAELI acota 
que: “El proceso constitucional de Amparo tiene una finalidad esencialmente 
restitutoria. Por ello se impone que la sentencia que declara fundada la acción 
ordene el cese del acto lesivo y reponer las cosas al estado y situación existentes 
antes de que se produjera la agresión violatoria del derecho. Esta restitución debe 
tener carácter amplío y procurar que el restablecimiento del derecho, por la cesación 
del acto lesivo y de las consecuencias dañosas que de él se derivaron, sea lo más 
completa, satisfactoria y efectiva que resulte posible. Este es el auténtico sentido 
de la restitución integral del derecho que debe corresponder al Amparo, como 
proceso constitucional de tutela de urgencia”88 (Negrita y subrayado nuestro).

CUARTO: Que, del escrito de demanda [fs 50 a 75], se advierte en principio que la 
parte demandante a través del presente proceso de amparo pretendía que se ordene: 
Al Ministerio de Transportes y Comunicaciones: que adopte medidas preventivas, 
mitigadoras, compensatorias y fiscalizadoras eficaces para mitigar los impactos nega-
tivos que ocasionan las radiaciones y vibraciones de un antena de telefonía, instalada 
de manera ilegal y mimetizada en forma de torreón dentro de una casa de 5 pisos, 2 
de las cuales ocultan la parte superior de la antena, la cual está ubicado en el AAHH 

87	 ETO CRUZ, Gerardo. El proceso constitucional de amparo en la Constitución de 1993 y su 
desarrollo. Disponible en: http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/
article/viewFile/8952/9360

88	 EGUIGUREN PRAELI, Francisco. La finalidad restitutoria del proceso constitucional de amparo 
y los alcances de sus sentencias. En Derecho y Sociedad, PUC, N° 25, Lima, 2005, Pág. 144-149.
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San Juan Bautista Mz A Lt 5, del distrito de SJL. En ese sentido, cancele la autoriza-
ción otorgada por cuanto afectaría el derecho a un ambiente sano y equilibrado, al 
no contar el operador de telefonía demandado, con certificación ambiental, ni licencia 
de funcionamiento conforme la MSJL ha dejado constancia, así como, no se realizó 
participación ciudadana, incumpliendo los términos establecidos en la concesión de 
telefonía celular, y conculcando sus derechos constitucionales. A la Municipalidad 
Distrital de San Juan de Lurigancho: a fin de que inicie procedimiento sancionador 
contra los propietarios o posesionarios de la ilegal obra privada ubicada en el AAHH 
San Juan Bautista Mz A Lt 5, del distrito de SJL, por haber permitido que en su pro-
piedad la empresa América Móvil Perú – CLARO, haya instalado de manera ilegal una 
antena de telefonía que fue cubierta por material noble con el objeto de mimetizar y 
ocultar la misma, y así evitar ser detectada. En ese sentido, debe ordenarse que la 
MSJL realice la demolición y destrucción de la ilegal obra privada (antena de telefo-
nía), por carecer de certificación ambiental y licencia de funcionamiento, así como de 
participación, conculcando sus derechos constitucionales alegados. A América Móvil 
Perú SAC – Claro: a fin de que retire la citada instalación del referido inmueble, por 
carecer de certificación ambiental, no haber realizado la participación ciudadana y 
no contar con licencia de funcionamiento, conforme al artículo 3° de la Ley N° 27446.

QUINTO: Que, ahora, si bien es cierto la parte demandante como sustento de su 
demanda alega la vulneración de los derechos constitucionales a la salud, a la in-
tegridad moral, psíquica, al libre desarrollo y bienestar, a la paz, a la tranquilidad, al 
disfrute del tiempo libre, al descanso, a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de la vida, participación ciudadana, y a la propiedad, también lo es, que 
en la sentencia recurrida para el caso concreto, en su parte considerativa se ha 
hecho referencia a los derechos establecidos en el inciso 22) del artículo 2° de la 
Constitución Política del Estado (derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute 
del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de su vida), y el artículo 7° de la Carta Magna (derecho 
a la salud), por lo que, la absolución del grado se realizará bajo dichos parámetros.

SEXTO: Que, el derecho a la salud está garantizado por el artículo 7° de la Cons-
titución Política del Estado, la cual regula “Todos tienen derecho a la protección 
de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad, así como el deber de 
contribuir a su promoción y defensa (…)” (Negrita y subrayado nuestro); es decir, 
supone el derecho a conservar un estado de bienestar físico y mental, de modo tal 
que la persona pueda realizar las actividades de su vida cotidiana sin dificultad y con 
autonomía, así el Tribunal Constitucional en la STC N° 7231-2005-PA/TC, precisó: “(…) 
El contenido o ámbito de protección de este derecho constitucional consiste en 
la “facultad inherente a todo ser humano de conservar un estado de normalidad 
orgánica funcional, tanto física como psíquica, así como de restituirlo ante una 
situación de perturbación del mismo”. (STC 1429-2002-HC/TC, FJ 12, segundo 
párrafo). El derecho a la salud, entonces, “se proyecta como la conservación y 



108

Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalHenry Oleff Carhuatocto Sandoval

el restablecimiento de ese estado” (STC 1429- 2002-HC/TC, FJ 13). Este doble 
aspecto del derecho a la salud se orienta ciertamente a posibilitar un estado pleno 
de salud (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

SETIMO: Que, asimismo, los derechos constitucionales a la paz, a la tranquilidad, 
al disfrute del tiempo libre, al descanso y a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de vida, se encuentran garantizados en el numeral 22) del 
artículo 2° de la Constitución Política del Estado que prescribe “(…) Artículo 2.- Toda 
persona tiene derecho: (…) 22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 
libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de su vida(…)” (Negrita y subrayado nuestro); ello supone que, desde una 
perspectiva constitucional, se considere el medio ambiente, con dichas características, 
como un componente esencial para el pleno disfrute de otros derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución Política del Estado. Asimismo, no solo se trata de 
garantizar la existencia física de la persona o cualquiera de los demás derechos que 
en su condición de ser humano le son reconocidos, sino también de protegerlos contra 
los ataques al medio ambiente en el que se desenvuelve esa existencia, para permitir 
que el desarrollo de la vida se realice en condiciones ambientales aceptables, sobre 
el particular, el Tribunal Constitucional en la STC N° 01272-2015-PA/TC precisó: “(…) 
el contenido del derecho fundamental a gozar de un medio ambiente equilibrado 
y adecuado al desarrollo de la vida de la persona, tal como ha sido reconocido 
constitucionalmente (artículo 2, inciso 22), está determinado por dos elementos 
a saber: (i) el derecho a gozar de ese medio ambiente y (ii) el derecho a que ese 
medio ambiente se preserve. En su primera manifestación, esto es, el derecho 
a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado, este derecho comporta 
la facultad de las personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que 
sus elementos se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; 
y, en el caso de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sus-
tantiva de la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. 
Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del 
adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad. De lo contrario, su 
goce se vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido (cfr. STCs 
Nº 2268-2007-PA, 5503-2014-PA, entre otras). Pero también el derecho en análisis 
se concretiza en el derecho a que el medio ambiente se preserve. El derecho a la 
preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones 
ineludibles para los poderes públicos de mantener los bienes ambientales en 
las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación 
alcanza también a los particulares y, con mayor razón, a aquellos cuyas actividades 
económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente (cfr. STC Nº 
0048-2004-AI) (…) 16. Y, en cuanto al vínculo existente entre la producción 
económica y el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de 
la vida, recuerda el Tribunal que este se materializa en función a los siguientes 
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principios (STC Nº 0048-2004-AI): a. Desarrollo sostenible o sustentable; b. 
De conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado óptimo los bienes 
ambientales; c. De prevención, que supone resguardar los bienes ambientales de 
cualquier peligro que pueda afectar su existencia; d. De restauración, referido al 
saneamiento y recuperación de los bienes ambientales deteriorados; e. De mejora, 
en cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los bienes ambientales en pro 
del disfrute humano; f. Precautorio, que comporta adoptar medidas de cautela y 
reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la real 
dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente” (Negrita y 
subrayado nuestro).

De igual modo, el Tribunal Constitucional en la STC N° 0470-2013-PA/TC acota que: 
“15. Tal derecho al ambiente equilibrado y adecuado participa tanto de las propieda-
des de los derechos reaccionales como de los derechos prestacionales. En su 
faz reaccional, éste se traduce en la obligación del Estado de abstenerse de realizar 
cualquier tipo de actos que afecten el medio ambiente equilibrado y adecuado para 
el desarrollo de la vida humana 16.Mientras que en su dimensión prestacional, 
impone al Estado tareas u obligaciones destinadas a conservar el ambiente equilibrado, 
las cuales se traducen, a su vez, en un haz de posibilidades, entre las cuales cabe 
mencionar la de expedir disposiciones legislativas destinadas a que desde diversos 
sectores se promueva la conservación del ambiente. Desde luego, no sólo supone 
tareas de conservación, sino también de prevención que se afecte a ese ambiente 
equilibrado. El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del derecho, 
dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, 
especial relevancia tiene la tarea de prevención y, desde luego, la realización 
de acciones destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a 
los seres humanos que su existencia se desarrolle en un medio ambiente sano, 
estos sí pueden exigir del Estado que adopte todas las medidas necesarias de 
prevención que lo hagan posible. En ese sentido, este Tribunal estima que la 
protección del medio ambiente sano y adecuado no sólo es una cuestión de 
reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente rele-
vante, de prevención de que ellos sucedan” (Resaltado y subrayado es nuestro)

OCTAVO: Que, en consideración de todo lo anterior, se debe tener en cuenta, el 
principio precautorio regulado en el artículo VII del Título Preliminar de la Ley N° 
28611 - Ley General de Ambiente-, que prescribe: “Cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe utilizarse como razón 
para postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para impedir la 
degradación del ambiente (...)”(Negrita y subrayado nuestro), es decir, tal principio 
también llamado «de precaución» o «de cautela» opera ante la amenaza de un 
daño a la salud o medio ambiente y la falta de certeza científica sobre sus causas 
y efectos; es justamente en esos casos en que el referido principio puede justificar 
una acción para prevenir daños graves e irreversibles, y en ese sentido, el Tribunal 
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Constitucional en la STC N° 02002-2006-PC/TC, señaló “el principio precautorio o 
de precaución opera en situaciones donde se presenten amenazas de un daño 
a la salud o al medio ambiente y donde no se tenga certeza científica de que 
dichas amenazas puedan constituir un grave daño” (Negrita y subrayado nuestro). 
La aplicación de este principio se concreta en la obligación del Estado, tan es así, 
que el referido Tribunal en la STC Nº 5387-2008-PA/TC, indicó “adoptar medidas 
de cautela ante la amenaza de un daño a la salud o al medio ambiente pues la 
falta de certeza científica sobre sus causas y efectos no es óbice para que se 
adopten las acciones tendentes a tutelar el derecho al medio ambiente y a la 
salud de las personas”. (Negrita y subrayado nuestro).

NOVENO: Que, de igual modo, es necesario tener en cuenta, lo siguiente:
-	 La Constitución Política del Estado, señala:

“(…) Artículo 195.- Los gobiernos locales promueven el desarrollo y la 
economía local, y la prestación de los servicios públicos de su responsa-
bilidad, en armonía con las políticas y planes nacionales y regionales de 
desarrollo. Son competentes para: (…)
8. Desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, 
salud, vivienda, saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los 
recursos naturales, transporte colectivo, circulación y tránsito, turismo, 
conservación de monumentos arqueológicos e históricos, cultura, recreación 
y deporte, conforme a ley. (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

-	 La Ordenanza N° 176-2009-MDSJL, que aprobó el Texto Único de Procedi-
mientos Administrativos (TUPA) de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, 
disponía en el procedimiento N° 15 - Autorización para la instalación de infraes-
tructura necesaria para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones 
(antenas)-, los siguientes requisitos:

“(…)1.- Hoja de trámite debidamente llenado y firmado por el propietario 
y/o solicitante.

2.-	 Carta Simple del Operador solicitando otorgamiento de la autorización.
3.-	 Copia de la resolución emitida por el Ministerio de Transportes y Comuni-

caciones, mediante el cual se otorga concesión al Operador para prestar 
servicios públicos de telecomunicaciones.

4.-	 De ser el caso memoria descriptiva y planos de ubicación detallando las 
características físicas y técnicas de las Instalaciones, suscritos por un In-
geniero Civil y/o Electrónico o de telecomunicaciones según corresponda, 
adjuntando el certificado de habilidad vigente.

5.-	 En el caso de estaciones radioeléctricas, se presentará adicional-
mente: - Declaración jurada suscrita del Ing. Civil responsable de 
obra, indicando la seguridad estructural de la edificación existente y torre 
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donde se instalará la antena o antenas. Para tal fin se anexarán. - Planos 
y cálculos estructurales considerando los anclajes a las edificaciones 
nuevas o existentes. - Certificado de habilitación del proyecto en original 
del Ingeniero responsable de la obra.

6.-	 Carta de compromiso por la cual, se comprometen a tomar las me-
didas de prevención del ruido, vibraciones u otro impacto ambiental 
comprobado que pudieran causar incomodidad a los vecinos, así 
como adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar que las 
radiaciones que emita la estación radioeléctrica durante su operación, 
no excedan los valores establecidos, como límites permisibles, según 
lo establecido por el D.S. N° 038-2003-MTC.

7.-	 Comprobante de pago por derecho de trámite correspondiente” (…)” (Negrita 
y subrayado nuestro).

-	 La Ley N° 29022 - Ley para el Fortalecimiento de la Expansión de Infraestructura 
en Telecomunicaciones- y sus modificatorias, regula:

“(…) Artículo 4.- Competencia sectorial del Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones. Corresponde al Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones, en forma exclusiva y 
excluyente, la adopción de políticas y normas de alcance nacional, así 
como el otorgamiento de las concesiones, autorizaciones, permisos 
y registros para la prestación de los servicios públicos de teleco-
municaciones, entre otras funciones previstas en el ordenamiento legal 
vigente. Ello sin perjuicio de las facultades que la legislación vigente 
asigna al Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Teleco-
municaciones, en materias de su competencia. Las normas que, en 
atribución de sus funciones y ejercicio de competencias, expidan las 
demás instancias de la Administración Pública distintas al Gobierno 
Nacional, deben sujetarse y estar concordadas con la normatividad 
sectorial de alcance nacional sobre la materia y con las necesidades 
de despliegue de la Infraestructura Necesaria para la Prestación de 
Servicios públicos de Telecomunicaciones

(…)

Artículo 5.- Régimen de permisos y/o autorizaciones
5.1 Los permisos sectoriales, regionales, MUNICIPALES, o de carácter 
administrativo en general, que se requieran para instalar en propiedad pú-
blica o privada la infraestructura necesaria para la prestación de servicios 
públicos de telecomunicaciones se sujetan a un procedimiento adminis-
trativo de aprobación automática, debiendo presentar un plan de trabajo de 
obras públicas, de acuerdo a las condiciones, procedimientos y requisitos que 
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se establezcan en las normas reglamentarias o complementarias de la presente 
Ley. En el marco de sus competencias, dichas entidades realizan las labores de 
fiscalización necesarias para asegurar la correcta ejecución de las obras que 
afecten o utilicen la vía pública (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

-	 El Texto Único ordenado del Reglamento General de la Ley General de 
Telecomunicaciones, aprobado por el Decreto Supremo N° 020-2007-MTC, 
regula:

“(..) Artículo 127(…) No será necesario solicitar permisos para instalar 
y operar equipos de telecomunicaciones para la prestación del servicio 
público concedido, cuando se trate de:
1. Estaciones radioeléctricas que utilizan una banda asignada con el ca-
rácter de uso exclusivo para un área determinada.

1.	 Estaciones radioeléctricas terminales que se instalan en el lado del cliente. 
Esto comprende, entre otras, las estaciones terminales del servicio portador 
local en las aplicaciones punto a multipunto, las estaciones radioeléctricas 
punto a punto que utilicen una banda asignada con carácter exclusivo y 
las estaciones remotas pertenecientes a los sistemas VSAT u otras de 
tecnología similar.

Las aplicaciones punto a punto distintas a las señaladas en el párrafo 
anterior sí requerirán el otorgamiento de los permisos correspondien-
tes. Sin perjuicio de lo señalado, los concesionarios que se encuentren 
comprendidos en los alcances del numeral 1) del presente artículo, 
con excepción de las estaciones radioeléctricas terminales que se ins-
talen en el lado del cliente, presentarán al Ministerio antes de instalar 
la estación, lo siguiente: a) Información técnica sobre dicha estación, de 
acuerdo al formato aprobado por el órgano competente del Ministerio. b) 
Estudio teórico de radiaciones no ionizantes, de acuerdo al formato que 
apruebe el órgano competente del Ministerio, de encontrarse la estación 
en alguno de los supuestos contemplados en el artículo 5.2 del Decreto 
Supremo Nº 038-2003-MTC y sus modificatorias. Las estaciones ubicadas 
en las proximidades de las estaciones de control y Radiogoniometría de-
berán sujetarse a lo establecido en la normativa correspondiente. Asimis-
mo, deberán cumplir con las normas técnicas de protocolos de medición, 
restricciones radioeléctricas en áreas de uso público y demás normas 
que emita el Ministerio. Es obligación de los concesionarios el obtener de 
los demás organismos públicos, las autorizaciones que resulten exigibles 
para proceder a la instalación y construcción respectivas. (…)” (Negrita y 
subrayado nuestro).

-	 El Decreto Supremo N° 038-2003- MTC y modificado DS. N ° 038-2006-MTC, 
señala:
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“Artículo 3.- Aprobación de Límites Máximos Permisibles de Radiaciones 
No Ionizantes en Telecomunicaciones
Apruébese y adóptese como Límites Máximos Permisibles de Radiaciones 
No Ionizantes en Telecomunicaciones, los valores establecidos como niveles 
de referencia por la Comisión Internacional de Protección en Radiaciones No 
Ionizantes - ICNIRP, tal como se muestran en las tablas siguientes (…)

(…) Artículo 4° Obligaciones para los solicitantes de concesiones o au-
torizaciones
Los solicitantes de concesión o autorización para prestar servicios de 
telecomunicaciones que utilicen espectro radioeléctrico, deberán pre-
sentar un estudio teórico de radiaciones no ionizantes por cada estación 
radioeléctrica a instalar que se encuentre en alguno de los supuestos 
contemplados en el numeral 5.2. Este estudio teórico deberá ser realizado 
de acuerdo a los lineamientos que para tal fin dicte el Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones. Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo precedente, el 
Ministerio podrá solicitar la presentación de estudios teóricos en los casos en 
que lo considere pertinente

(…) “Artículo 5.- Obligaciones para los titulares de concesiones o autori-
zaciones vigentes
5.1 Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes adoptarán las 
medidas necesarias a efectos de garantizar que las radiaciones que emitan 
sus estaciones radioeléctricas, no excedan los límites máximos permisibles 
establecidos en el Decreto Supremo Nº 038-2003-MTC. El incumplimiento de 
esta obligación configurará una infracción muy grave, según lo dispuesto en el 
Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones.

5.2 Los titulares de concesiones o autorizaciones vigentes que utilicen 
espectro radioeléctrico y cuyas estaciones radioeléctricas se encuentren 
en los supuestos contemplados en el cuadro siguiente, deben realizar el 
monitoreo de sus estaciones radioeléctricas anualmente de acuerdo a los 
protocolos que para tal efecto dicte el Ministerio de Transportes y Comu-
nicaciones, a fin de garantizar que las radiaciones que sus estaciones emitan 
no excedan los límites establecidos en la presente norma.

 Artículo 6.- El Ministerio de Transportes y Comunicaciones, a través de 
la Dirección General de Control y Supervisión de Telecomunicaciones, 
supervisará el cumplimiento de lo establecido en la presente norma. Esta 
supervisión podrá ser realizada directamente por la referida Dirección Ge-
neral o a través de las entidades inspectoras previstas en el Reglamento 
General de la Ley de Telecomunicaciones (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

DECIMO: Que, además, de los actuados se tiene principalmente lo siguiente:
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•	 El Oficio N° 20704-2013-MTC/27 del 13 de junio de 2013 [fs 19 a 20] cursado por 
el Director General de Concesiones en Comunicaciones del MTC al demandante, 
donde informa:

“(...) sobre el permiso de instalación y operación de la antena de telefonía, 
ubicada en el Asentamiento Humano San Juan Bautista Mz A Lote 5, del 
distrito de San Juan de Lurigancho (...) cabe señalar que el numeral 1 del 
artículo 127° del Texto Único Ordenado del Reglamento General de la Ley 
de Telecomunicaciones (...) establece que las estaciones radioeléctricas, en 
tanto utilicen una banda asignada con el carácter de uso exclusivo para un 
área determinada, no requieren de la obtención de permisos de instalación 
y operación por parte del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, sino 
solamente de la comunicación de su instalación por parte de las empresas 
concesionarias. (…)

de la revisión a la información técnica obrante en esta Dirección General se 
advierte que conforme a lo dispuesto en el artículo 127° del TUO del Re-
glamento General de la Ley de Telecomunicaciones, la empresa AMERICA 
MOVIL PERU S.A.C., mediante P/D N° 025356 de fecha 29 de febrero de 
2012, comunicó, entre otros, la instalación de una estación base en la 
ubicación indicada. Es así que, esta Dirección General mediante Oficio N° 
10290-2012-MTC/27 de fecha 04 de febrero de 2012, toma conocimiento 
de dicha instalación (…)

Asimismo, es preciso informarle que se trasladó su comunicación a la 
Dirección General de Control y Supervisión de Comunicaciones de este 
Ministerio, a fin que en el marco de las funciones de su competencia, realice 
la inspección técnica correspondiente, verificando la respectiva medición de 
los niveles de radiaciones no ionizantes (RNI)” (Negrita y subrayado nuestro).

•	 El Oficio N° 032-2013-SGOP-GDU/MDSJL del 13 de junio de 2013 [fs 22], cursado 
por el Subgerente de Obras Privadas de la MDSJL al demandante, indicando:

“(...) solicita información sobre el funcionamiento de una antena de Tele-
fonía ubicada en una construcción privada en el Asentamiento Humano 
San Juan Bautista Mz. A Lt. 5, Calle Tauria, San Juan de Lurigancho 
(…) informa que habiendo realizado la búsqueda en nuestros archivos de 
esta Sub Gerencia, a la fecha no se ha emitido ninguna Autorización 
para la instalación de infraestructura de Antenas Telecomunicacio-
nes (…) además no existe expediente administrativo en trámite, en 
el inmueble ubicado en el Asentamiento Humano San Juan Bautista 
Mz A Lt 5 (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

•	 El Oficio N° 11026-2009-MTC/27 del 10 de junio de 2009 [fs 119], cursado por 
el Director General de Concesiones en Comunicaciones del MTC al Director de 
Marco Regulatorio –América Móvil Perú S.A.C. a través del cual le informa:
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“(…) se ha verificado el perfil técnico de las estaciones radioeléctricas, 
las cuales no se encuentran afectas a la presentación de los estudios 
teóricos de radiaciones no ionizantes, al no encontrarse dentro de los 
supuestos establecidos en el Decreto Supremo N° 038-2006-MTC que 
modifica al Decreto Supremo 038-2003-MTC. En tal sentido, se procede 
a asignar nueve (9) indicativos correspondientes a las estaciones comuni-
cadas por su representada (…) 4- LI1189 PENAL LURIGANCHO- OAM-
823- AAHH San Juan Bautista Mz A Lote 5, San Juan de Lurigancho, 
Lima, Lima (…)” (Negrita y subrayado nuestro).

•	 Por Resolución Directoral N° 219-2009-MTC/27 del 6 de mayo de 2009 [fs 120 
a 121], emitida por el Director General de Concesiones en Comunicaciones del 
MTC, se resolvió:

“(…) Artículo 1°.- Aprobar el permiso de instalación y operación de 
noventa (90) estaciones radioeléctricas que conformaran cuarenta 
y tres (43) radioenlaces, para la prestación del servicio portador local 
y dos (2) radioenlaces del servicio portador de larga distancia nacional a 
favor de la empresa AMERICA MOVIL PERU SAC y asignar el espectro 
radioeléctrico correspondiente conforme se precisa en el Anexo 1 que 
forma parte de la presente resolución.
Artículo 2°.- La asignación de espectro radioeléctrico, estará sujeta al 
cumplimiento de las metas de uso de espectro radioelectrónico que están 
contenidas en el Anexo 2 (…)

Artículo 4°.- Para efectos de instalar y construir cualquier estación para 
operar el servicio objeto de concesión, la empresa AMERICA MOVIL 
PERU S.A.C deberá tener en cuenta (…) los límites máximos permisi-
bles de radiaciones no ionizantes establecidos en el Decreto Supremo 
N° 038- 2003-MTC y su modificatoria (…)”(Negrita y subrayado nuestro).

El anexo 1 de la precitada resolución [fs 122], referida a la descripción, equi-
pamiento, sistema radiante y enlace, del servicio Portátil Local, nombre LI1189 
Penal Lurigancho, ubicado en el AA. HH San Juan Bautista Mz A Lt 5, Lima, 
Lima, San Juan de Lurigancho.

•	 El Documento DMR/CE/N° 193/09– P/D 063923 del 20 de marzo de 2009 [fs 
138], cursado por América Móvil Perú SAC al Director General de Concesiones 
en Comunicaciones del MTC, con referencia: Servicio Público de Comunicaciones 
Personales (PCS) (recepcionado por el MTC el 24 de marzo de 2009, según 
sello de recepción), a través del cual de acuerdo a lo previsto por el artículo 127° 
del TUO del Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones aprobado 
por el Decreto Supremo N° 020-2007-MTC y el artículo 7° del Reglamento de 
Servicios Públicos Móviles, aprobado mediante Resolución Ministerial N° 418-
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2002-MTC/15.03, le informó de la instalación de la estación radioeléctrica 
N° LI1189- Penal de Lurigancho.

El Formato de Información Técnica Estaciones Base – Descripción de las 
Estaciones, Asignación de Frecuencias, Ubicación y Equipamiento [fs 139], 
referente al Servicio de Comunicaciones Personales, LI1189- Penal Lurigancho.

El Documento de cálculo referencial a los límites máximos permisibles de 
radiaciones no ionizantes [fs 140 a 141], referente a la estación radioeléctrica 
Penal Lurigancho, AAHH San Juan Bautista Mz A Lt 5, del distrito de SJL.

El Documento de cálculo referencial a los límites máximos permisibles 
de radiaciones no ionizantes [fs 142, 146 y 150], y que consigna el resultado 
de la evaluación teórica predictiva, referente a la estación radioeléctrica Penal 
Lurigancho, AAHH San Juan Bautista Mz A Lt 5, del distrito de SJL.

•	 El Oficio N° 010-2015 de fecha 22 de junio de 2015 [fs 285 a 291], cursada por 
América Móvil Perú al Alcalde de la MSJL (recepcionada por dicha comuna en 
la referida fecha, según sello de recepción), con referencia: Inicio de procedi-
miento de aprobación automática para regularización de infraestructura de 
telecomunicaciones correspondiente a la estación de radiocomunicación 
ubicada en el AAHH San Juan Bautista, Mz A, Lt 5, Distrito de San Juan 
de Lurigancho, Provincia y Departamento de Lima. Asimismo, el Anexo 1 
“Formulario Único de Instalación de Infraestructura de Telecomunicaciones”

DECIMO PRIMERO: Que, bajo este contexto, y estando a los alcances y el contenido 
de los derechos constitucionales propiamente alegados como afectados por la parte 
demandante, y sumado a la obligación del Juez constitucional de dar una atención 
preferente a la controversia en este tipo de proceso en que se ve involucrado el 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida89 en 
conexión con el derecho a la salud, este Colegiado considera más allá de cualquier 
formalismo que existen elementos suficientes de juicio para emitir un pronunciamiento 
de fondo, bajo los parámetros fijados líneas arriba90, más aun, cuando la Municipalidad 
Distrital de San Juan de Lurigancho no formuló recurso impugnatorio sobre lo que fue 
considerado y le fuera ordenado en la sentencia recurrida, careciendo de asidero la 
alegación inhibitoria (improcedencia) o de acudir a una vía especifica.

DECIMO SEGUNDO: Que, aclarado lo anterior, resulta de lo antes reseñado, que del 
Oficio N° 20704-2013-MTC/27 y el documento DMR/CE/N°193/09– P/D 063923, se 
desprende que la empresa demandada informó a la Dirección General de Conce-
siones en Comunicaciones del MTC, sobre la instalación de la estación base 
radioeléctrica de servicio público de comunicaciones (antena de telefonía) con 

89	 Ver las. STCs Nº 4223-2006-AA, 2268-2007-AA, entre otras.
90	 Ver el considerando quinto.
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código LI1189 e indicativo OAM-823 - Penal de Lurigancho, ubicado en el AAHH 
San Juan Bautista Mz A Lt 5 del distrito de San Juan de Lurigancho, Lima, Lima.
Es decir, la indicada empresa cumplió con informar al MTC de la referida instalación, 
de acuerdo a lo previsto por el artículo 127° del Texto Único ordenado del Regla-
mento General de la Ley General de Telecomunicaciones.

DECIMO TERCERO: Que, en ese orden de ideas, es de acotar que el Director 
General de Concesiones en Comunicaciones del MTC mediante el Oficio N° 20704-
2013-MTC/27 informó al demandante que trasladó su comunicación relacionada a la 
antena de telefonía en cuestión6 a la Dirección General de Control y Supervisión de 
Comunicaciones a fin de que realice la inspección técnica verificando la respectiva 
medición de los niveles de radiaciones no ionizantes, e incluso en la Resolución 
Directoral N° 219-2009-MTC/27 dispuso que la empresa demandada debería tener 
en cuenta los límites máximos permisibles de dichas radiaciones establecidas en 
el Decreto Supremo N° 038-2003-MTC y su modificatoria; sin embargo, de autos 
no se acredita que el MTC haya efectuado tal supervisión, tampoco que la es-
tación radioeléctrica de la antena de telefonía –objeto del proceso- esté siendo 
monitoreada anualmente; por consiguiente, en aplicación del principio precautorio, 
en el caso concreto, dado los riesgos de daño que podría causar al ambiente y a la 
salud de los ciudadanos, dicha antena y el exceso de tales límites, y a fin de que se 
garanticen los derechos constitucionales alegados, corresponde que el MTC a través 
de su órgano competente, proceda a efectuar la supervisión de acuerdo a lo normado 
en el artículo 6° del referido decreto supremo.

Es más, como quedó establecido en la jurisprudencia constitucional, tratándose de 
controversias cuya naturaleza es similar a la aquí planteada, las autoridades com-
petentes, como el MTC tienen el deber de cumplir de manera responsable su labor 
de fiscalización sobre la exposición de dicha radiación que generan las estructuras 
de telefonía celular (cfr. STC Nº 4893-2015-PA/TC). Dicho de otro modo, el MTC 
tiene la responsabilidad de cumplir con su labor de fiscalización permanente a fin de 
garantizar que la exposición a la radiación no ionizante que genera la infraestructura 
de telecomunicaciones no supere los límites máximos permitidos por la normativa 
vigente, y que con ello, a su vez, se garanticen los derechos fundamentales al medio 
ambiente, a la salud y a la vida de las personas que viven cerca de las estaciones 
radioeléctricas y de telefonía móvil [Ver STC N° 05503-2014-PA/TC].
DECIMO CUARTO: Que, ahora, si bien la empresa demandada remitió el documento 
denominado cálculo referencial a los límites máximos permisibles de radiaciones no 
ionizantes [fs 142, 146 y 150] que evidencia que la referida instalación de telefonía 
no excedería tales límites permitidos; sin embargo, la MDSJL mediante el Oficio 
N° 032- SGOP-GDU/MDSJL del 13 de junio de 2013 informó al demandante que 
no emitió ninguna autorización para la instalación de infraestructura de la referida 
antena de telecomunicaciones y que tampoco existía expediente administrativo en 
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trámite, desatendiendo lo normado por la municipalidad demandada en la entonces 
Ordenanza N° 176-2009-MDSJL, emitida conforme a sus competencias; asimismo, 
el Decreto Supremo N° 038-2003-MTC y su modificatoria – Establecen límites 
máximos permisibles de radiaciones no ionizante en Telecomunicaciones-, regula que 
su cumplimiento debe ser supervisada por el MTC a través de la Dirección General de 
Control y Supervisión de Telecomunicaciones; y, el artículo 32° de la Ley Nº 28611 
señala que el límite máximo permisible “es la medida de la concentración o del grado 
de elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracterizan 
a un efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños a la 
salud, al bienestar humano y al ambiente” (subrayado nuestro); y si bien a través 
del Oficio N° 010-2015 del 22 de junio de 2015 la empresa demandada inició el 
procedimiento de aprobación para la regularización de la infraestructura de telecomu-
nicaciones de dicha antena, esta fue posterior a la interposición de la demanda -2 de 
octubre de 2013-, pretendiendo regularizar tardíamente tal procedimiento, que conllevó 
a que el demandante recurra a los órganos jurisdiccionales para pedir tutela de los 
derechos alegados; por consiguiente, en este contexto de los hechos, este Colegiado 
ante la incertidumbre de los riesgos de daño que podría causar al ambiente y la salud 
de las personas de la zona donde se ubica dicha instalación, la referida antena de 
telefonía y el exceso de tales límites, también en aplicación del principio precautorio, 
es del criterio que la empresa demandada debe estar sujeta a lo normado por el 
referido decreto supremo -monitoreo de sus estaciones radioeléctricas que se deben 
realizar anualmente lo cual no se acredita en autos-, con el fin de garantizar que no 
se supere tales limites -mitigar los impactos negativos que ocasionen las radiaciones 
y vibraciones de la antena en cuestión-, y que con ello, a su vez, se garanticen los 
derechos fundamentales bajo análisis.
A mayor abundamiento, respecto a la regulación de la Ordenanza N° 176-2009-MDS-
JL de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, en lo que respecta a la carta de 
compromiso, cabe traer a colación lo señalado por el Tribunal Constitucional en la 
STC N° 01272-2015-PA/TC, de aplicación mutatis mutandi (quiere decir, que vamos 
aplicar un razonamiento que se utiliza en un tema o caso similar), señaló: “(…) Como 
puede observarse, dichas disposiciones expresan requisitos generales que no 
constituyen controles rigurosos ni preventivos por parte de la Municipalidad 
emplazada. Se tratan de meros compromisos, acuerdos entre las partes, pro-
mesas de que no se producirán situaciones que puedan colocar en riesgo a los 
derechos fundamentales de los habitantes; y, de otro lado, tampoco expresan 
cómo es que se generaría certeza en la Municipalidad de que dicho riesgo no 
se produciría” (Negrita y subrayado nuestro).
DECIMO QUINTO: Que, a las finales, en la sentencia recurrida no se ha dispuesto 
el retiro alguno de la antena de telefonía de la empresa demandada, la cual no ha 
sido observada por el demandante, y como se desprende de lo señalado líneas 
arriba, tampoco esto significa pues que no se ordene y se cumplan con las acciones 
positivas -establecimiento de mayores controles por la autoridad competente y la 
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realización permanente de mediciones de la exposición radioeléctrica- para prevenir 
cualquier daño grave e irreversible al ambiente y por ende de los pobladores, así 
como, asegurar los estándares ambientales apropiados para la salud e integridad de 
las personas, y el estricto cumplimiento de la normativa que rige las actividades y la 
utilización de instrumentos y mecanismos de las telecomunicaciones, que garanticen 
los derechos alegados.
DECIMO SEXTO: Que, entonces, resulta pues, que los agravios de apelación en 
nada enervan lo resuelto por la Juez A quo, por lo que, corresponde que se confirme 
el sentido de la sentencia recurrida.
Por estos fundamentos, los señores Jueces Superiores de la Tercera Sala Consti-
tucional de la Corte Superior de Justicia de Lima.
RESOLVIERON:
CONFIRMAR la sentencia contenida en la resolución N° 14 del 30 de octubre de 
2021 [fs 391 a 411], que resolvió declarar: FUNDADA la demanda de amparo inter-
puesta por el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y Desarrollo Sostenible - IDLAS 
Perú, al haberse vulnerado sus derechos reconocidos en la Constitución Política del 
Perú; en consecuencia: LA MUNICIPALIDAD DE SAN JUAN DE LURIGANCHO, 
deberá revisar el procedimiento N° 15 del TUPA de la Subgerencia de Obras Privadas 
para la autorización e instalación de la infraestructura necesaria para la prestación de 
servicios públicos de telecomunicaciones (antenas) de la Ordenanza a Municipal N° 
176-2009 MDSJL y si ya no se encuentra vigente en el que se encuentre aplicable a 
la fecha con la aprobación de un estudio de impacto ambiental, acorde el artículo 3° 
de la Ley N° 27446. El MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES, a 
través de la Dirección General de Control y Supervisión de Telecomunicaciones, debe 
supervisar el cumplimiento de lo establecido en el artículo 6 del D.S. N° 038-2003- MTC 
y modificatoria DS. N° 038-2006-MTC. AMÉRICA MOVIL SAC deberá someterse 
a las medidas adoptadas por el Decreto supremo 038-2003- MTC y su modificatoria 
Decreto Supremo N° 038-2006-MTC a fin de ser supervisado continuamente para su 
estricto cumplimiento de los Límites Máximos Permisibles de Radiaciones No Ionizantes 
en Telecomunicaciones, con los valores establecidos como niveles de referencia por 
la Comisión Internacional de Protección en Radiaciones No Ionizantes – ICNIRP a fin 
de mitigar los impactos negativos que ocasionan las radiaciones y las vibraciones de 
una antena de telefonía en la vida, salud y el cuidado del medio ambiente. ABONAR 
las costas y costos procesales.
En los seguidos por el INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL DEL AMBIENTE Y EL 
DESARROLLO DEL SOSTENIBLE PERU- IDLADS contra la MUNICIPALIDAD 
DISTRITAL DE SAN JUAN DE LURIGANCHO Y OTROS, sobre proceso de amparo, 
notifíquese y devuélvase. –

PAREDES FLORES
VELARDE ACOSTA
SALAZAR MENDOZA
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Anexo 4. Nota Prensa del Caso del Tribunal Constitucional

Fuente: TC Enlace: https://www.tc.gob.pe/institucional/notas-de-prensa/tc-ordena-a-
municipalidad-del-callao-suspender-instalacion-de-antenas-de-telefonia/
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